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GACETA DE JURISPRUDENCIA 
Providencias Sala de Casación Civil 

N° 6-2022 

A 

ACCIÓN REIVINDICATORIA PRO INDIVISO-Inaplicación de las reglas que 
establecen los artículos 946 y 949 del Código Civil, cuando la gestora no busca 
vindicar su derecho de cuota, sino un porcentaje específico y discriminado de su 
derecho en la comunidad. (SC1963-2022; 29/06/2022) 
 
APRECIACIÓN PROBATORIA-En el ámbito del recurso de casación, si del texto se 
descubren varios sentidos razonables, la elección que de uno de ellos haga el Tribunal 
ha de ser respetada y mantenida por la Corte. Esto, a menos que otras pruebas 
desmientan ese sentido escogido, para lo cual ha de empeñarse el impugnante en 
hacerlo ver mediante la denuncia de yerros probatorios trascendentes, presentes en 
la sentencia que combate. El Colegiado de segundo grado desestimó las 
manifestaciones que se alejaban del contenido material de otros medios de prueba -
correos electrónicos, testimonios, los hechos de la demanda- y de su examen en 
conjunto. Se evidencia la valoración conjunta de los medios probatorios que efectuó 
el ad quem en contraposición con la lectura aislada sobre algunos medios probatorios 
que plantea el censor. No se advierte que se hubiera cumplido con la exigencia de 
completitud a la que alude el artículo 344 del Código General del Proceso. El hecho 
de que se hubiese optado por un grupo de pruebas -por sobre otros-, no obsta para 
inferir per se un yerro grave en la labor argumentativa y probatoria. (SC1303-2022; 
30/06/2022) 
 
Del hecho dañoso por largos periodos y su cuantificación en actividades productivas. 
Salvo norma expresa, hay libertad en los medios probatorios -incluso para quienes 
están obligados a llevar contabilidad-. En asuntos respecto a las actividades 
productivas, cobran especial relevancia probanzas tales como los informes 
estadísticos, los testimonios técnicos, la peritación y, con mayor razón, la 
contabilidad de la víctima, por su conveniencia para relievar las pérdidas del ejercicio 
económico. Error de derecho: por elevar a nivel de tarifa legal la forma como debía 
probarse tanto el daño ambiental como su cuantificación, al exigir para esto, la 
contabilidad regular de las demandadas. (SC1256-2022; 27/05/2022) (Notificada por 
Edicto del 03/06/2022) 
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C 

CASACIÓN DE OFICIO-El juzgador de segundo grado vulneró los derechos y 
garantías constitucionales de la promotora, ante la condena impuesta respecto a la 
inscripción del fallo en el registro civil de nacimiento de la demandante, por cuanto 
ese mandato incide de manera negativa en el estado civil de la convocante, no 
obstante que ese no es el alcance que cabía dar a la excepción de negación de la 
paternidad, propuesta por los demandados en el juicio de petición de herencia. 
Siendo el estado civil un atributo de la personalidad, no puede ser modificado sin 
previamente haberse adelantado la acción de impugnación correspondiente 
(maternidad o paternidad). Deviene evidente que la consecuencia directa de la 
prosperidad de la excepción, es de orden netamente patrimonial, puesto que, el 
veredicto del fallador no tiene repercusión en el estado civil del pretendido hijo 
porque, no se trata de un juicio de impugnación de la paternidad, idóneo para obtener 
la remoción del estado civil del descendiente. Al ordenar que se inscriba la sentencia 
en el registro civil de nacimiento, incurrió en violación directa del artículo 219 del 
Código Civil, al darle un alcance a la excepción de desconocimiento de la paternidad 
que no emana de su texto ni se ajusta al contenido o teleología de la norma, quebranto 
que lleva ínsito la violación de otros preceptos, como son aquellos vinculados con el 
estado civil de las personas. (SC1225-2022; 02/06/2022) 
 
CONTRATO ATÍPICO-En sentencia anticipada se declara probada la excepción mixta 
de prescripción extintiva. (SC1297-2022; 06/06/2022) 

 
CONTRATOS COLIGADOS-Incumplimiento derivado de la falta de provisión de los 
componentes, en proyecto para la importación, construcción, instalación y puesta en 
funcionamiento de la planta de tratamiento de aguas residuales -PTAR- Chía I 
Delicias Sur, que involucra la celebración de tres negocios jurídicos conexos de 
leasing, aprovisionamiento y suministro. (SC1416-2022; 23/06/2022) 
 
CONTRATO DE MANDATO COMERCIAL-Relación entre la inversionista y el 
ordenante respecto a la administración y custodia de valores por operaciones en 
bolsa. (SC1304-2022; 30/06/2022) 
 
CONTRATO DE PROMESA DE FIDUCIA COMERCIAL DE ADMINISTRACIÓN-
Resolución por incumplimiento parcial. (SC1690-2022; 02/06/2022) 
 
CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS-Carencia de legitimación del 
consorcio demandante para validar la terminación unilateral del contrato, así como 
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para reclamar los perjuicios, por ser quien transgredió primero, y de forma esencial, 
el vínculo jurídico al no haberle proporcionado a la contratista demandada la 

información necesaria, para que esta pudiera realizar los estudios técnicos que había 
acordado. (SC1962-2022; 28/06/2022) 
 
CONTRATO DE SUMINISTRO-Nulidad de órdenes de compra, por incurrir en fraude 
a la ley, al usar la figura societaria «Grupo Alúmina» y las propias empresas, para 
evadir el pago de los bienes, así como la consecuente desestimación de la 
personalidad jurídica de los convocados. (SC1643-2022; 08/06/2022) 
 
CONTRATO DE TRANSACCIÓN-Concesiones recíprocas entre las partes y la 
intención de estas de sortear futuras controversias en el acuerdo de pago. (SC1365-
2022; 06/06/2022)  
 

D 

DAÑO AMBIENTAL-Cuantificación del perjuicio por lucro cesante derivado de 
aumentos en los costos de producción y la reducción de los rendimientos por hectárea 
de cultivo de arroz, junto a la imposibilidad de cultivar este grano en algunas parcelas 
en condiciones rentables, en razón de la contaminación. El principio el que contamina 
paga tiene como objetivo promover medidas eficaces para evitar la afectación al medio 
ambiente, entendido como bien común, y muestra el compromiso estatal por evitar 

que el contaminador pueda salir indemne. Principio de mitigación del daño propio: 
impone al lesionado tomar medidas razonables y proporcionadas a su alcance, que 
reduzcan las pérdidas, o impidan su agravación. Detectada la baja productividad de 
algunos suelos, la demandante utilizara aquellos que tenían un comportamiento 
promedio, mientras que hacían los estudios o experimentos que condujeran a un 
aprovechamiento óptimo de las heredades con mayor afectación. Ante la duda 
persistente sobre los porcentajes de participación de las plantas cementeras en la 
contaminación del predio colindante, ha de condenarse de forma solidaria a ambas 
sociedades. (SC1256-2022; 27/05/2022) (Notificada por Edicto del 03/06/2022) 
 
DERECHO AMBIENTAL-Compendio de normas que gobiernan el aprovechamiento 
responsable y al servicio del interés general de los recursos renovables y no 
renovables, así como la responsabilidad por la degradación y contaminación, visto de 
forma integral y transversal a cualquier actividad humana. Principios: (I) prevención, 
consistente en que deben adoptarse todas las medidas necesarias para evitar la 
ocurrencia de daños al medio ambiente; (II) precaución, el cual impone que la 
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ausencia de certeza científica absoluta no excuse la adopción de medidas preventivas; 
(III) sostenibilidad, entendido como el deber de manejar adecuadamente los recursos, 

tanto renovables como no, para garantizar la supervivencia de las generaciones 
presentes y futuras; y (IV) «el que contamina paga», según el cual los costos que 
conlleva el saneamiento de los efectos negativos de la contaminación deben ser 
soportados por quien los originó. (SC1256-2022; 27/05/2022) (Notificada por Edicto 
del 03/06/2022) 
 
DOCTRINA PROBABLE CIVIL-La indemnización de perjuicios derivada de la 
inejecución -total o parcial- de prestaciones asumidas por una de las partes en un 
contrato bilateral, así como de su cumplimiento imperfecto o tardío, puede ser 
solicitada de forma directa, autónoma e independiente al no estar subordinada a la 
acción resolutoria o de cumplimiento que de forma alternativa prevén los artículos 
1546 del Código Civil y 870 del Código de Comercio. (SC1962-2022; 28/06/2022) 
 
DOCTRINA PROBABLE PROCESAL-Necesidad de darle sustento a la excepción de 
prescripción extintiva: cuando el demandado utiliza la prescripción como mecanismo 
defensivo, en la excepción respectiva deberá indicar el supuesto fáctico pertinente, 
pues únicamente de esta manera tendrá el demandante ocasión válida para generar 
la controversia, vale decir, para que frente a los hechos que con esa puntualidad se 
expongan en la excepción pueda ejercer su derecho de defensa y aducir las pruebas 
que crea conveniente. De lo anterior se desprende que, ante la omisión del opositor 
en dar los hechos estructurales del medio exceptivo, al juez no le es dable suplir esa 
preterición y entrar a decidir el mérito del conflicto, toda vez que, de hacerlo, le violaría 
al convocante el debido proceso y el derecho de defensa, por cuanto en tal evento 

podría resultar juzgándolo sobre unos supuestos que éste en su momento no pudo 
controvertir por la sencilla razón de no haberlos tenido en traslado. (SC1297-2022; 
06/06/2022) 
 

I 

IMPUGNACIÓN DE PATERNIDAD EXTRAMATRIMONIAL-Que se formula como 
excepción, en juicio de petición de herencia. (SC1225-2022; 02/06/2022) 
 
Acumulada a la investigación de paternidad, que formula la defensora de familia del 
Instituto de Bienestar Familiar -en nombre de menor de edad- frente al padre 
biológico como al padre de crianza, esposo de la madre. (SC1947-2022; 30/06/2022) 
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INCONGRUENCIA-En cuanto a que el juzgador excedió el marco de decisión que se 
fijó en la demanda, en la cual se pidió declarar la sociedad patrimonial entre 

compañeros permanentes desde el 30 de enero del año 2017 y no desde el 31 de enero 
de 2016, como lo definieron los juzgadores -particularmente el de segundo grado al 
confirmar aquella decisión- constituye un medio nuevo inadmisible en casación. El 
demandado -siendo apelante único- no cuestionó este aspecto, ni en sus reparos 
concretos ni en la sustentación, llevando su crítica a otros escenarios, que sí fueron 
sometidos al análisis y definición por el tribunal, quien procedió acorde con la 
competencia que no sólo le demarca el artículo 328 del Código General del Proceso, 
sino puntualmente el apelante; circunstancia que impide pregonar que desbordó el 
marco decisorio fijado en la demanda, habida cuenta que en parte alguna se 
cuestionó lo que en este puntual aspecto definió la primera instancia. En torno a la 
sociedad patrimonial que se declaró probada y existente desde el día siguiente a la 
disolución de la sociedad conyugal, la réplica únicamente se ocupó de la insuficiencia 
del tiempo para habilitar la declaración deprecada, por causa del periodo transcurrido 
entre la declaración de inexequibilidad contenida en la sentencia C-193 de 2016 y el 
referido óbito. (SC1413-2022; 02/06/2022) 
 
Al decidir el recurso de apelación. La materia que fue estudiada por el colegiado de 
segundo grado se debía resolver de oficio, por estar vinculada con el reconocimiento 
del derecho pretendido, así como en garantía del derecho de contradicción. El 
sentenciador -al margen del contenido de la apelación- tiene el deber de decidir las 
materias: (I) tocantes a presupuestos del proceso, la acción o la sentencia favorable, 
(II) que tengan conexión necesaria con la decisión de alzada o (III) cuyo 
pronunciamiento sea oficioso. De forma excepcional, debe ir más allá de los 

argumentos blandidos por el apelante, para (I) proteger los derechos de ciertas 
personas, (II) reconocer situaciones sobrevinientes que afectan el derecho 
controvertido, (III) resolver materias que no fueron falladas por el a quo, o (IV) revisar 
aspectos inescindiblemente conectados con la decisión. Doctrina probable procesal: 
como el juzgador debe circunscribir su análisis a las referencias fácticas, jurídicas y 
argumentativas que aduce el recurrente en contra de la decisión censurada, su 
desconocimiento trasluce falta de consonancia. (SC1641-2022; 08/06/2022) 
 
Doctrina probable procesal: en torno a la apelación, existe incongruencia cuando no 
se advierte armonía entre los argumentos propuestos al apelar y la sentencia del ad 
quem. El cargo se constriñe al último aspecto, pues se cuestiona la ausencia de 
pronunciamiento frente a las pretensiones subsidiarias. Sin embargo, se observa su 
improsperidad pues, las facultades del superior únicamente se circunscriben al 
contenido de los reparos concretos señalados en la fase de interposición de la alzada. 
Extender o ampliar sus límites y actuar por fuera del marco elaborado por el apelante 
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implicaría contradecir el principio de congruencia que impera respecto de toda 
decisión, así lo establecen los artículos 281 y 328 del CGP. Tampoco es posible 

predicar que el caso en concreto se configurara una de aquellas ocasiones en que el 
ordenamiento le impusiera pronunciarse motu proprio. La facultad oficiosa del juez 
de segundo grado atiende a los casos expresamente consagrados en la ley. (SC1303-
2022; 30/06/2022) 
 
INTERPRETACIÓN CONTRACTUAL-En el caso, las negociaciones descansaron en 
varias declaraciones de voluntad. A partir de la interpretación de estas declaraciones 
de voluntad no es un desafuero concluir que, desde el comienzo de la negociación, se 
establecieron reservas formales para la contratación y que la omisión de estas 
formalidades ad solemnitatem, impuestas y asumidas por los declarantes, condujo a 
la inexistencia de la pretendida convención. Los criterios de interpretación del 
contrato han que ser extendidos, con las diferencias del caso, a las plurales 
declaraciones de voluntad de toda la negociación. En relación con la regla principal e 
imperativa de interpretación: ha de retenerse la intención de los declarantes. Al lado 
de esta regla principal e imperativa, se abre paso la siguiente subregla de 
interpretación -en realidad una presunción de la regla principal-: “Las reglas que da 
el Código Civil en materia de convenciones interpretan la presunta voluntad de las 
partes”. (SC1303-2022; 30/06/2022) 
 
INTERPRETACIÓN DE LA DEMANDA-El ad quem distorsionó en forma evidente el 
verdadero sentido de los hechos y pretensiones de la demanda, al encasillar la 
contienda en una disputa de naturaleza societaria, lo que, lo condujo a aplicar en su 
definición normas jurídicas que no eran las llamadas a regirla, incurriendo así en un 

error de facto manifiesto y trascendente, lo que significa que su decisión transgredió 
indirectamente el ordenamiento. (SC1297-2022; 06/06/2022) 
 

N 

NORMA SUSTANCIAL-Ostenta este linaje el artículo 24 numeral 5º literal d) del CGP. 
(SC1643-2022; 08/06/2022) 
 

No ostentan este linaje: los artículos 1519, 1521, 1741 del Código Civil; 2º, 3º, 12, 
99, 102, 103 del decreto 960 de 1970; 58 y 63 de la Constitución Política; 184,185, 
186 del decreto 1301 de 1940; el inciso 2º del artículo 49 del decreto 2148 de 1983; 
83 del decreto 2811 de 1974 y 5º de la ley 9 de 1989. Son de naturaleza sustancial 
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los artículos 1742 y 1743 del Código Civil. Los artículos 15 y 23 de la ley 40 de 1932 
fueron derogados por el artículo 90 del decreto 1250 de 1970 y el 1° del decreto 960 

de 1970 derogado por el artículo 46 del decreto 2163 de 1970. (SC1834-2022; 
23/06/2022) 
 
No ostenta este linaje el 1621 del Código Civil. (SC1962-2022; 28/06/2022) 
 
No ostentan este linaje los artículos 864 y 824 del Código de Comercio y 16 y 1602 
del Código Civil. (SC1303-2022; 30/06/2022) 

 

R 

RECURSO DE CASACIÓN-Inobservancia de reglas técnicas: 1) en el primer reproche 
-por vía directa- no se demostró el dislate endilgado, pues las disposiciones que 
gobernaron la decisión fueron aplicadas en la plenitud del entendimiento que de 
antaño se les viene dando, tanto por esta Corporación como por la Corte 
Constitucional. 2) el embate por error de derecho carece de idoneidad, habida cuenta 
que lo que realmente se advierte es la intención del recurrente de imponer su criterio 
personal sobre la forma en que tribunal interpretó o aplicó las normas probatorias 
que se dicen quebrantadas, amen que se limitó en enrostrar la pretensa nulidad de 
un documento público como elemento determinante para enervar las pretensiones 
económicas contenidas en la demanda, sin acometer la carga demostrativa que el 

legislador le impone. Los argumentos que esgrimió la defensa frente a la escritura 
pública no se enmarcan en alguno de los supuestos que generan la nulidad de la 
escritura pública como instrumento, ni del acuerdo de disolución y liquidación de la 
sociedad conyugal que ella contiene. No se acreditó la existencia de acción judicial 
alguna tendiente a la declaración de nulidad formal de la escritura o de los actos que 
contiene, en especial de la disolución de la sociedad conyugal, por lo que su eficacia 
demostrativa desde la arista examinada se mantiene incólume. (SC1413-2022; 
02/06/2022) 
 
Inobservancia de las reglas técnicas: 1) aunque el censor adujo en el reproche la recta 
transgresión del artículo 29 Constitucional, la exposición en que se funda la crítica 
deja entrever la denuncia de un vicio de procedimiento, referido a la falta de 
competencia del tribunal para resolver el reclamo de impugnación de la paternidad 
respecto del causante. 2) la censura no se ocupó de refutar el resultado del medio de 
convicción científico que condujo al ad quem a declarar probada la excepción de 
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impugnación de la paternidad, circunstancia que torna desenfocado e inidóneo el 
reproche así formulado. (SC1225-2022; 02/06/2022) 

 
Inobservancia de reglas técnicas: 1) Violación directa: se criticó que no existía 
proporcionalidad entre los derechos que renunció a litigar y el favorecimiento 
económico que le otorgó el banco. No obstante, en el cargo se obvió ilustrar 
exactamente en qué consistiría esa desproporción, y no se explicó tampoco cuál regla 
de derecho serviría para establecer la relación de magnitud extrañada por la 
recurrente, lo que equivale a decir que, la acusación es incompleta. (SC1365-2022; 
06/06/2022) 
 
Inobservancia de reglas técnicas. (SC1641-2022; 08/06/2022) 
 
Inobservancia de reglas técnicas: 1) el embate está ayuno de claridad para intentar el 
empleo de la supuesta sanción de nulidad solicitada con base en otra regla o principio 
de derecho diversa a la invocada en las instancias del litigio. 2) los errores de hecho 
y de derecho probatorio exigen que esas falencias llevaran al juzgador a obtener 
conclusiones probatorias manifiestamente equivocadas; y que como consecuencia se 
vulnerara, como mínimo, una norma sustancial que haya sido, o debido ser, base 
esencial de la providencia recurrida, presupuesto éste que en el sub lite aparece 
incumplido, en tanto que el literal d) del numeral 5 del artículo 24 del Código General 
del Proceso es atemporal al caso y la supuesta conculcación de otros preceptos 
sustanciales no fue desarrollada de manera clara. 3) el cargo yuxtapone diversas 
modalidades levantamiento del velo corporativo, sin siquiera explicar por qué sería 
viable esa unión, o si se trata de la aplicación de una sanción legal o, por el contrario, 

sea consecuencia indemnizatoria fruto del daño o del abuso del derecho. 4) tampoco 
se argumenta si se está acudiendo a la aplicación de principios generales del derecho, 
tras al desconocimiento de reglas de legalidad, máxime cuando a lo largo del litigio se 
invocó la desestimación de la personalidad jurídica erigida en el literal d) del numeral 
5 del artículo 24 del Código General del Proceso y el artículo 29 de la ley 222 de 1995, 
al punto que en la sustentación de la apelación se reiteró que era aquel precepto el 
pilar fundamental de sus súplicas. (SC1643-2022; 08/06/2022) 
 
1) error fáctico de preterición probatoria respecto a la presunción de certeza que pesa 
sobre el encausado acerca de que la asamblea de accionistas autorizó la instauración 
de esta causa judicial, de rendición provocada de cuentas, medio de convicción 
derivado del incumplimiento al deber instituido en el numeral 2° del artículo 96 del 
Código General del Proceso. 2) yerro de iure al exigir que la copia del Acta de la 
asamblea de accionistas, en la cual obra la autorización concedida por ese órgano 
social para la iniciación de esta causa judicial, estuviera acompañada de los poderes 
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otorgados por los accionistas a los apoderados que comparecieron en su nombre, y 
de las constancias de convocatoria a que alude el artículo 182 del Código de 

Comercio; en tanto dejó de lado el inciso 2º del artículo 189 de la misma compilación 
legal. 3) error de derecho: La aceptación de uno o varios hechos, realizada por las 
partes de común acuerdo, en la etapa procesal de la fijación del litigio, exonera de la 
carga de la prueba al extremo procesal a quien incumbía acreditar esa circunstancia, 
de donde la exigencia de demostración requerida por el funcionario judicial constituye 
yerro de iure, que se configura, entre otros eventos, cuando exige para la justificación 
de un hecho o de un acto una prueba especial no requerida, ya por disposición legal 
ora por convenio de las partes, en éste evento siempre y cuando se trate de hechos 
susceptibles de prueba de confesión, esto es, que no exigen medio de prueba 
calificado o formalidad ad probationem. (SC1644-2022; 08/06/2022) 
 
Inobservancia de reglas técnicas. (SC1834-2022; 23/06/2022) 
 
Inobservancia de reglas técnicas: 1) la acusación incurre en desenfoque y no 
demuestra los errores alegados al interpretar la demanda. No hay concordancia entre 
el fundamento de la acusación y el razonamiento de la sentencia combatida, por lo 
que la arremetida resulta inidónea para socavar la presunción de legalidad y acierto 
de que está revestida tal determinación judicial. 2) para que un cargo se abra paso 
en casación por error en la interpretación de la demanda, no basta con demostrar 
que el entendimiento del Tribunal es extraño al que debía obtener de la demanda, 
sino que debe evidenciarse que este último era el único posible, ya que si el de aquel 
también era factible ningún yerro habrá o no será ostensible y deberá respetarse, 
entonces, la discreta autonomía del juzgador de instancia en lo atinente a la 

comprensión que haya hecho del litigio. (SC1962-2022; 28/06/2022) 
 
Reglas técnicas: 1) Si del texto convencional se descubren varios sentidos razonables, 
incluso con la aplicación de las reglas hermenéuticas, la elección que de uno de ellos 
se haga ha de ser respetada y mantenida por la Corte. 2) en cuanto a la 
responsabilidad de la comisionista de bolsa su estudio resulta intrascendente. En 
tanto no hubo una indebida aplicación de las normas del mandato, ni la aludida 
extralimitación del mandatario. 3) El cuarto cargo deviene intrascendente, en la 
medida en que es consecuencial a la prosperidad de los embates estudiados en 
precedencia. Las estipulaciones contractuales cuya interpretación es censurada 
descansan en la exoneración de responsabilidad del comisionista por actos del 
ordenante. Discutir sobre eficacia de las cláusulas tachadas de abusivas cuando no 
se demostró la extralimitación del ordenante resulta inane. (SC1304-2022; 
30/06/2022) 
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Inobservancia de reglas técnicas: 1) pese a enumerarse varias normas que se dijeron 
fueron vulneradas por falta de aplicación o aplicación indebida, en la exposición del 

cargo, únicamente, se alude a los artículos 864 y 824 del Código de Comercio y 16 y 
1602 del Código Civil. Sin embargo, ninguna de estas normas tiene el carácter de 
sustanciales. 2) en cuanto a los argumentos esgrimidos en torno a la falta de 
aplicación o aplicación indebida de los artículos 5, 6, 10, 14, 15 y 22 de la Ley 527 
de 1999, se advierte su desenfoque. En el escrito se alega que se incurrió en una 
violación directa de la normativa que regula la formación del contrato por medios 
electrónicos. Sin embargo, el ad quem en ningún momento aseveró que el correo 
electrónico no fuera idóneo para entender perfeccionado o forma un contrato por su 
naturaleza de mensaje de datos. El reparo frente a dicho correo electrónico no se 
circunscribió al formato en que se hallaba la comunicación, sino a la falta de los 
requisitos para la configuración de la aceptación. 3) pese a haber sido planteado el 
cargo por la vía directa, la queja trasiega en varias oportunidades frente a la 
valoración efectuada por el ad quem. (SC1303-2022; 30/06/2022) 
 
RENDICIÓN PROVOCADA DE CUENTAS-Legitimación en la causa por activa de la 
sociedad demandante. (SC1644-2022; 08/06/2022) 
 
RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL-Por daño ambiental continuado, en la 
explotación cementera que durante décadas permitió la emisión de material 
particulado en terrenos adyacentes y que condujo a un cambio de sus condiciones 
químicas. (SC1256-2022; 27/05/2022) (Notificada por Edicto del 03/06/2022) 
 
Por daño ambiental continuado, en la explotación cementera que durante décadas 

permitió la emisión de material particulado en terrenos adyacentes y que condujo a 
un cambio de sus condiciones químicas. Si bien no comparte los razonamientos en 
materia probatoria consignados en esta providencia, ni las decisiones que allí se 
adoptaron, su voto afirmativo obedece al estricto acatamiento de la sentencia SU-455 
de 2020, proferida por la Corte Constitucional. Aclaración de voto Magistrado Luis 
Alonso Rico Puerta. (SC1256-2022; 27/05/2022) (Notificada por Edicto del 
03/06/2022) 
 
Por daño ambiental continuado, en la explotación cementera que durante décadas 
permitió la emisión de material particulado en terrenos adyacentes y que condujo a 
un cambio de sus condiciones químicas. A pesar de que no comparte la decisión que 
en este proceso se toma, debe aprobarla porque ella obedece a una orden dada por la 
Corte Constitucional en una acción de tutela. Aclaración de voto Álvaro Fernando 
García Restrepo. (SC1256-2022; 27/05/2022) (Notificada por Edicto del 
03/06/2022) 
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Por daño ambiental continuado, en la explotación cementera que durante décadas 
permitió la emisión de material particulado en terrenos adyacentes y que condujo a 

un cambio de sus condiciones químicas. El perito no está autorizado por la ley para 
introducir documentos que las partes debieron allegar dentro de las oportunidades 
probatorias, pues de lo contrario se estaría vulnerando el artículo 173 del C.G.P. y 
mucho más grave, el derecho de defensa, pues el legislador no prevé la contradicción 
de los documentos arrimados con el dictamen. Los documentos así allegados, 
devendrían en pruebas ilícitas al no haberse aportado en la forma dispuesta por el 
legislador. Si las pruebas allegadas no permitían deducir, de manera cierta, el monto 
de los perjuicios padecidos por la parte convocante, por el actuar de la demandada 
que contaminó los terrenos en los que realizaba sus actividades de cultivo, por 
tratarse de documentos allegados de manera extemporánea, debió hacerse uso de la 
facultad oficiosa que trae el artículo 169 y 170 del C.G.P. y, así, garantizar la 
introducción de los referidos documentos de manera legal, como lo refirió la Corte 
Constitucional en su sentencia SU455 de 2020. Salvedad de voto Magistrada Martha 
Patricia Guzmán Álvarez. (SC1256-2022; 27/05/2022) (Notificada por Edicto del 
03/06/2022) 

 

U 

UNIÓN MARITAL DE HECHO-Determinación del hito de inicio de la unión, cuando 
el compañero disolvió la sociedad conyugal preexistente, por escritura pública. 

(SC1413-2022; 02/06/2022) 
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GACETA DE JURISPRUDENCIA 
Providencias Sala de Casación Civil 

N° 6-2022 

SC1256-2022 

 

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL-Por daño ambiental continuado, en la 

explotación cementera que durante décadas permitió la emisión de material particulado en 
terrenos adyacentes y que condujo a un cambio de sus condiciones químicas. 

 

EXTRACTO-Responsabilidad solidaria por hechos de extensa duración, originada en el 

ejercicio de una actividad peligrosa, consistente en la manipulación de hornos con 

potencialidad de emanar residuos contaminantes. La reparación está condicionada a que 
la víctima logre la demostración de los elementos propios del débito indemnizatorio, 

consistentes en el hecho culposo, el daño y el vínculo causal material y jurídico entre éste 

y aquél. Cuando el daño provocado por la contaminación ambiental se origina en una 

conducta imputable al propietario de un bien en ejercicio de su derecho de dominio, basta 

que este proceder afecte a los colindantes para tener por comprobado el actuar contrario a 

derecho, sin requerirse pruebas adicionales para demostrar la culpa, la cual se presume 
por el hecho de la contaminación y como mecanismo para hacer efectivo el principio «el que 

contamina paga». Para fines de la responsabilidad civil, el daño indemnizable es el conocido 

como «impuro» o «por rebote», esto es, el que se produce a bienes individuales como 

consecuencia de la afectación al medio ambiente. Cuantificación del perjuicio por lucro 

cesante. 
 

DAÑO AMBIENTAL-Cuantificación del perjuicio por lucro cesante derivado de aumentos 

en los costos de producción y la reducción de los rendimientos por hectárea de cultivo de 

arroz, junto a la imposibilidad de cultivar este grano en algunas parcelas en condiciones 

rentables, en razón de la contaminación. El principio el que contamina paga tiene como 

objetivo promover medidas eficaces para evitar la afectación al medio ambiente, entendido 
como bien común, y muestra el compromiso estatal por evitar que el contaminador pueda 

salir indemne. Principio de mitigación del daño propio: impone al lesionado tomar medidas 

razonables y proporcionadas a su alcance, que reduzcan las pérdidas, o impidan su 

agravación. Detectada la baja productividad de algunos suelos, la demandante utilizara 

aquellos que tenían un comportamiento promedio, mientras que hacían los estudios o 
experimentos que condujeran a un aprovechamiento óptimo de las heredades con mayor 

afectación. Ante la duda persistente sobre los porcentajes de participación de las plantas 

cementeras en la contaminación del predio colindante, ha de condenarse de forma solidaria 

a ambas sociedades. 

 

DERECHO AMBIENTAL-Compendio de normas que gobiernan el aprovechamiento 
responsable y al servicio del interés general de los recursos renovables y no renovables, así 

como la responsabilidad por la degradación y contaminación, visto de forma integral y 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1256-2022-1999-00227-01.pdf
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transversal a cualquier actividad humana. Principios: (I) prevención, consistente en que 

deben adoptarse todas las medidas necesarias para evitar la ocurrencia de daños al medio 
ambiente; (II) precaución, el cual impone que la ausencia de certeza científica absoluta no 

excuse la adopción de medidas preventivas; (III) sostenibilidad, entendido como el deber de 

manejar adecuadamente los recursos, tanto renovables como no, para garantizar la 

supervivencia de las generaciones presentes y futuras; y (IV) «el que contamina paga», según 

el cual los costos que conlleva el saneamiento de los efectos negativos de la contaminación 

deben ser soportados por quien los originó. 
 

APRECIACIÓN PROBATORIA-Del hecho dañoso por largos periodos y su cuantificación en 

actividades productivas. Salvo norma expresa, hay libertad en los medios probatorios -

incluso para quienes están obligados a llevar contabilidad-. En asuntos respecto a las 

actividades productivas, cobran especial relevancia probanzas tales como los informes 
estadísticos, los testimonios técnicos, la peritación y, con mayor razón, la contabilidad de 

la víctima, por su conveniencia para relievar las pérdidas del ejercicio económico. Error de 

derecho: por elevar a nivel de tarifa legal la forma como debía probarse tanto el daño 

ambiental como su cuantificación, al exigir para esto, la contabilidad regular de las 

demandadas. 

 
Fuente formal: 

Artículos 244, 271, 288, 308, 375 CPC.  

Artículo 2344 CC.  

Artículos 19 numeral 3º, 28 numeral 7º, 48, 66, 68, 70 Ccio.  

Artículo 626 CGP.  
Artículo 1º Decreto 2649 de 1993.  

Artículo 13 Ley 43 de 1990.  

Artículo 175 Decreto 19 de 2012.  

Artículo 13 Ley 43 de 1990.  

Artículo 16 Ley 23 de 1973.  

Artículos 1º, 2º, 18 Ley 23 de 1973.  
Artículos 1º, 7º, 8º, 9º Decreto 2811 de 1974.  

Artículos 79, 88 CPo.  

Artículos 1º, 3º Ley 491 de 1999.  

Artículos 106, 115 numeral 13, Decreto 2649 de 1993.  

Numerales 3º, 6º Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Sano, del 16 de junio 
de 1972. Carta Mundial de la Naturaleza del 28 de octubre de 1982. Principio 13 

Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992.  

Principio 22 de la Declaración de Estocolmo. Numeral 1° Recomendación del 3 de marzo de 

1974.  

Artículo 2° numeral 5° literal b. del Convenio sobre la Protección y Utilización de los Cursos 

de Agua Transfronterizos y de los Lagos Internacionales, aprobado en Helsinki (Finlandia). 
 

Fuente jurisprudencial:  
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1) [L]a legislación no establece cortapisa alguna, en principio, a los medios que el juez tenga 

a su alcance para forjar la convicción; muy al contrario, es amplia la gama de posibilidades 
probatorias respecto de hechos jurídicos no sometidos a tarifa, conforme da fe la propia 

normatividad al consagrar, extensivamente, no solo los que ella enuncia sino «cualesquiera 

otros medios que sean útiles para la formación del convencimiento del juez» (C. de P. Civil, 

art. 175). Tampoco privilegia la ley un medio frente a otro sino que, por el contrario, a partir 

de la vigencia del Código de Procedimiento Civil, expedido con los decretos 1400 y 2019 del 

6 de agosto y el 26 de octubre de 1970, quedó abolido el sistema de la tarifa legal en esa 
materia, y se introdujo, en su reemplazo, el de la sana crítica, también llamado de la libre 

apreciación razonada (artículo 187), cuya sola enunciación permite entender, por lo regular, 

que en su marco ninguna prueba tiene prevalencia sobre otras y, además, que su función 

apunta al establecimiento de la verdad sin calificativos como el de formal, que la distinguía 

en el sistema superado: SC141, 6 ag. 2002, exp. n.° 6148.  
2) La sana crítica, según la Corporación, es un «sistema de valoración estructurado sobre 

la libertad y autonomía del juzgador para ponderarlas y obtener su propio convencimiento, 

bajo el único apremio de enjuiciarlas con soporte en el sentido común, la lógica y las reglas 

de la experiencia»: SC, 24 mar. 1998, exp. n.° 4658, reiterada en SC, 12 feb. 2008, rad. n.° 

2002-00217-01.  

3) La exigencia de un medio de prueba específico, propio del sistema tarifario, debe estar 
ordenado claramente en la ley, de manera que si el juzgador, apartándose del principio 

general, sin norma alguna que lo autorice, reclama un determinado medio demostrativo 

para la acreditación de un acto o hecho que interesa al proceso, incurre en una pifia de 

juzgamiento, tesis que refrendó la Corte a poco de ser expedido el citado estatuto procesal, 

al aseverar que hay error de derecho cuando el sentenciador «exige para probar un hecho 
un medio que la ley no establece»: G.J. CXCII, págs. 76 y 77.  

4) Reiterada en el sentido de que «[e]l error de derecho… apunta al aspecto normativo de 

las probanzas y se presenta en el momento de la contemplación jurídica de las mismas, es 

decir, cuando luego de darlas por materialmente existentes en el proceso, se pasa a 

ponderarlas a la luz de los preceptos que regulan su valoración… se presenta en síntesis 

cuando la sentencia exige, para demostrar un acto o un hecho, una prueba especial que la 
ley no reclama»: SC7019-2014.  

5) Para su acreditación, según lo ha señalado la Sala, se impone realizar un ejercicio 

comparativo entre la sentencia y el correspondiente medio de persuasión, con la finalidad 

de evidenciar ‘que, conforme a las reglas propias de la petición, decreto, práctica o 

apreciación de las pruebas, el juicio del sentenciador no podía ser el que, de hecho, 
consignó. En consecuencia, si dijo que la prueba era apta para demostrar el hecho o acto, 

debe hacerse notar que no lo era en realidad; o si la desestimó como idónea, debe 

puntualizarse que sí era adecuada. Todo, con sujeción a las susodichas normas 

reguladoras de la actividad probatoria dentro del proceso, las cuales, en consecuencia, 

resultan quebrantadas, motivo por el cual y a fin de configurar el error, debe denunciarse 

su violación’ (SC 6 abr. 2011, exp. 2004-00206-00): SC5676-2018.  
6) En el tema ha puntualizado la Corte «que la parte inicial del primer inciso del artículo 

271 del C.P.C., tiene como presupuesto necesario que se trate de una disputa entre 

comerciantes, por asuntos mercantiles… Es por ello por lo que el inciso 2º del artículo 68 
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del Código de Comercio, como regulador de la materia, precisa que ‘En materia civil, aún 

entre comerciantes, dichos libros y papeles sólo tendrán valor contra su propietario...’, que 
es lo que, en últimas, dispone la transcrita parte del artículo 271 del C. de P.C.»: SC de 26 

may. 2006, rad. n.° 1994-09166-01.  

7) Y enfatizó, en párrafo subsiguiente, que por esa razón esos libros y papeles «tienen el 

valor de plena prueba en las cuestiones mercantiles que los comerciantes disputen entre sí 

(art. 68, ib.) y, en el caso de los libros, constituyen un principio de prueba por escrito ‘a 

favor del comerciante’, cuando contienda con persona que no lo sea (art. 69, ib.)»: SC de 26 
may. 2006, rad. n.° 1994-09166-01.  

8) Esta Corporación, refiriéndose a la ausencia de idoneidad de la información contenida 

en los libros contables, señaló: «si algún efecto adverso se buscara de ellos, no sería otro 

distinto que el no tenerlos en cuenta»: SC16485-2015.  

9) En este preciso sentido se ha pronunciado la Corte: “Son dos los motivos legales de 
ineficacia probatoria de los libros de comercio: la doble contabilidad o fraude similar y la 

contabilidad irregularmente llevada. En ninguno de los dos casos los libros prueban a 

favor… La doble contabilidad, o fraude similar, suponen la existencia de una contabilidad 

para engañar a terceros, que puede estar regularmente llevada, es decir acomodada 

formalmente a los requisitos legales, pero que, no obstante, resulta ineficaz, por ocultar las 

operaciones verdaderas. La contabilidad irregular por su lado también es ineficaz, por no 
ajustarse a las formalidades legales, así refleje operaciones verdaderas”: G.J. t, CCXII, pág. 

202, SC, 21 mar. 2003, exp. n.° 6642.  

10) La Corte ha fijado que en el caso del dictamen no se requiere de inspección judicial 

concurrente como condición de eficacia probatoria de la información que reposa en esos 

libros examinados por los peritos, «pues además del principio de libertad probatoria 
consagrado en la ley adjetiva civil, ninguna restricción, en punto de la pericia, contempló 

el legislador, a partir de la cual se imponga que el examen de los libros de contabilidad debe 

ser simultaneo con la inspección judicial o que la única forma de probar la conformidad de 

los libros de contabilidad con la ley sea la inspección judicial directa»: SC, 22 jun. 2011, 

rad. n.° 2000-00155-01.  

11) La falta de valoración de los anexos del dictamen pericial es un error de hecho, por 
cuanto supone un cercenamiento de esta prueba: SC17215-2014.  

12) Entendimiento que encuentra asidero, en adición, en la relación existente entre la 

inspección judicial y el dictamen pericial, en el sentido de que por dejarse sin constar en el 

acta de la primera algunos hechos o detalles, deban desecharse como faltos de 

comprobación, pues hay otros medios «que pueden probar hechos diversos de los 
observados por el juez; cuando con esos otros medios de prueba se establecen esos otros 

hechos, el juez tiene que reconocerlo así, pues con justedad el concurso de los técnicos 

busca esclarecer, precisar o ilustrar las cuestiones en relación con las cuales se verificó la 

inspección judicial misma»: SC, 18 may. 1983, G.J. n.° MMCDXI.  

13) Atinente a las obligaciones que surgen para el Estado, a partir de la declaración del 

medio ambiente como principio y como derecho, ha señalado la Corte Constitucional: “(…) 
[M]ientras por una parte se reconoce el medio ambiente sano como un derecho del cual son 

titulares todas las personas -quienes a su vez están legitimadas para participar en las 

decisiones que puedan afectarlo y deben colaborar en su conservación-, por la otra se le 
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impone al Estado los deberes correlativos de: 1) proteger su diversidad e integridad, 2) 

salvaguardar las riquezas naturales de la Nación, 3) conservar las áreas de especial 
importancia ecológica, 4) fomentar la educación ambiental, 5) planificar el manejo y 

aprovechamiento de los recursos naturales para así garantizar su desarrollo sostenible, su 

conservación, restauración o sustitución, 6) prevenir y controlar los factores de deterioro 

ambiental, 7) imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados al 

ambiente y 8) cooperar con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en 

las zonas de frontera (...)”: Sentencia C-123 de 2014)…: STC7630-2016. 8) [E]l artículo 16 
de la Ley 23 de 1973, al regular en forma precisa y particular el fundamento legal de la 

responsabilidad civil ambiental, tiene preeminencia y especialidad respecto del Código Civil 

y de otras leyes, como la Ley 1333 de 2009 relativa a la responsabilidad administrativa 

sancionatoria ambiental generada por la comisión de infracciones de esta naturaleza y a 

las sanciones imponibles en su virtud. Se trata, por lo tanto, de una regla especial, que 
precisamente es prevalente, preferente, preeminente y está vigente en toda su extensión: 

SC, 16 may. 2011, rad. n.° 2000-00005-01. 9) [E]sta especie de daño, empero, escapa al 

derecho civil mientras no se trate, lo que es poco frecuente, de agente y víctimas 

determinadas. La contaminación ambiental es por lo común fenómeno de etiología colectiva 

y, consiguientemente, anónima, incapaz de generar un vínculo jurídico entre sujetos 

concretos… Mas, cuando quiera que la lesión causada por la contaminación ambiental sea 
imputable a persona determinada y la sufra también una víctima determinada, allí surge 

la cuestión de la responsabilidad civil, por la razón apodíctica de que si bien es verdad que 

numerosas máquinas y fuerzas motrices producen daños en sí mismos, se puede procurar 

que no los causen a determinadas víctimas… Cuando los empresarios no realizan todo lo 

que humana y técnicamente debe ejecutarse para evitar los perjuicios que a terceros para 
evitar los perjuicios que a terceros pueda causar el funcionamiento de una fábrica, y los 

daños se producen, la incuria de aquellos en el desarrollo de la actividad compromete su 

responsabilidad civil, por la muy obvia razón de que el ejercitar su propio derecho no se 

comportan como un hombre avisado, prudente y razonable: SC, 30 ab. 1976. 10) [L]a 

contaminación que afecta intereses colectivos no puede confundirse con el menoscabo de 

derechos individuales, así la afectación de estos últimos sea una consecuencia de aquello, 
porque los titulares del agravio y su extensión, en uno u otro evento, no son los mismos… 

La Corte, por esto, tiene explicado que el “daño ambiental sólo es el inferido a los bienes 

ambientales y, por tanto, al ambiente, o sea, a un derecho, colectivo, valor o interés público, 

cuyo titular exclusivo es la colectividad, y cuya reparación versa sobre éste, sin mirar el 

interés individual sino el de toda la comunidad, así en forma indirecta afecte a cada uno de 
sus integrantes”. De ahí que como en el mismo antecedente señaló, cuando los intereses 

particulares resultan afectados, “no se trata de un daño ambiental, sino del detrimento de 

otros derechos”: SC, 14 oct. 2011, rad. n.° 2005-00277-01. 11) En perspectiva exacta, 

autorizadas opiniones, palpan la problemática en cuanto el daño ambiental usualmente 

recae sobre un número plural de personas, afecta a una, muchas o todas, puede imputarse 

a la conducta unitaria o colectiva, provenir de comportamientos únicos, múltiples o 
coligados, ya del mismo sujeto, ora de varios, sus efectos nocivos a futuro, certidumbre o 

dimensión, suelen ser difíciles de apreciar por impredecibles e incalculables, el detrimento 

de idéntico o diverso interés podrá ser directo, indirecto, reflejo, conexo o consecuencial y 
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la causalidad difusa: SC, 16 may. 2011, rad. n.° 2000-00005-01. 12) «Nada obsta el ejercicio 

de la acción de responsabilidad civil ordinaria para la reparación del daño inferido a una 
pluralidad de sujetos, ya en virtud del quebranto directo a su persona, integridad, derechos, 

bienes, valores e intereses, ora a consecuencia de la lesión al ambiente, desde luego 

sometida a todas sus exigencias normativas»: SC, 16 may. 2011, rad. n.° 2000-00005-01. 

13) La responsabilidad ambiental, tiene dicho desde antaño, en específica referencia al 

derecho de dominio, descansa en el régimen jurídico de la objetiva, en cuanto, por más 

lícito que sea el ejercicio de dicha prerrogativa, el dueño no está autorizado para dañar a 
los demás… Eso mismo lo asentó no hace poco, esta Sala. La responsabilidad civil derivada 

del medio ambiente, “por lo general, es de naturaleza objetiva, dado que esa es la «tendencia 

contemporánea, doctrinal, legislativa y mayoritaria», en virtud del principio de que «quien 

contamina paga»”. Todo ello ante el alto impacto del daño ecológico, tanto en lo nacional 

como en lo internacional y la dinámica creciente entre uno y otro nivel… La razón estriba 
en el riesgo que implica el manejo del ambiente sano. La responsabilidad, por tanto, es 

predicable de quien saca provecho de esa actividad, en tanto, los sujetos de derecho que la 

soportan no están obligados a sufrir o padecer sus consecuencias nocivas. Se trata, por 

tanto, de equilibrar las cargas residuales en el proceso distributivo daño-beneficio, al 

margen de que se haya procedido con prudencia o diligencia, o de manera lícita: SC3460-

2021.  
14) Las actividades peligrosas derivadas del uso de maquinarias y de las fuerzas motrices 

presentan, empero, un nuevo aspecto más actual y acaso de mayor trascendencia que el 

del simple riesgo: muchos de esos elementos de corriente empleo en el medio social, 

comportan no solamente la amenaza de llegar a lesionar a terceros (accidente aéreo, colisión 

de automóviles, estallido de una caldera, verbigracia), sino que de hecho, por la mera 
circunstancia de hacerse uso de ellos, producen daños de diversa índole, aparentemente 

inevitables, cuales son los ruidos ensordecedores (aviones, ferrocarriles, autobuses, 

motocicletas, fábricas), los olores desagradables (plantas de abonos orgánicos), las 

contaminaciones letales (fumigaciones aéreas), las trepidaciones o vibraciones capaces de 

destruir instalaciones de diverso género (decolaje o aterrizaje de aeronaves, estallidos de 

dinamita u otros explosivos), el humo que afecta la salud humana y deteriora equipos y 
enseres (chimeneas de instalaciones industriales), para no citar sino algunos ejemplos… 

[E]n tal hipótesis, haya dolo o simple culpa, esto es, sin que medie fuerza mayor o caso 

fortuito, el titular del derecho lo ha ejercitado abusivamente y es responsable por hecho 

ilícito. Y, no sobra decirlo, la culpabilidad del agente del daño aquí también se presume, 

porque los hechos ilícitos deben suponerse libremente ejecutados mientras lo contrario no 
se demuestre: SC, 30 ab. 1976.  

15) Noción a partir de la cual la jurisprudencia señaló que el «“daño ambiental” (“daño 

ecológico”, “daño a la salubridad ambiental”, etc.), estricto sensu, es todo detrimento 

causado al ambiente, bien público resultante de la conjunción de sus distintos elementos, 

susceptible de protección autónoma, mesura o proyección patrimonial, y derecho colectivo 

perteneciente a toda la comunidad, conglomerado o sociedad»: SC, 16 may. 2011, rad. n.° 
2000-00005-01.  

16) Para el establecimiento del nexo causal deben apreciarse los elementos fáctico y 

jurídico. El primero se conoce como el juicio sine qua non y su objetivo es determinar los 
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hechos o actuaciones que probablemente tuvieron injerencia en la producción del daño, 

por cuanto de faltar no sería posible su materialización. Con posterioridad se hace la 
evaluación jurídica, con el fin de atribuir sentido legal a cada actuación, a partir de un 

actuar propio o ajeno, donde se hará la ponderación del tipo de conexión y su cercanía: 

SC4455-2021.  

17) Los “dos pasos” -que reflejan las “dos facetas” de la causa-, sirven como una especie de 

recordatorio para reflexionar y argumentar acerca del problema causal en sendas esferas 

distintas, una fáctica, y otra jurídica: SC3604-2021.  
18) Ante la dificultad que entraña demostrar las consecuencias del daño y su conexión 

causal, es imperativo que el sentenciador acuda a la «probabilidad suficiente»: La Corte 

Suprema ha acudido a este estándar en las sentencias SC, 30 ene. 2001, exp. n.° 5507 y 

SC8219-2016. «Lo dicho significa que los juzgadores de instancia incurren en errores 

probatorios en los casos en que exigen a la víctima acreditar el nexo causal con absoluta 
certeza… Todo, en el sentido de una lectura que tenga en cuenta el enfoque o punto de 

vista de dulcificar la prueba de la causa en asuntos ambientales»: SC3460-2021.  

19) Y aunque hubo épocas en que la falta de acreditación del monto del daño por la víctima 

daba lugar a desestimar la pretensión, la orientación actual es proteger el derecho al 

resarcimiento, en lugar de la injusticia que engendra una denegación: SC 28 feb. 2013, rad. 

n.° 2002-01011-01.  
20) Hace más de medio siglo la Corte doctrinó que, aún en casos difíciles, el juez debe 

acudir, además de las pruebas sobre la realidad ontológica del daño y su extensión, a 

criterios sucedáneos como la equidad, en tanto cada vez es «más profunda la penetración 

de la equidad en los moldes reputados como los más estrechos y rígidos de nuestras 

fórmulas jurídicas»: Sala de Negocios Generales, sentencia de 29 de mayo de 1954; 
jurisprudencia aplicada en múltiples decisiones: sentencias de 17 de diciembre de 1953, 

28 de febrero de 1956 (G. J., LXXVI pág. 821 y LXXXII pág. 100), 10 de marzo de 1994 (G.J. 

CCXXVIII, pág. 645). Cas. Civ. de 3 de septiembre de 1991, 5 de noviembre de 1998, 1 de 

abril de 2003, [S-042-2003], exp. 6499), reiteradas en sentencia de 17 de noviembre de 

2011, rad. 1999-00533-01.  

21) Habrá casos, por supuesto, en los que si bien demostrado el daño, el juez encuentra 
que su cuantificación, por las circunstancias específicas en las que se dio la lesión del bien, 

no es tarea sencilla, permitiéndose ahí, inclusive, acudir a la equidad para determinar la 

intensidad del perjuicio: SC7637-2014.  

22) [T]oda vicisitud probatoria respecto del monto de la indemnización no excluye su 

reconocimiento, cuya valoración “atenderá los principios de reparación integral y equidad 
y observará los criterios técnicos actuariales” (artículos 16, Ley 446 de 1998, 230 de la C. 

P., 32 del Código Civil y 8º de la Ley 153 de 1887; cas. civ. sentencias del 3 de septiembre 

de 1991, 5 de noviembre de 1998, 1 de abril de 2003, [S-042-2003], exp. 6499) (CSJ, 9 sep. 

2010, rad. n.° 2005-00103-01).  

23) Con todo, cuando los libros financieros se encuentran debidamente inscritos y dan 

cuenta de la realidad económica del ente productivo, pueden tener mérito demostrativo en 
favor de la parte que los aduce, pues en caso contrario sólo servirán en contra de la misma: 

SC, 9 nov. 2009, rad. n° 1999-01621-01; 22 jun. 2011, rad. n° 2000-00155-01.  
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24) «[L]a obligación de reparar[,] consistente en la satisfacción de una suma de dinero, sólo 

se hace exigible con la ejecutoria de la sentencia, de manera que es con posterioridad a ella 
que podrían computarse los réditos de mora, conforme al artículo 1617 del Código Civil»: 

SC, 13 may. 2010, rad. n° 2001-00161-01.  

25) En tal orden de ideas, resulta palmario que ante la ocurrencia de un daño, quien lo 

padece, en acatamiento de las premisas que se dejan reseñadas, debe procurar, de serle 

posible, esto es, sin colocarse en una situación que implique para sí nuevos riesgos o 

afectaciones, o sacrificios desproporcionados, desplegar las conductas que, siendo 
razonables, tiendan a que la intensidad del daño no se incremente o, incluso, a minimizar 

sus efectos perjudiciales, pues sólo de esta manera su comportamiento podría entenderse 

realizado de buena fe y le daría legitimación para reclamar la totalidad de la reparación del 

daño que haya padecido: SC de 16 dic. 2010, rad. 1989-00042, SC2905-2021.  

26) [C]uando en la producción del daño han actuado varias personas, generalmente todas 
ellas son solidariamente responsables y, por tal virtud, la víctima o acreedor, a su arbitrio, 

puede demandar a cualquiera de ellas por el total de perjuicios. Sobre el particular tiene 

sentado la jurisprudencia de la Corporación que ‘la posible culpa concurrente del tercero, 

o quien por serlo no se le puede juzgar aquí, no exonera de responsabilidad del daño; 

apenas lo haría solidariamente responsable del mismo… Siendo pues solidaria la 

responsabilidad, la parte demandante podía demandar el resarcimiento del daño contra 
todos los responsables o contra cualquiera de ellos’…: SC, 2 nov. 1982, GJ MMCDVI, p. 

267-268.  

27) Según pacífica jurisprudencia, cuando en la producción del daño participan varias 

personas, sin poder determinar el autor en concreto, se admite que a todas ellas se les 

atribuya una responsabilidad in solidum, que permite condenarlas al unísono a la 
reparación del agravio. Así se reconoció en materia de equipos médicos o intervenciones 

quirúrgicas: SC, 30 ag. 2010, rad. n.° 1999-06829-01 y de actividades peligrosas frente al 

guardián de la cosa: SC, 19 dic. 2011, rad. n.° 2001-00050-01 y SC, 6 may. 2016, rad. n.° 

2004-00032-01.  

28) De otra parte, frente a situaciones que guardan similitud con el presente expediente, 

en relación con el artículo 2344 del Código Civil, parece pertinente reiterar que la 
responsabilidad solidaria ocurre, «así se trate de hechos instantáneos o de extensa 

duración. Lo que interesa para los efectos de la solidaridad no es el proceso mismo causante 

del daño, sino su resultado»: SC, 30 ab. 1976, G.J. CLII, pág. 123.  

29) Estos montos se actualizarán, desde la fecha en que se causaron los daños y hasta el 

28 de febrero de 2022, último mes disponible para el cálculo, de acuerdo con los índices 
publicados en las series de empalme por el Departamento Administrativo Nacional de 

Estadística (DANE), siguiendo los precedentes jurisprudenciales vigentes: SC, 18 mar. 

2003, exp. 6892; 19 oct. 2011, rad. n° 2001-00847-01. 

 

Fuente doctrinal:  

Boris Barrios González, Teoría de la sana crítica, SAE, p. 9-10. Eduardo J. Couture, 
Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Roque-Depalma Editor, 1958, p. 270-271.  

Rubén S. Stiglitz, Derecho de Seguros, 3ª Edición, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1998, p. 

588.  
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Hernando Devis Echandía, Compendio de la Prueba Judicial, Tomo II, Rubinzal - Culzoni 

Editores, Argentina, p. 257.  
Carlos Ducci Claro, Derecho Civil, Parte General, Editorial Jurídica de Chile, 2005, p. 138. 

Adolfo Alvarado Velloso, Temas procesales conflictivos, Prueba Judicial, Editorial Librería 

Juris, Argentina, 2007, p. 179.  

Joaquín Garrigues. Curso de derecho mercantil, tomo III, Bogotá, Temis, 1987, p. 9 y 10.  

Rafael Valenzuela, El que contamina, paga. En Revista de la Cepal, n.° 45, diciembre de 

1991, Santiago de Chile, p. 81.  
Gastón Médici Colombia, La tutela judicial frente al daño ambiental colectivo, Publicaciones 

de la Universitat Rovira i Virgili, Tarragona, 2019, p. 120.  

Encarna Cordero Lobato, Daños a particulares y medio. En Tratado de Derecho Ambiental, 

Luis Ortega Álvarez y Consuelo Alonso García (Coor.), Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, p. 

331.  
Ricardo Luis Lorenetti y Pablo Lorenzetti, Derecho ambiental, Tirant lo Blanch, Buenos 

Aires, p. 333.  

Enrique Barros Bourie, Tratado de responsabilidad extracontractual, Editorial Jurídica de 

Chile, 2009, p. 350, 804.  

Bolaffio, León, Derecho comercial, parte general, Ediar Ed. t. 2, v. II, Buenos Aires, 1947, 

pág. 205 y 206. 
 

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL-Por daño ambiental continuado, en la 

explotación cementera que durante décadas permitió la emisión de material particulado en 

terrenos adyacentes y que condujo a un cambio de sus condiciones químicas. Si bien no 

comparte los razonamientos en materia probatoria consignados en esta providencia, ni las 
decisiones que allí se adoptaron, su voto afirmativo obedece al estricto acatamiento de la 

sentencia SU-455 de 2020, proferida por la Corte Constitucional. Aclaración de voto 

Magistrado Luis Alonso Rico Puerta. 

 

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL-Por daño ambiental continuado, en la 

explotación cementera que durante décadas permitió la emisión de material particulado en 
terrenos adyacentes y que condujo a un cambio de sus condiciones químicas. A pesar de 

que no comparte la decisión que en este proceso se toma, debe aprobarla porque ella 

obedece a una orden dada por la Corte Constitucional en una acción de tutela. Aclaración 

de voto Álvaro Fernando García Restrepo. 

 
RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL-Por daño ambiental continuado, en la 

explotación cementera que durante décadas permitió la emisión de material particulado en 

terrenos adyacentes y que condujo a un cambio de sus condiciones químicas. El perito no 

está autorizado por la ley para introducir documentos que las partes debieron allegar dentro 

de las oportunidades probatorias, pues de lo contrario se estaría vulnerando el artículo 173 

del C.G.P. y mucho más grave, el derecho de defensa, pues el legislador no prevé la 
contradicción de los documentos arrimados con el dictamen. Los documentos así allegados, 

devendrían en pruebas ilícitas al no haberse aportado en la forma dispuesta por el 

legislador. Si las pruebas allegadas no permitían deducir, de manera cierta, el monto de los 
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perjuicios padecidos por la parte convocante, por el actuar de la demandada que contaminó 

los terrenos en los que realizaba sus actividades de cultivo, por tratarse de documentos 
allegados de manera extemporánea, debió hacerse uso de la facultad oficiosa que trae el 

artículo 169 y 170 del C.G.P. y, así, garantizar la introducción de los referidos documentos 

de manera legal, como lo refirió la Corte Constitucional en su sentencia SU455 de 2020. 

Salvedad de voto Magistrada Martha Patricia Guzmán Álvarez. 

 

ASUNTO:  
En acatamiento de la orden emitida por la Corte Constitucional en la sentencia SU455 del 

16 de octubre de 2020, se decide el recurso de casación formulado por La Costeña Jaime 

Laserna y Cía. S.C.A., y otras, frente a la sentencia proferida por el Tribunal Superior de 

Ibagué, Sala Civil Familia, en el proceso ordinario que aquellas promovieron contra las 

sociedades Cementos Diamante de Ibagué S.A. y Cementos Diamante del Tolima S.A. Las 
promotoras solicitaron que se declare, en lo esencial, que las convocadas les ocasionaron 

perjuicios por contaminación ambiental en razón de los sólidos expelidos por las chimeneas 

de sus plantas de producción de cemento ubicadas en Ibagué, depositados en los terrenos 

de aquellas, desde 1960 hasta 1998 y que, en consecuencia, se condene solidariamente a 

las demandadas a pagarles los perjuicios por daño emergente y lucro cesante. El a quo 

estimó parcial las pretensiones y desestimó las objeciones que, por error grave, se 
formularon contra los dictámenes rendidos en el proceso, así como el practicado en la 

acción popular enunciada. El ad quem revocó la sentencia y, en su lugar, negó las 

pretensiones. La Sala de Casación Civil, de forma mayoritaria, profirió la sentencia SC2758-

2018. La Corte Constitucional, en amparo constitucional dispuso dejar sin efecto la 

decisión de casación y ordenó, en su lugar, calcular los daños reclamados con fundamento 

en el acervo probatorio recaudado. Se propusieron seis cargos en casación; para satisfacer 
el mandato del juez constitucional se estudiaron el segundo y el tercero, por las causales 

primera y segunda, por estar llamados a prosperar de cara a la demostración del daño 

ambiental. La Sala casa la sentencia impugnada y modifica la de primera instancia, en 

relación con la cuantificación de los perjuicios. 
 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
NÚMERO DE PROCESO    :  73001-31-03-004-1999-00227-01 

PROCEDENCIA     : SALA CIVIL FAMILIA LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE IBAGUÉ 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1256-2022 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 27/05/2022 

DECISIÓN    : CASA Y MODIFICA Con salvedad y aclaraciones de voto 

 

 

SC1413-2022 

 

UNIÓN MARITAL DE HECHO-Determinación del hito de inicio de la unión, cuando el 

compañero disolvió la sociedad conyugal preexistente, por escritura pública. 
 

EXTRACTO-El ad quem estimó que exigir el interregno temporal para la definición del caso 

resultaba abiertamente inconstitucional, por lo que -amparado en el criterio de la Corte 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1413-2022-2018-00120-01-1.pdf
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Suprema- aplicó el artículo 2° de la ley 54 de 1990, modificado por la ley 979 de 2005, en 

la extensión que permanecía indemne para el momento en que adoptó la decisión. Tal 
proceder se acompasa con los postulados constitucionales que protegen la institución 

familiar, los cuales, son posteriores a la expedición de la ley cuya indebida aplicación se 

endilga e, incluso, podría decirse que conforme con el precedente de esta Sala, referido a 

su inaplicación por vía de control difuso de constitucionalidad. Efectos hacia el futuro de 

la inexequibilidad del artículo 2° de la Ley 54 de 1990 (modificado por el artículo 1 ° de la 

Ley 979 de 2005) decretada en la sentencia C-1923 de 2016 de la Corte Constitucional. 
Respecto a la escritura pública - medio probatorio adecuado para la demostración del acto 

jurídico de disolución de la sociedad conyugal preexistente- no aparece en el plenario 

prueba que acredite la presencia de alguna causal de nulidad que afecten el instrumento o 

el acto contenido en él. 

 
INCONGRUENCIA-En cuanto a que el juzgador excedió el marco de decisión que se fijó en 

la demanda, en la cual se pidió declarar la sociedad patrimonial entre compañeros 

permanentes desde el 30 de enero del año 2017 y no desde el 31 de enero de 2016, como 

lo definieron los juzgadores -particularmente el de segundo grado al confirmar aquella 

decisión- constituye un medio nuevo inadmisible en casación. El demandado -siendo 

apelante único- no cuestionó este aspecto, ni en sus reparos concretos ni en la 
sustentación, llevando su crítica a otros escenarios, que sí fueron sometidos al análisis y 

definición por el tribunal, quien procedió acorde con la competencia que no sólo le demarca 

el artículo 328 del Código General del Proceso, sino puntualmente el apelante; 

circunstancia que impide pregonar que desbordó el marco decisorio fijado en la demanda, 

habida cuenta que en parte alguna se cuestionó lo que en este puntual aspecto definió la 
primera instancia. En torno a la sociedad patrimonial que se declaró probada y existente 

desde el día siguiente a la disolución de la sociedad conyugal, la réplica únicamente se 

ocupó de la insuficiencia del tiempo para habilitar la declaración deprecada, por causa del 

periodo transcurrido entre la declaración de inexequibilidad contenida en la sentencia C-

193 de 2016 y el referido óbito. 

 
RECURSO DE CASACIÓN-Inobservancia de reglas técnicas: 1) en el primer reproche -por 

vía directa- no se demostró el dislate endilgado, pues las disposiciones que gobernaron la 

decisión fueron aplicadas en la plenitud del entendimiento que de antaño se les viene 

dando, tanto por esta Corporación como por la Corte Constitucional. 2) el embate por error 

de derecho carece de idoneidad, habida cuenta que lo que realmente se advierte es la 
intención del recurrente de imponer su criterio personal sobre la forma en que tribunal 

interpretó o aplicó las normas probatorias que se dicen quebrantadas, amen que se limitó 

en enrostrar la pretensa nulidad de un documento público como elemento determinante 

para enervar las pretensiones económicas contenidas en la demanda, sin acometer la carga 

demostrativa que el legislador le impone. Los argumentos que esgrimió la defensa frente a 

la escritura pública no se enmarcan en alguno de los supuestos que generan la nulidad de 
la escritura pública como instrumento, ni del acuerdo de disolución y liquidación de la 

sociedad conyugal que ella contiene. No se acreditó la existencia de acción judicial alguna 

tendiente a la declaración de nulidad formal de la escritura o de los actos que contiene, en 
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especial de la disolución de la sociedad conyugal, por lo que su eficacia demostrativa desde 

la arista examinada se mantiene incólume. 
 

Fuente formal:  

Artículo 336 numerales 1º, 2º, 3º CGP.  

Artículo 243 CPo.  

Artículo 21 Decreto 2067 de 1991.  

Artículo 9º Ley 153 de 1887.  
Artículo 2° Ley 54 de 1990 modificado por el artículo 1 ° de la Ley 979 de 2005.  

Artículos 164, 243, 244, 250, 257, 269, 281, 328 CGP.  

Artículos 9°, 13, 30, 99 Decreto 960 de 1970.  

Artículo 34 ley 962 de 2005.  

Artículos 1740, 1741, 1742 CC.  
Artículo 1º Decreto 4436 de 2005. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) «2. Ese silencio del legislador no fue cubierto tampoco por la jurisprudencia: en desarrollo 

de ésta se llegó hasta reconocer unos efectos patrimoniales del concubinato o de las uniones 

de hecho, pero guardándose de alentar su propagación y siempre dentro de la órbita 
jurídica de la sociedad civil o comercial de facto cuando concurran los elementos 

constitutivos de ésta, con prescindencia, claro está, de generar cualquier efecto personal 

entre los concubinos; empero, en época reciente, y muy a tono con las nuevas tendencias, 

esta Corporación se ha pronunciado, por ejemplo, sobre la legitimación en la causa que 

asiste al compañero permanente, ante la pérdida de la vida del otro, para demandar la 
consiguiente responsabilidad civil»: SC 20 de sept. de 2000 Exp. 6117.  

2) «la facultad de señalar los efectos de sus propios fallos, de conformidad con la 

Constitución, nace para la Corte Constitucional de la misión que le confía el inciso primero 

del artículo 241, de guardar la "integridad y supremacía de la Constitución", porque para 

cumplirla, el paso previo e indispensable es la interpretación que se hace en la sentencia 

que debe señalar sus propios efectos…»: Corte Constitucional C-113 de 1993.  
3) "...se ejerce por excepción, a solicitud de parte o de oficio; se circunscribe a determinar 

si en un caso determinado, hacerse actuar una norma de jerarquía inferior a las 

constitucionales, vulnera abierta u ostensiblemente alguna de este linaje, caso en el cual 

debe preferirse la última; es una facultad-deber a cargo de todos los jueces, las autoridades 

públicas en general y los particulares que cumplan funciones públicas o presten servicios 
públicos; no hace tránsito a cosa juzgada constitucional; y produce efectos inter partes”: 

CS SC295-2021.  

4) La Corte Constitucional ha desarrollado pues, la tesis según la cual, por regla general 

los efectos de sus sentencias de constitucionalidad son ex nunc, salvo que la misma Corte 

asigne otros efectos temporales, en los términos del artículo 45 de la Ley 270 de 1996. (C.C. 

T-389 de 2009, citada por esta Corte en SC17162-2015.  
5) Esta Corporación, en proveídos que anteceden a la declaración de inexequibilidad de la 

sentencia C193-2016, ya había considerado inaplicable tal requerimiento temporal, como 

bien se reseñó en el referido examen de constitucionalidad: SC 10 de septiembre de 2003 
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Exp. 7603, 4 de sept. de 2006, Rad. 2003-00068-01; 22 de marzo de 2011, rad. n° 2007 

00091 01; 11 de sept. 2013 Rad. 2001-00011-01; 9 sept. 2015 Rad. 2008-00253-01.  
6) «Y si el presupuesto es que la sociedad anterior haya sido disuelta, no hay diferencia 

importante entre las hipótesis a) y b) del artículo 2° de la Ley 54 de 1990, pues, así como 

hay personas sin impedimento legal para contraer matrimonio, pero con la sociedad 

disuelta, también hay personas con impedimento legal para contraer matrimonio, 

igualmente con la sociedad conyugal disuelta. Por tanto, unos y otros cumplen con el 

ideario de la ley “porque si el designio fue, como viene de comprobarse a espacio, extirpar 
la concurrencia de sociedades, suficiente habría sido reclamar que la sociedad conyugal 

hubiese llegado a su término, para lo cual basta simplemente la disolución...”. Por 

consiguiente, si lo fundamental es la disolución, por qué imponer a quienes mantienen el 

vínculo, pero ya no tienen sociedad vigente, un año de espera que a los demás no se exige»: 

SC de 4 de septiembre de 2006 (Rad. 1998-00696-01).  
7) Con posterioridad a dicha declaratoria, se dijo: «4. Cumple decir que la verdadera 

inteligencia de la regla jurídica memorada no es la que evoca el casacionista. La directriz 

referida no indica, en manera alguna, que el tiempo allí señalado (un año) deba tenerse en 

cuenta para, desde ese momento, se considere la existencia de la sociedad patrimonial. 

Esta entidad a través de la cual los compañeros permanentes manejan sus activos y pasivos 

solo necesita de la existencia de la unión marital y el transcurso de dos años de ese evento, 
para que, junto con la disolución de la sociedad conyugal vigente, de ser el caso, pueda 

considerarse como una realidad. El período señalado, en rigor, no constituye un elemento 

determinante en la consolidación de esa realidad social. Es un lapso de tiempo que, si bien 

aparece en el texto de la regla jurídica invocada por el casacionista, dada su intrascendencia 

a la hora de salvaguardar los intereses de los compañeros permanentes o de sociedades 
conyugales anteriores, la Corte desde el año 2006, consideró que no debía exigirse tal 

condición: SC16493-2016.  

8) El error de derecho alude a la apreciación jurídica de la prueba, cuestionando su 

indebida estimación, por mediar la violación de normas de disciplina probatoria, que atañen 

con la aportación, admisión o producción; tipología que al decir de esta Corte presupone 

«como es apenas natural entender, que el sentenciador no se equivocó al constatar la 
existencia material de los medios en el proceso, tampoco al fijar su contenido objetivo. De 

ahí, el recurrente, al estructurar el error de derecho, debe hacerlo sobre la base de aceptar 

tales tópicos, esto es, que la prueba, al decir de la Corte, “(…) fue exacta y objetivamente 

apreciada pero que, al valorarla, el juzgador infringió las normas legales que reglamentan 

tanto su producción como su eficacia (…)”»: SC de 24 de mayo de 2017, Exp. 2006-00234.  
9) Esta Corte en punto de la configuración por error de derecho ha adoctrinado que se 

incurre en este si el juzgador aprecia pruebas aducidas al proceso sin la observancia de los 

requisitos legalmente necesarios para su producción; o cuando, viéndolas en la realidad 

que ellas demuestran, no las evalúa por estimar erradamente que fueron ilegalmente 

rituadas; o cuando le da valor persuasivo a un medio que la ley expresamente prohíbe para 

el caso; o cuando, requiriéndose por la ley una prueba específica para demostrar 
determinado hecho o acto jurídico, no le atribuye a dicho medio el mérito probatorio por 

ella señalado, o lo da por demostrado con otra prueba distinta; o cuando el sentenciador 

exige para la justificación de un hecho o de un acto una prueba especial que la ley no 
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requiere: GJ CXLVII, página 61, citada en SC de 13 de abril de 2005, Rad. 1998-0056-02; 

SC de 24 de noviembre de 2008, Rad. 1998-00529-01; SC de 15 de diciembre de 2009, 
Rad. 1999-01651-01, SC17162-2015.  

10) En el error de derecho «diversamente a lo que sucede con el de hecho, siempre se parte 

de que el juzgador es consciente de la presencia del medio, solo que al evaluarlo no lo hace 

con sujeción a la preceptiva legal”: SC 137 de 13 de oct. de 1995, exp.3986».  

11) Incongruencia. Al respecto la Sala en SC de 18 de diciembre de 2013, rad. 2000-01098-

01, precisó que (…) validada la suficiencia del texto de la demanda, mediante su admisión, 
y concedida la oportunidad de contradecir a aquellos contra quienes se dirige, no puede el 

funcionario dirimir la disputa por fuera de los lineamientos que le imponen las partes, ya 

sea al hacer ordenamientos excesivos frente a las expectativas de éstas, al dejar de lado 

aspectos sometidos a su escrutinio o al resolver puntos que no han sido puestos a 

consideración, salvo cuando procede en estricto cumplimiento de las facultades oficiosas 
conferidas por la ley (…) Y en ese mismo pronunciamiento recordó cómo (…) La Corporación 

tiene dicho al respecto que ‘[e]l principio dispositivo que inspira el proceso civil, conduce a 

que la petición de justicia que realizan las partes delimite la tarea del juez y a que éste, por 

consiguiente, al dictar sentencia, deba circunscribir su pronunciamiento a lo reclamado 

por ellas y a los fundamentos de hecho que hubieren delineado, salvo el caso de las 

excepciones que la ley permite reconocer de oficio, cuando aparecen acreditadas en el 
proceso’: SC8410 de 2014, reiterado en SC575-2022.  

12) El juzgador incurre en vicio de incongruencia cuando «decide el [juicio] por fuera de las 

pretensiones o excepciones probadas en el caso (extra petita), o más allá de lo pedido (ultra 

petita), o cercenando lo que fue objeto de alegación y demostración (citra petita). También 

se configura cuando la sentencia no guarda correlación con las ‘afirmaciones formuladas 
por las partes’, puesto que es obvio que el juez no puede hacer mérito de un hecho que no 

haya sido afirmado por ninguna de ellas. Y se ha reconocido, asimismo, que la 

incongruencia como causal de casación se da en los eventos en los que se presenta ‘una 

desviación del tema que fue objeto de la pretensión deducida en la sustentación del 

recurso»: AC280-2021 reiterado en AC999-2022.  

13) En función de lo planteado, «para establecer la presencia de esta irregularidad [se refiere 
a la incongruencia], se hace necesario el cotejo objetivo entre lo pedido por el actor, el 

fundamento fáctico de las súplicas, las excepciones aducidas por el demandado y las que, 

sin requerir ser invocadas, resulten probadas en el proceso, por una parte, y el contenido 

concreto de la decisión del juzgador, por la otra»: SC, 16 dic 2005, rad. n° 1993-0232-01, 

reiterada en AC8732-2017, SC3627-2021. 
 

Fuente doctrinal:  

Devis Echandía, Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial, tomo I, 5a. Edic, Edit. 

ABC, Bogotá Colombia, 1995, pág. 15.  

Carnelutti. La prueba Civil, 2a. Edic, Edit. Desalma, Buenos Aires 1982 pp 67 y ss.  

Sentis Melendo. La prueba-Los grandes temas del derecho probatorio, Edit. Ejea, Buenos 
Aires 1978 págs. 14 a 16.  

Joan Picó i Junoy. La prueba documental. Colección de formación continua Facultad de 

derecho Esade, Librería Bosch S.L., Barcelona, 2010, pag. 28.  
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Montero Aroca, J. La prueba en el proceso civil, 5a. Edic, Edit. Civitas, Madrid 2007, pag. 

288.  
Carnelutti. Sistema de Derecho Procesal Civil Tomo II Composición del Proceso Editorial 

Uteha Argentina 1944, pág. 414. 

 

ASUNTO:  

Recurso de casación interpuesto por César Hernán Benjumea Ballesteros, respecto de la 

sentencia proferida el 4 de septiembre de 2020, por la Sala Civil- Familia- Laboral del 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Villavicencio, en el proceso ordinario que instauró 

Sandra Meyer Artunduaga en su contra, en su condición de heredero determinado de Jairo 

Hernán Benjumea (q.e.p.d.), y demás indeterminados. La peticionaria reclamó que se 

declare que entre ella y el finado Jairo Hernán Benjumea existió unión marital de hecho 

desde el 15 de marzo de 2011 y hasta el 13 de febrero de 2018, día en que ocurrió el deceso 
de este último. Adicionalmente que con ocasión de dicha unión se conformó entre los 

mentados sociedad patrimonial entre compañeros permanentes «desde el 30 de enero del 

año 2017» y el mismo hito final, consecuentemente, se disponga su disolución y liquidación. 

El a quo declaró la existencia de la unión marital de hecho en el periodo deprecado y de la 

sociedad patrimonial en el lapso del «el 31 de enero de 2016 y que terminó el 13 de febrero 

de 2018, la cual se declara disuelta y en estado de liquidación». Inconforme el demandado 
recurrió en apelación aduciendo, en lo medular, que no se acreditaron los presupuestos 

para abrir paso a la declaración de existencia de la unión marital, toda vez que no se 

valoraron adecuadamente las pruebas desconociendo que no se cumplió con la 

singularidad. En punto de la sociedad patrimonial adujo que se aplicó indebidamente el 

artículo 45 de la Ley 270 de 1996, en lo que refiere a los efectos de la sentencia C-193 de 

2016. La acusación en casación se erigió sobre tres cargos, apoyados en las causales 
primera, segunda y tercera, previstas en el artículo 336 del CGP: 1) «violación directa del 

artículo 2° de la Ley 54 de 1990 (modificado por el artículo 1 ° de la Ley 979 de 2005); 

artículo 66 del Código Civil; y artículo 45 de la Ley 270 de 1996». 2) violación indirecta el 

«artículo segundo de la Ley 54 de 1990 (modificado por el artículo 1° de la Ley 979 de 2005) 

como consecuencia de errores de derecho derivados del desconocimiento de normas 
probatorias, concretamente de los artículos 244 y 257 del Código General del Proceso». 3) 

vicio de incongruencia, al reconocer la unión desde una fecha diferente a la solicitada. La 

Sala no casa la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : HILDA GONZÁLEZ NEIRA 

NÚMERO DE PROCESO    :  50001-31-10-001-2018-00120-01 
PROCEDENCIA     : SALA CIVIL FAMILIA LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 

VILLAVICENCIO 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1413-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 02/06/2022 
DECISIÓN    : NO CASA 

 

 

SC1225-2022 

 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1225-2022-2012-00102-01.pdf
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IMPUGNACIÓN DE PATERNIDAD EXTRAMATRIMONIAL-Que se formula como 

excepción, en juicio de petición de herencia. 
 

EXTRACTO-Resulta admisible la impugnabilidad de la progenitura materna y paterna aún 

si existe un reconocimiento inicial por parte del padre o de la madre, pues únicamente si 

dicho acto ha sido refrendado a través de testamento u otro instrumento público, es dable 

tener por extinguido el derecho de los herederos a refutar el nexo filial del pretendido hijo 

con su ascendiente en primer grado de parentesco. No pueda ser admisible atribuirle la 
facultad modificatoria del estado civil a la excepción de desconocimiento de la paternidad 

que puedan interponer los herederos interesados, pues, a más de que excede el alcance 

propio de la defensa perentoria, en un litigio ajeno a la relación filial que exhibe el artículo 

1º del Decreto 1260 mencionado, tal efecto es propio de la acción de impugnación no 

adelantada por los convocados. El breve análisis de la evolución normativa, evidencia una 
marcada tendencia hacia la morigeración de la inicial discriminación que consagraban las 

leyes frente a los hijos nacidos fuera del matrimonio. La Sala unifica su criterio frente a la 

aplicabilidad del canon 219 del Código Civil a las controversias de impugnación de la 

maternidad y de la paternidad en relación con los hijos extramatrimoniales. Casación de 

oficio. 

 
CASACIÓN DE OFICIO-El juzgador de segundo grado vulneró los derechos y garantías 

constitucionales de la promotora, ante la condena impuesta respecto a la inscripción del 

fallo en el registro civil de nacimiento de la demandante, por cuanto ese mandato incide de 

manera negativa en el estado civil de la convocante, no obstante que ese no es el alcance 

que cabía dar a la excepción de negación de la paternidad, propuesta por los demandados 
en el juicio de petición de herencia. Siendo el estado civil un atributo de la personalidad, 

no puede ser modificado sin previamente haberse adelantado la acción de impugnación 

correspondiente (maternidad o paternidad). Deviene evidente que la consecuencia directa 

de la prosperidad de la excepción, es de orden netamente patrimonial, puesto que, el 

veredicto del fallador no tiene repercusión en el estado civil del pretendido hijo porque, no 

se trata de un juicio de impugnación de la paternidad, idóneo para obtener la remoción del 
estado civil del descendiente. Al ordenar que se inscriba la sentencia en el registro civil de 

nacimiento, incurrió en violación directa del artículo 219 del Código Civil, al darle un 

alcance a la excepción de desconocimiento de la paternidad que no emana de su texto ni 

se ajusta al contenido o teleología de la norma, quebranto que lleva ínsito la violación de 

otros preceptos, como son aquellos vinculados con el estado civil de las personas. 
 

RECURSO DE CASACIÓN-Inobservancia de las reglas técnicas: 1) aunque el censor adujo 

en el reproche la recta transgresión del artículo 29 Constitucional, la exposición en que se 

funda la crítica deja entrever la denuncia de un vicio de procedimiento, referido a la falta 

de competencia del tribunal para resolver el reclamo de impugnación de la paternidad 

respecto del causante. 2) la censura no se ocupó de refutar el resultado del medio de 
convicción científico que condujo al ad quem a declarar probada la excepción de 

impugnación de la paternidad, circunstancia que torna desenfocado e inidóneo el reproche 

así formulado. 
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Fuente formal:  
Artículo 336 numerales 1º, 2º CGP.  

Artículos 6º, 14 Declaración Universal de los Derechos Humanos.  

Artículo 42 CPo.  

Artículos 1º, 2º Decreto 1260 de 1970.  

Artículo 16 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  

Artículo 3º Convención Americana de Derechos Humanos.  
Artículos 27, 214, 219 CC.  

Artículos 213, 757, 783 CC.  

Artículo 1º Ley 1060 de 2006.  

Artículo 1° Ley 29 de 1982.  

Artículo 602 CPC.  
Artículo 503 CGP. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) Sobre la violación directa de normas sustanciales ha explicado la Corte, en decantada 

doctrina, que aquella se estructura «cuando el sentenciador, al margen de toda cuestión 

probatoria, deja de aplicar al caso controvertido la disposición sustancial a que debía 
someterse y, consecuentemente, hace actuar las que resultan extrañas al litigio, o cuando 

habiendo acertado en la disposición rectora del asunto, yerra en la interpretación que de 

ella hace, y que, por lo mismo, cuando el ataque en casación se funda en la causal que se 

comenta, compete al recurrente centrar sus juicios exclusivamente sobre los textos legales 

que considere inaplicados, indebidamente aplicados o erróneamente interpretados, 
prescindiendo, desde luego, de cualquier consideración que implique discrepancia con las 

apreciaciones fácticas del sentenciador, cuestión ésta que sólo puede abordarse por la vía 

indirecta»: SC 285, 17 nov. 2005, rad. 7567; SC 15 nov. 2012, rad. 2008-00322-01 y 

SC4063-2020.  

2) En el ámbito de la causal primera de casación, la Corporación (…) «{T}rabaja con los 

textos legales sustantivos únicamente, y ante ellos enjuicia el caso; ya sabe si los hechos 
están probados o no están probados, parte de la base de una u otra cosa, y sólo le falta 

aplicar la ley a los hechos establecidos»: SC 040 de 25 de abril de 2000, exp. 5212, citando 

LXXXVIII-504. En este caso, por tanto, todo se reduce a elucidar polémicas de carácter 

sustancial, respecto de la aplicación de los preceptos que crean, modifican o extinguen 

derechos subjetivos, en cuanto a su pertinencia (aplicación o inaplicación), y a su 
interpretación o alcance: SC041-2022.  

3) «Es indispensable ‘un texto legal reconociendo la causal, al punto que el proceso sólo se 

considera nulo, total o parcialmente, por los motivos taxativamente consagrados como 

tales. Por esto, el artículo 143, inciso 4º del Código de Procedimiento Civil [actualmente el 

mismo inciso del artículo 135 del Código General del Proceso, aclara la Sala], establece que 

el juez ‘rechazará de plano la solicitud de nulidad que se funde en causal distinta de las 
determinadas en este Capítulo’ SC del 1º de marzo de 2012, Rad. n.° 2004-00191-01)”: SC 

3943-2020, citada en SC3148-2021.  
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4) El artículo 357 del CPC, consagra el principio “tantum devolutum quantum appellatum” 

que, cuando se trata de la apelación interpuesta por un impugnante único, impone la 

limitación de las facultades del funcionario ad quem a las recriminaciones expuestas por el 
discrepante, de modo que la competencia del sentenciador de segundo grado «se encuentra 

anudada a los intereses expresados por quien intenta aniquilar el fallo»: SC 25 nov. 2010, 

rad. 2000-10687-01, citada en SC2551-2015.  

5) Calcado nuestro Código Civil en el proyecto primitivo de don Andrés Bello, todo su 

ordenamiento fue inspirado en el Código de Napoleón, la legislación canónica y el antiguo 

derecho español. Bajo tales influencias dividió la progenie en dos clases: hijos legítimos e 
ilegítimos, y dentro de éstos los de dañado y punible ayuntamiento, los naturales (ilegítimos 

reconocidos) y los simples ilegítimos. Eran hijos naturales los nacidos fuera del matrimonio, 

pero reconocidos por sus padres o por uno de ellos, reconocimiento que debía hacerse por 

instrumento público entre vivos o por acto testamentario (Artículo 318 del C.C. derogado 

por el artículo 65 de la L. 153 de 1887): SC 26 abr. 1940, G.J. T. XLIX p.249-268.  
6) Al entrar en vigencia la ley 153 de 1887, el ordenamiento colombiano «adoptó este nuevo 

estatuto el sistema del Código francés, consagrando que el reconocimiento era un acto libre 

y voluntario del padre o de la madre que reconoce; lo que equivale a prohibir implícitamente 

la investigación de la paternidad en las uniones ilegales. Cuando el reconocimiento provenía 

de un acto voluntario, debía hacerse por instrumento público o por acto testamentario; 

debía ser aceptado o repudiado por el hijo; podía ser impugnado por toda persona que 
probara tener interés actual en ello; y tampoco debía producir otros efectos que los de 

cuidar responsablemente a los hijos naturales y atender a los gastos de su crianza y 

alimentación, incluidos los de la enseñanza primaria y el aprendizaje de una profesión u 

oficio (artículo 54 a 59, 61 y 62 de L. 153 de 1887): SC 26 abr. 1940, G.J. T. XLIX p.249-

268.  
7) El estado civil es uno de los atributos innatos del reconocimiento de la personalidad 

jurídica, el cual se ha catalogado como el medio por el cual se reconoce la existencia a la 

persona humana dentro del ordenamiento jurídico. Por eso, su connotación de “derecho 

fundamental y presupuesto esencial de la consagración y efectividad del sistema de 

derechos y garantías contemplado en la Constitución”, además de lo cual “su materialidad 

conlleva a los atributos propios de la persona humana” y “es propio de los sujetos de 
derecho en el ordenamiento jurídico constitucional”: Corte Constitucional T-241-18, 26 

jun., exp. T-6.336.143, T-6.372.754, T-6501652, T- 6501732, T-6501766, T-6501767 y T-

6625185 acumulados).  

8) Por tratarse de una cuestión de orden público, sufre afectación al «negarse el derecho a 

conocer la verdadera identidad del origen biológico o verdad de procedencia genética de la 
persona, derecho fundamental indisociable del sujeto, inherente a su personalidad jurídica, 

integrante de los principios o valores esenciales de los derechos humanos»: SC, 8 nov. 2011, 

rad. 2009-002019-00.  

9) Es preciso recordar que el Capítulo I, Título X de la codificación civil, en su redacción 

original, regulaba todo lo referente a los «HIJOS LEGÍTIMOS CONCEBIDOS EN 

MATRIMONIO», estableciendo, de entrada, las presunciones de filiación materna y paterna. 
La primera, pensada como un evento propio de la «naturaleza misma de las cosas»: SC 31 
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jul. 1936, G.J. T.XLIV p. 100-107, que surgía por la prueba directa y absoluta del 

alumbramiento.  
10) Esta última premisa, a su vez, se apoyaba en las hipótesis de que, en primer lugar, la 

mujer cohabitaba con su cónyuge, por ende, sostenían relaciones sexuales y; de otra parte, 

que la esposa debía serle fiel a su marido (CSJ SC 31 jul. 1936, G.J. T.XLIV p. 100-107), 

de ahí que, «si la mujer, luego de vincularse en matrimonio, soportaba, por disposición 

legal, social y moral, la obligación de fidelidad y de cohabitación, de suyo emergía, de 

manera presunta, que no había podido tener relaciones con otros hombres, pues una y otra 
condición así se lo imponían; luego, por razón de ese juicio lógico, debía concluirse que el 

hijo nacido de esa mujer, casada como era y concebido dentro del matrimonio, era 

descendiente del marido»: SC 21 may. 2010, rad. 2004-00072-01.  

11) El fundamento de esta presunción es claro. La ley impone a las mujeres casadas la 

obligación de fidelidad; en virtud de tal obligación sólo pueden cohabitar con sus maridos. 
Debe observarse que la ley no sólo se limita a imponer una obligación, sino que, además, 

presume que el obligado la cumple. Es lo mismo decir que se presume la fidelidad de la 

mujer a su marido, que presumir la cohabitación del marido con la mujer; Son diferentes 

maneras de expresar una misma e idéntica situación»: SC 20 febr. 1958, G.J. T. LXXXVII.  

12) la «(…) presunción conocida en el derecho romano con el aforismo «pater is est quod 
justae nupciae demostrant», descansa sobre dos supuestos de hecho que el legislador da 

por establecidos: la cohabitación entre los esposos o compañeros permanentes, y la 
singularidad de la relación de pareja (…)»: SC16279-2016.  

13) Así lo ratificaba el canon 216 ejusdem al precisar, que “[m]ientras viva el marido, nadie 

podrá reclamar contra la legitimidad del hijo concebido durante el matrimonio, sino el 

marido mismo”, regla que amplió la ley 75 de 1968 al dotar de legitimación al hijo mismo, 

aún en vida de su progenitor, para disputar, en cualquier tiempo, la paternidad de su 
ascendiente “cuando su nacimiento se haya verificado después del décimo mes siguiente al 

día en que el marido o la madre abandonaron definitivamente el hogar conyugal” y por los 

motivos previstos a favor del marido en los artículos 214 y 215 del estatuto civil y 5° de la 

Ley 95 de 1890: Corte Constitucional C-109-95.  

14) La Ley 45 de 1936 no introdujo ninguna variación a las presunciones de cohabitación 

y fidelidad de la mujer que de antaño venía regulando el estatuto civil, en ese orden, 
continuaba otorgándosele, exclusivamente, al marido la potestad de infirmar la paternidad 

del hijo de su esposa, porque mientras estuviera con vida, sólo aquél era «dueño de su 

honra y de decidir, cuando su mujer se la amenaza o quebranta, cómo ha de defenderla o 

vengarla y hasta dónde en guarda de sí mismo y de sus hijos haya de abstenerse de 

pregonar su deshonor»: SC 30 mar. 1943, G.J. T. LV pág. 2561.  
15) Si el reconocimiento mismo establece la relación paterno-filial, si ese acto genera el 

estado de hijo natural y de 54padre natural, sería un absurdo extender al caso de la filiación 

natural la regla exceptiva del inciso final del artículo 219 citado, aplicable sólo a la filiación 

legítima y a la legitimada pero sólo cuando el hijo nació después de celebrado el matrimonio 

de los padres legitimantes, como lo enseña el artículo 247 del Código Civil»: SC 22 sep. 

1978, GJ T.CLVIII p. 230.  
16) La Corte Suprema de Justicia ha conservado con ahínco la tesis de la permanencia de 

estos criterios restrictivos señalados por el legislador, y en lo que respecta con la familia 
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legítima, ha señalado justamente que es necesario “proteger la intimidad y el sosiego de los 

hogares formados bajo la tutela del matrimonio, previniéndolo contra los ataques 
malintencionados y alejándola de todo escándalo" [sentencia de casación de 2 de octubre 

de 1975]: SC187-2004, 9 nov., rad. 2004-00115-01.  

17) El texto constitucional y antes de ésta el artículo 1° de la Ley 29 de 1982 -como fue 

citado en otro aparte-, recogieron la aceptación, como realidad social, del origen diverso de 

la filiación de los descendientes, que se manifiesta en la presencia en nuestra legislación 

de sendos enunciados normativos, incluso algunos vigentes en la actualidad, que aluden a 
hijos matrimoniales y extramatrimoniales, mención que, de ninguna manera, prohíja la 

vigencia en el ordenamiento jurídico de una segregación por el origen familiar a partir de la 

distinción entre filiación legítima e ilegítima, la cual no sólo es contraria “a los nuevos 

valores en que está inspirada la Constitución de 1991”: Corte Constitucional C-801-2000, 

29 jun., rad. D-2731), sino que atenta contra la dignidad humana: Corte Constitucional C-
595-96.  

18) El denotado mecanismo, en palabras de esta colegiatura, es la reclamación que recae 

sobre el derecho «a una universalidad sucesoria, formulado por un heredero frente a quien 

en la misma calidad ocupa el patrimonio dejado por su causante»: SC12241-2017. En este 

escenario, el accionante busca que «los bienes que en un comienzo fueron adjudicados a 

los herederos putativos o al menos de igual derecho, de los cuales dispusieron con 
posterioridad a la repartición, retornen al caudal para que sean redistribuidos, caso en el 

cual lo que debe demostrarse es que el dominio lo detentaba el fallecido al momento del 

deceso y la certidumbre de la calidad que invoca el demandante: SC1693-2019, reiterada 

en SC4888-2021.  

19) En la sentencia SC069-2019 -con dos aclaraciones de voto y un salvamento-al analizar 
un cargo casacional basado en la violación recta vía del canon 219 de la codificación civil, 

a consecuencia de su inaplicación por el ad quem en la controversia de impugnación de la 

paternidad extramatrimonial examinada, indicó: (...) {D}ebe predicarse el desatino de la 

acusación en lo tocante con la falta de aplicación del artículo 219 del Código Civil, pues 

esta norma, como lo apreció el Tribunal, trata de la impugnación de la paternidad legítima, 

por lo que no estaba llamada a hacerse actuar en el sub lite.  
20) La posición de este pronunciamiento aparece reiterada en la providencia STC8164-

2019, respecto de la cual se presentaron dos aclaraciones y un salvamento de voto, y en la 

sentencia SC4279-2020 al especificar que el artículo 219 de la codificación civil «otorgó 

legitimación a los herederos de una persona fallecida, para impugnar tanto la paternidad 

como la maternidad de quienes figuran como hijos legítimos de ella, sin serlo en realidad».  

21) Así lo precisó la Corte Constitucional al considerar que “el derecho a la igualdad en el 
marco de las relaciones familiares tiene un impacto importante y definitivo, dirigido a 

garantizar que los hijos no sean sometidos a tratos discriminatorios por razón de su origen 

familiar, es decir, por su condición de hijos legítimos, extramatrimoniales y adoptivos”: 

Corte Constitucional C-145-2010.  

22) La inequidad entre hijos matrimoniales y extramatrimoniales que deriva de la 
inaplicabilidad del artículo 219 del Código Civil a la maternidad y paternidad 

extramatrimoniales no encuentra justificación alguna en el vigente orden constitucional, 

máxime cuando múltiples pronunciamientos de inexequibilidad sobre disposiciones de la 
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codificación civil (sentencias C-105-1994, C-595-1996, C-310-2004, C-1026-2004, C-204-

2005, C-145-2010, C-404-2013, C-451-2016, C-046-2017 y C-028-2020), han suprimido 
de la legislación reglas y vocablos que asentaban un trato discriminatorio sistemático entre 

los descendientes, afincado en su raíz heterogénea (matrimonial vs. extramatrimonial).  

23) Tal como lo precisó una de las determinaciones citadas, «el origen familiar es un criterio 

de distinción constitucionalmente reprochable», de ahí que los hijos «independientemente 

de su origen filial (matrimoniales o legítimos, extramatrimoniales y adoptivos), son titulares 

de los mismos derechos y obligaciones»: Corte Constitucional C-028-2020.  
24) De otra parte, el tenor literal del artículo 219, trasuntado líneas atrás, después de su 

modificación por el canon 7° de la Ley 1060 de 2006, no contiene la restricción defendida 

en los pronunciamientos SC069-2019, STC8164-2019 y SC4279-2020.  

25) «Para que cancele los registros hechos en favor del de cujus, a intento de que no 

subsistan con el peligro de que cualquiera persona, tomando su nombre, disponga de los 
bienes herenciales o los grave, y para que confiera a los herederos, conjuntamente, 

facultades dispositivas respecto de los mismos bienes», el cual, agregó la Corte, «no otorga 

la calidad de heredero, ni suple la falta de títulos, ni excluye de la herencia a quienes se 

presenten más tarde con la prueba necesaria para que se extienda también a su favor dicho 

decreto; pero sí sirve, por excepción, de justo título al heredero putativo para que sea 

considerado como poseedor regular, como se desprende de los artículos 766, inciso último, 
y 1326 del Código Civil»: SC 6 nov. 1939, G. J., T. XLIV, pág. 158.  

26) En esa dirección, la Sala, precisó posteriormente que dicho instrumento servía al 

propósito de hacer constar en el registro «el derecho de quien aparece disponiendo de ese 

inmueble que está a nombre de otro», por vía de asentar que, debido al deceso del poseedor 

inscrito, «pueden, en adelante, sus herederos ejecutar actos de disposición sobre ese 
inmueble que, hasta entonces, aparece inscrito en nombre del difunto. Y esa inscripción es 

necesaria porque, sin ella, quedaría una interrupción o laguna en la historia de la propiedad 

raíz, historia que es el objeto de la institución de registro”: SC 21 abr. 1954, G. J. T. LXXVII 

n°. 2140, pág. 382 a 389.  

27) El decreto de posesión efectiva radicaba «en la totalidad de los herederos el dominio de 

todos los bienes raíces comprendidos en la comunidad sucesoral, facultándolos para 
disponer de consuno de cualquiera de éstos. Pero ello no significa que el derecho de libre 

disposición quede limitado al caso en que todos en conjunto enajenen. También pueden 

disponer del derecho que cada uno de ellos tiene, el cual, conforme al artículo 2323 del 

Código Civil, en armonía con el 2322 de la misma obra, "es el mismo que el de los socios 

en el haber social": SC 21 sep. 1976, G.J. T. CLII n.° 2393, pág. 397 a 406.  
28) Significa lo hasta ahora expuesto que la “posesión efectiva” de la herencia ya no existe, 

y la única existente en nuestro ordenamiento es la “posesión legal” surgida a partir de la 

delación, lo que ocurre con el óbito del causante, la cual no faculta a los herederos para 

disponer, de modo alguno, de los bienes inmuebles relictos, de ahí que, como en otra 

oportunidad lo precisó esta Sala «entre la delación y la partición el heredero no goce de la 

propiedad singular en los bienes de la herencia, la cual sólo adquiere una vez se liquida y 
se le adjudican los bienes, con lo que se materializa esa transferencia patrimonial»: AC 

5532-2018.  
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29) En efecto, realizado ese reconocimiento expreso del hijo, por parte del presunto padre, 

no sería natural que otros sujetos desconocieran esa paternidad, pues nadie está en mejor 
situación que el marido o el compañero permanente para saber que el hijo alumbrado por 

su esposa o compañera permanente, es realmente suyo (…)»: SC16279-2016.  

30) «(…) el reconocimiento hecho a favor de (…) en su registro civil de nacimiento, no fue 

ratificado a través de testamento o en otro instrumento público que diera cuenta de la real 

voluntad del causante en ello, por lo que no resultaba acertado en el caso bajo estudio, 

acudir al artículo 219 del Código Civil para cesar el derecho de los herederos a impugnar 
la paternidad de quien no es hija”: STC8164-2019.  

31) No obstante, aun cuando en la sentencia cuestionada la juez reconoció el valor del 

registro civil de nacimiento como un instrumento público, señaló que dicho acto de 

reconocimiento no extinguía el derecho de la heredera de impugnar la relación filial en 

cuestión; criterio que, tal como se anotó, desconoce la jurisprudencia de esta Corporación 
(…)»: STC1509-2021.  

32) “(…) 4. Ahora, valga precisar que el reconocimiento es un acto o negocio jurídico de 

carácter familiar realizado por el padre o la madre que, como manifestación de la 

persuasión, fe y convicción interna del reconocedor no supeditado a prueba, el cual, puede 

surtirse antes o después del nacimiento. Consiste en una declaración (i) unilateral, (ii) 

voluntaria, (iii) solemne, (iv) irrevocable, (v) vinculante para el otorgante desde su 
materialización, (vi) pero también oponible al reconocido una vez notificado y aceptado; 

además, (vii) es impugnable: STC10080-2021.  

33) Refiriéndose a la maternidad extramatrimonial reconocida en el registro civil de 

nacimiento, la Sala consideró inatacable por cualquier tercero, el anotado acto de voluntad: 

SC4856-2021.  
34) Los errores de hecho en la valoración de las probanzas se relacionan con su 

constatación material en el expediente o con la fijación de su contenido objetivo. Tal como 

lo ha puntualizado esta Corporación se configuran cuando «se da por existente en el proceso 

una prueba que en él no existe realmente; b) cuando se omite analizar o apreciar la que en 

verdad sí existe en los autos; y, c) cuando se valora la prueba que sí existe, pero se altera 

sin embargo su contenido atribuyéndole una inteligencia contraria por entero a la real, bien 
sea por adición o por cercenamiento (...)’: SC9680-2015; AC2709-2020; SC4063-2020.  

35) «la irrevocabilidad no tiene porqué (sic) aceptarse siempre y en todo supuesto a fardo 

cerrado, concediéndole así un alcance que rebasa su propio límite. La irrevocabilidad lo 

único que significa es que dentro del arbitrio del reconociente no está el arrepentirse. 

Porque nadie duda que por encima de ello queda a salvo el derecho de impugnarlo, aunque 
sólo por las causas y en los términos expresadas en el art. 5 de la ley 75 de 1968, evento 

en el cual, conviene notarlo, se persigue es correr el velo de la inexactitud del 

reconocimiento, en cuanto éste no se aviene con la realidad: en una palabra, busca 

demostrarse la falsedad del reconocimiento»: oct. 27 de 2000, Exp. No. 5639.  

36) Siendo el estado civil un atributo de la personalidad, no puede ser modificado sin 

previamente haberse adelantado la acción de impugnación correspondiente (maternidad o 
paternidad), atendiendo a que su propósito no es otro distinto al de «refutar la paternidad 

o maternidad, presentando tres vertientes: la que se dirige para desvirtuar la presunción 

contemplada en el artículo 214 del Código Civil, en virtud del cual los nacidos durante la 
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vigencia del vínculo de pareja debidamente constituido se presumen como hijos de la 

misma; la ‘impugnación de reconocimiento’, cuando se pretende desconocer la 
manifestación voluntaria de quien acepta ser padre, sin que medie relación con ánimo de 

permanencia; y cuando se repele la maternidad por corresponder a un falso parto o 

suplantación del pretendido hijo al verdadero (…)»: SC 1° nov. 2011, rad. 2006-00092-01, 

reiterada en SC 16 ago. 2012, rad. 2006-01276-01.  

37) Esta Sala ha sostenido, respecto de los herederos que impugnan la paternidad, que su 

interés también orbita el ámbito económico, derivado de la declaración de inexistencia de 
la relación filial discurrida: STC1509-2021.  

38) “Ese interés que tiene las características de ser subjetivo, concreto, serio y actual deriva 

de que la existencia de otro heredero de igual o mejor derecho que el de ellos, puede 

perjudicar el derecho patrimonial que adquirieron, y además de ello, esos cesionarios están 

legitimados en la causa porque respecto suyo el legislador ha facultado el ejercicio de la 
acción (…)»: SC16279-2016.  

39) Siendo el estado civil un «atributo de la personalidad que define quien es y qué rol 

cumple dentro de la sociedad, fundando las capacidades para obtener y desplegar derechos 

y obligaciones en ella (…) se trata de un derecho fundamental [y], desde la determinación 

de esa cualidad, se encuadra la identidad, que permite evidenciar las distinciones entre 

seres humanos, resultando necesaria la protección del Estado, dada su importancia 
constitucional»: STC4021-2020.  

40) Y con esa convicción memoró, que se trata de un «derecho universal de todo sujeto 

iuris, ostenta naturaleza ‘indivisible, indisponible e imprescriptible’ (artículo 1º del Decreto 

1260 de 1970), concierne ‘a la singular posición o situación jurídica del sujeto frente al 

Estado, la sociedad y la familia, por lo cual, sus normas obedecen al ius cogens, no 
susceptibles de desconocimiento, modificación o alteración alguna y en cuya protección, el 

legislador disciplinó las acciones de impugnación y de reclamación de estado, todas ‘de 

índole sustancial pues se confunden, respectivamente, con el derecho del interesado para 

liberarse de las obligaciones que le impone un estado que realmente no le corresponde, o 

para adquirir los derechos inherentes al que injustamente no se le ha querido reconocer en 

forma voluntaria’ (CXXXV, 124)’ (cas. civ. de 9 de julio de 2008, exp. 00017), y encuentran 
venero en normas de raigambre constitucional fundamental (artículo 14 de la Constitución 

Política) (…)»: SC 9 dic. 2011, rad. 2005-00140-01, reiterada en STC4021-2020.  

41) En lo que atañe al registro civil de nacimiento, su función es la de dar cuenta de «la 

existencia jurídica de las personas naturales en el territorio nacional, pues, aunque el 

ordenamiento jurídico reconoce la personalidad jurídica de las personas como elemento 
inherente de la existencia humana, es en el registro civil donde se consigna la información 

sobre el momento del nacimiento, así como otros datos de identificación que constituyen 

los demás atributos de la personalidad» (T-241-2018). 

 

Fuente doctrinal:  

Mans Puigarnau, J. (1979). Los Principios Generales del Derecho. Barcelona: Bosch, Casa 
Editorial S.A. p. 197.  

Gaceta del Congreso 591, 4 de octubre de 2004. LÓPEZ DEL CARRIL, Julio J. La Filiación. 

Cooperadora de Derecho y Ciencias Sociales. Buenos Aires. 1976. Pág. 242. 
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ASUNTO:  
Recurso de casación interpuesto por Adriana Camacho Gómez contra la sentencia proferida 

por la Sala Civil Familia Laboral del Tribunal Superior de San Gil, dentro del proceso de 

petición de herencia, que promovió contra Fideligno Camacho Silva y otros, para que se 

declare que es hija de Primitivo Camacho Silva y, por tanto, ostenta un mejor derecho 

hereditario que aquellos (herederos de tercer orden), razón por la cual, pidió que se les 

ordenara entregar “la totalidad de los bienes hereditarios” y los frutos naturales y civiles 
que hubieren producido. Como sustento de sus pedimentos adujo que es hija 

extramatrimonial del mencionado señor Camacho Silva, quien falleció el 12 de febrero de 

2011 en Bucaramanga, acaecimiento que dio lugar a que los demandados liquidaran la 

sucesión notarial. El a quo profirió sentencia en la que declaró improcedente la primera 

excepción referida y parcialmente probada la segunda y, como consecuencia de ello, declaró 

a la promotora como heredera preferente sobre los demandados, a quienes condenó a 
restituirle la totalidad de la herencia, así como también, los frutos civiles y naturales 

producidos por los bienes desde la contestación de la demanda; y la ineficacia del trabajo 

de partición y adjudicación. En cumplimiento de orden en acción de tutela el ad quem 

revocó el pronunciamiento, declaró probada la excepción de “impugnación de la paternidad” 

y, negó las pretensiones de petición de herencia, fundado en que la filiación de la 

convocante fue desvirtuada a través de la prueba científica. La opugnación en casación, se 
hizo descansar en cinco embates, uno de los cuales tuvo como basamento la violación 

indirecta de un precepto material, resultado de la indebida valoración de un medio de 

convicción, y los restantes, se enfilaron por la senda de la transgresión directa de otras 

disposiciones legales y constitucionales. La Sala casa la sentencia impugnada y revoca la 

decisión de primera instancia. 
 
M. PONENTE    : HILDA GONZÁLEZ NEIRA 
NÚMERO DE PROCESO    :  68861-31-84-002-2012-00102-01 

PROCEDENCIA     : SALA CIVIL FAMILIA LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE SAN GIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1225-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 02/06/2022 
DECISIÓN    : CASA DE OFICIO PARCIAL y REVOCA 

 

 
SC1690-2022 

 

CONTRATO DE PROMESA DE FIDUCIA COMERCIAL DE ADMINISTRACIÓN-Resolución 

por incumplimiento parcial. 

 

EXTRACTO-La transferencia de inmuebles gravados a la fiduciaria, a pesar de lo riesgoso, 
no conllevaba la ilicitud de la negociación y su trascendencia para el caso concreto fue 

demeritada con el estudio conjunto de los medios de convicción. Incumplimiento nimio y 

desatención irrelevante de la oponente en uno de los deberes adquiridos. Circunstancias 

en las que mediando el incumplimiento de un pactante no amerita la declaratoria judicial 

de resolución que persiga quien ha atendido a cabalidad los compromisos adquiridos o esté 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1690-2022-2017-00111-02_1.pdf


 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                                     Gaceta de Jurisprudencia 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                                      Providencias 2022-6 

37 

presto a hacerlo, bajo una óptica de respeto al principio de la conservación del contrato, 

pero atendiendo a la incidencia negativa de las omisiones para el reclamante. 
 

Fuente formal:  

Artículo 336 numerales 1º, 2º CGP. 

Artículos 1544, 1546 CC. 

 

Fuente jurisprudencial:  
1) En rigor jurídico es verdad que en los procesos en que se pide la resolución de un contrato 

bilateral por incumplimiento del demandado, es deber inexcusable del Juez, para que su 

fallo resulte equitativo, detenerse sobre el requisito de la importancia que la ley requiere 

para que el incumplimiento invocado dé asidero a la pretensión deducida; en justicia el 

contrato no se podrá resolver si el incumplimiento de una de las partes contratantes tiene 
muy escasa importancia en atención al interés de la otra: SC de 11 de sep. 1984.  

2) En el contexto que se ha precisado anteriormente, la doctrina y la jurisprudencia han 

considerado que en esta materia resulta pertinente distinguir, entonces, si la obligación 

insatisfecha es una obligación principal o simplemente accesoria, o también si el 

incumplimiento es definitivo o apenas parcial o transitorio, y, en todo caso, analizar la 

trascendencia, importancia o gravedad del incumplimiento, determinadas tales 
circunstancias, entre otros criterios, por lo que las partes hayan convenido, por la 

afectación que se haya presentado en el interés del acreedor en el mantenimiento de la 

relación, por la frustración del fin práctico perseguido con el contrato -en la que se incluye 

la inobservancia de un término esencial-, o, en fin, por el impacto que se haya podido 

generar en la economía del contrato: SC 18 dic. 2009, rad. 1996-09616.  
3) Así que, haber decidido la apelación con base en las normas generales del Código Civil 

ya citadas, formalmente constituye desconocimiento de las preceptivas especiales 

mercantiles; pero, con unas u otras, se tendría que arribar a la misma conclusión, es decir, 

que para la resolución del contrato o para su terminación anticipada se requiere que una 

de las partes lo incumpla; pero, además, que ese incumplimiento revista una importancia 

tal, que afecte la confianza del contratante cumplido o la utilidad del negocio: SC4902-
2019.  

4) Tal como se ha propuesto en antecedentes de esta Sala, el incumplimiento ha de revestir 

entidad y trascendencia. La infracción debe ser significativa al programa negocial, de tal 

forma que sea lo suficientemente grave o, sea de carácter esencial, que rompa la simetría 

contractual, puesto que la prestación de un contratante, pende del cumplimiento del otro; 
esto es, a manera de ejemplo: 1) Cuando afecta y hace imposible sustancialmente la 

satisfacción de los intereses o finalidades del contratante cumplido; 2) Cuando las partes 

previeron en el programa contractual en forma expresa, concreta y específica obligaciones 

esenciales y determinantes para la ejecución del contrato y estas son infringidas; 3) Cuando 

por causa del incumplimiento no existen razones, indicios, inferencias que permitan al 

acreedor confiar que el deudor incumplido no podrá hacia el futuro subsanar o cumplir las 
obligaciones desatendidas, y por tanto, el deudor no tendrá interés en conservar el negocio; 

4) Cuando se transforma en irreversible la economía negocial del contratante incumplido; 
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5) Cuando se evidencia mala fe o fraude en el comportamiento contractual del incumplido; 

entre otras muchas circunstancias: SC5569-2019.  
5) Se concluye, entonces, que en general la desatención a las obligaciones contractuales 

conlleva la resolución y que solo pueden exceptuarse aquellas que tras un análisis en 

concreto y comprensivo de sus diversas implicaciones lleve a establecer que en realidad 

tenían una importancia mínima: SC5312-2021. 

 

ASUNTO:  
Recurso de casación interpuesto por Ingenieros Constructores y Asociados Inka S.A.S., y 

Solari Inversiones y Desarrollos Inmobiliarios S.A.S., frente a la sentencia proferida por la 

Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Barranquilla, dentro del proceso verbal de 

resolución de contrato de promesa de fiducia mercantil que promovieron contra Almacenes 

Éxito S.A. En sustento de sus reclamaciones expusieron que entre Éxito, en calidad de 
«promitente vendedor», e Inka celebraron el referido convenio el 1° de octubre de 2015 y 

recaía sobre los bienes ubicados en Barranquilla y estimados en $2.789’600.000, a ser 

cubiertos en un 20% al día siguiente, el 30% con la firma de la escritura de constitución 

del fideicomiso el 10 de noviembre siguiente y el restante 50% al momento de la cesión de 

derechos fiduciarios el 9 de septiembre de 2016. El ad quem revocó las determinaciones de 

primer grado, negó las pretensiones y declaró probadas las excepciones de mérito. Inka y 
Solari recurrieron en casación y plantearon dos cargos, con base en las dos primeras 

causales del artículo 336 del Código General del Proceso:1) vulneración indirecta de los 

artículos 1546, 1544 y 1599 del Código Civil, «por falta de aplicación» y como producto de 

errores de apreciación probatoria. 2) infracción directa de los artículos 1546 y 1544 del 

Código Civil por falta de aplicación, pues pese a anunciarse en la decisión, que el primer 

precepto «no distingue ni clasifica el incumplimiento que da lugar a la resolución del 
contrato», acudió a la jurisprudencia para pregonar la exigencia de «algunos requisitos que 

debe reunir dicho incumplimiento con miras a tener la potencialidad de destruir la relación 

contractual», correspondientes a «la gravedad, la cuantía y la trascendencia del 

incumplimiento». La Sala no casa la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 
NÚMERO DE PROCESO    :  08001-31-03-004-2017-00111-01 

PROCEDENCIA     : SALA CIVIL FAMILIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BARRANQUILLA 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1690-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 02/06/2022 

DECISIÓN    : NO CASA  

 

SC1297-2022 

 
CONTRATO ATÍPICO-En sentencia anticipada se declara probada la excepción mixta de 

prescripción extintiva. 

 

EXTRACTO-La causa petendi se erigió en el marco de la responsabilidad contractual con 

pretensión consecuencial de indemnización de los perjuicios irrogados al demandante por 

la desatención de las obligaciones contraídas por su adversaria en esta litis. La relación 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1297-2022-2013-00011-01.pdf
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convencional en los fundamentos factuales que expuso el promotor, es de carácter atípico 

y su cumplimiento exigía el agotamiento de tres fases sucesivas e interdependientes, 
encaminadas a que el demandante pudiera obtener la calidad de accionista, de manera 

que, el incumplimiento de la primera obligación del convocado consistente en «asignarle» 

un derecho de opción de suscripción de acciones, hacía nugatorias las demás. La 

prescripción extintiva que -como excepción previa- planteó la encartada, y que fue la 

consagrada en el artículo 235 de la Ley 22 de 1995 regula situaciones específicas entre las 

que no encajan los supuestos de hecho que le dan sustento a la acción ejercida por el 
impulsor, lo que pone en evidencia el dislate en que incurrió el ad quem al interpretar la 

demanda. La expresión del sustento fáctico de la excepción constituye una carga procesal 

cuya realización ha de ser observada con estrictez, pues, de no ser así, y en relación con 

aquella que en determinado evento hubiera sido formulada y que solo sea declarable a 

petición de parte, no podrá el juzgador despacharla con estribo en hechos distintos a los 

aducidos para el efecto, so pena de resolverla de forma oficiosa y en contravía del artículo 
282 del Código General del Proceso que impone su necesaria y apropiada alegación. 

 

INTERPRETACIÓN DE LA DEMANDA-El ad quem distorsionó en forma evidente el 

verdadero sentido de los hechos y pretensiones de la demanda, al encasillar la contienda 

en una disputa de naturaleza societaria, lo que, lo condujo a aplicar en su definición 

normas jurídicas que no eran las llamadas a regirla, incurriendo así en un error de facto 
manifiesto y trascendente, lo que significa que su decisión transgredió indirectamente el 

ordenamiento. 

 

DOCTRINA PROBABLE PROCESAL-Necesidad de darle sustento a la excepción de 

prescripción extintiva: cuando el demandado utiliza la prescripción como mecanismo 
defensivo, en la excepción respectiva deberá indicar el supuesto fáctico pertinente, pues 

únicamente de esta manera tendrá el demandante ocasión válida para generar la 

controversia, vale decir, para que frente a los hechos que con esa puntualidad se expongan 

en la excepción pueda ejercer su derecho de defensa y aducir las pruebas que crea 

conveniente. De lo anterior se desprende que, ante la omisión del opositor en dar los hechos 

estructurales del medio exceptivo, al juez no le es dable suplir esa preterición y entrar a 
decidir el mérito del conflicto, toda vez que, de hacerlo, le violaría al convocante el debido 

proceso y el derecho de defensa, por cuanto en tal evento podría resultar juzgándolo sobre 

unos supuestos que éste en su momento no pudo controvertir por la sencilla razón de no 

haberlos tenido en traslado. 

 
Fuente formal:  

Artículo 336 numerales 2º CGP.  

Artículo 235 Ley 222 de 1995.  

Artículos 1625, 2513, 2514, 2535 CC.  

Artículo 1081 Ccio.  

Artículo 282 CGP.  
Artículo 306 CPC.  

Artículo 2513, inciso 2º C.C.  
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Artículo 2º Ley 791 de 2002.  

Artículo 4º Ley 169 de 1896.  
Artículo 96 numeral 3º CGP.  

Artículo 235 Ley 222 de 1995. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) La prosperidad de un cargo en casación edificado sobre esa causal exige que 

efectivamente el sentenciador se haya extralimitado por acción o por omisión en ese 
ejercicio hermenéutico, «como ocurre cuando tergiversa de modo evidente su texto, o lo 

hace decir lo que no expresa o, también cercena su real contenido»: SC 22 agosto 1989, 

adicionalmente, debe demostrarse que el yerro es manifiesto u ostensible y su 

trascendencia en la decisión.  

2) Dijo la Sala que (…) el error del juez en la apreciación de la demanda ha de ser manifiesto, 
prístino o evidente pues si “no es de esta naturaleza, prima facie, si para advertirlo se 

requiere de previos y más o menos esforzados razonamientos, o si se manifiesta apenas 

como una posibilidad y no como una certeza, entonces, aunque se demuestre el yerro, ese 

suceder no tendrá incidencia en el recurso extraordinario.”: GJ CXLII, 242, SC 27 ago. 

2008, rad: 1997-14171-01.  

3) Porque no es suficiente hacer un examen más profundo o sutil, para que se pueda lograr 
la modificación de las apreciaciones que el ad quem haya hecho en su sentencia” (CCXVI, 

p. 520) y “cuando uno de los hechos afirmados en la demanda incoativa del proceso, ya sea 

que se le considere aisladamente o ya en conjunto con otro u otros para su definición 

jurídica, ofrece dos o más interpretaciones lógicas, ninguna de las cuales desborda el 

objetivo de dicho libelo, puede el sentenciador elegir una u otra, sin que su conducta 

implique error de hecho manifiesto porque tal proceder no entraña arbitrariedad, ni 
contradice la evidencia que ese escrito ostenta” (CLII, 205), prevaleciendo “el amplio poder 

de interpretación que en este ámbito el ordenamiento positivo les reconoce a los juzgadores 

(...), no solamente para que desentrañen la verdadera intención del demandante en guarda 

del principio según el cual es la efectividad de los derechos subjetivos el fin que a través de 

aquél escrito [demanda] se busca, sino también para que libremente determinen y declaren 
las normas aplicables a los hechos integrantes del objeto demandado cuya certeza de 

antemano ha sido verificada en el fallo”: GJ CCXXXI, p. 704, SC de 14 de oct. de 1993, exp. 

3794, SC de 19 de sept. de 2009, rad. 2003-00318-01 y SC1905-2019.  

4) De esta manera, la prescripción aparece como fenómeno que permite al titular de un 

específico derecho hacer uso de él, bajo la condición de que despliegue la actividad 

necesaria dentro del periodo que la misma ley le confiere, so pena de que, en el evento de 
no proceder así, se produzca la respectiva extinción en virtud de la incuria en que haya 

podido incurrir, teniendo en cuenta, eso sí, que no es el mero transcurrir de las unidades 

de tiempo el que engendra el resultado extintivo, sino que se hace menester el 

comportamiento inactivo del acreedor, en la medida que es su actitud indiferente la que 

gesta, en medio del pasar de los días, que se concrete la extinción. En similar sentido se 
pronunció la Corte mediante fallo de 11 de enero de 2000, proferido en el proceso 5208, 

cuando dijo que “…no es bastante a extinguir la obligación el simple desgranar de los días, 

dado que se requiere, como elemento quizá subordinante, la inercia del acreedor.”, de todo 
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lo cual fluye claramente cómo “…del artículo 2535 del C. C. se deduce que son dos los 

elementos de la prescripción extintiva de las acciones y derechos: 1°) el transcurso del 
tiempo señalado por la ley, y 2°) la inacción del acreedor”: S. de N. G., 18 de junio de 1940, 

XLIX, 726.  

5) Al efecto se indicó que: (…) cuando se trata de excepciones que no pueden declararse de 

oficio (…), por cuanto emanan de circunstancias que podrían originar una pretensión 

autónoma que el demandado puede renunciar a ejercer como tal, es, de un lado, forzoso 

proponerla y, de otro, ineludible alegar y probar el hecho o hechos que la constituyen, y en 
los cuales pudiera deducirse que invocara el excepcionante para atacar la existencia de la 

acción o reclamar su extinción, si alguna vez hubiese existido, por cuanto si no es 

obligación del juzgador declararla de oficio, cuando encuentre probado el hecho que la 

estructura, tampoco es deber suyo declararla por hechos o circunstancias no propuestos 

por el excepcionante comoquiera que de no ser así, la precitada restricción carecería de 
función alguna: en SC-137 de 29 sept. 1993.  

6) Como la excepción está constituida por todo “hecho que, contrapuesto a la pretensión, 

obra como enervativo de esta, bien porque la impide, ya porque la modifica, ora porque la 

dilata” (Sent. 007 del 1º de febrero de 2000), para que pueda considerarse adecuadamente 

propuesta no basta anunciarla, sino que debe exponerse el factum que le da contenido, 

puesto que en eso precisamente consiste, a más de que es así como se proporcionan al 
contendor los elementos necesarios para contradecirla: tesis reiterada en SC 12 dic. 2005, 

rad. 1989-05259-01.  

7) (…) Cuando el demandado utiliza la prescripción como mecanismo defensivo, en la 

excepción respectiva deberá indicar el supuesto fáctico pertinente, pues únicamente de esta 

manera tendrá el demandante ocasión válida para generar la controversia, vale decir, para 
que frente a los hechos que con esa puntualidad se expongan en la excepción pueda ejercer 

su derecho de defensa y aducir las pruebas que crea conveniente; desde luego que, por lo 

mismo, la contienda acerca de ese mecanismo defensivo no podrá ir más allá del propio 

campo que ella definió, ya que en tal aspecto el litigio habrá de circunscribirse a ese marco; 

de lo anterior se desprende que ante la omisión del opositor en dar los hechos estructurales 

del medio exceptivo, al juez no le es dable suplir esa preterición y entrar a decidir el mérito 
del conflicto, toda vez que, de hacerlo, le violaría al promotor el debido proceso y el derecho 

de defensa, por cuanto en tal evento podría resultar juzgándolo sobre unos supuestos que 

éste en su momento no pudo controvertir por la sencilla razón de no haberlos tenido en 

traslado: SC 7 feb. 2007, rad. 2002-00004-01.  

8) La excepción ataca derechamente la pretensión, de ahí que su soporte factual le permita 
a la contraparte saber qué posición adoptar para enfrentar esa antítesis, así como preparar 

y organizar las pruebas con las que quiera desvirtuarla, conforme se reiteró en SC 151, 13 

oct. 1993 cuando se expresó que «[e]n cuanto a las excepciones, la Sala reafirma una vez 

más que una denominación jurídica son hechos que debe concretar el opositor, para que 

la contraparte con un debate legal sepa cuáles contra pruebas ha de presentar y de qué 

modo ha de organizar la defensa»: SC. 11 may. 1981, No. 1949, pág. 524.  
9) La Corte destacó que en razón a que las excepciones de prescripción, compensación y 

nulidad relativa que (…) no pueden declararse de oficio, el requisito de que cualquiera de 

ellas se proponga adecuadamente ha de ser observado con total rigor, como quiera que, de 
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no ser así, en relación con la que en un evento dado se hubiera planteado, el juzgador no 

podría hacer pronunciamiento alguno por fuera de los fundamentos fácticos que el opositor 
haya aducido al efecto, pues, si procediera de manera contraria, estaría resolviendo la 

excepción no sólo oficiosamente sino con evidente desconocimiento del precepto legal 

acabado de aludir: SC 7 feb. 2007, rad. 2002-00004-01.  

10) En efecto, al prever la norma en cuestión que “las acciones penales, civiles y 

administrativas derivadas del incumplimiento de las obligaciones o de la violación a lo 

previsto en el libro segundo del Código de Comercio y en esta ley [222 de 1995], prescribirán 
en cinco años”, está significando, sin duda, que tal mecanismo de extinción de las 

obligaciones puede tener lugar sólo en presencia de una reclamación judicial que haya sido 

fundamentada en una cualquiera de las tres hipótesis allí involucradas, vale decir, 

únicamente en la medida en que la causa que soporte el objeto de la respectiva controversia 

gire alrededor de por lo menos uno de tales supuestos de hecho; así, deberá tratarse de 
una acción relacionada con la insatisfacción total, la atención parcial o tardía de unas 

determinadas obligaciones, o con la infracción del régimen legal previsto para las 

sociedades mercantiles, contenido a partir del artículo 98 del Código de Comercio así como 

en las normas concordantes y complementarias, o del quebrantamiento de alguna 

disposición de la misma ley 222. Por ende, cuandoquiera que se trate de una acción cuya 

causa petendi se distancie de cualquiera de las tres eventualidades taxativamente 
enlistadas en aquel precepto, el tema atinente a si ella está prescrita no se podría resolver 

bajo su amparo y mucho menos, desde luego, a la luz del plazo que la misma concibe, 

porque, reitérase, el término allí determinado lo contempla el legislador apenas para 

aquellos casos en los que la correspondiente petición judicial tenga como base una u otra 

de las variables en cuestión: SC 6 ago. 2010, exp. 2002-00189-01. 
 

Fuente doctrinal:  

Josserand, L. Derecho Civil. Teoría General de las obligaciones, tomo II, Vol. I. Ediciones 

Jurídicas Europa-América, Bosch y Cía. Editores. Buenos Aires, 1950, pág. 741.  

Planiol, M y Ripert, J. Tratado Práctico de Derecho Civil Francés. Las obligaciones. Tomo 

VII. 2ª parte. Cultural S.A., 1945, págs. 660-661.  
Hinestrosa, F. La prescripción extintiva. 2da edición, año 2008, Universidad Externado de 

Colombia, Bogotá, pág. 11. 

 

ASUNTO:  

Recurso de casación interpuesto por el demandante frente a la sentencia proferida por la 
Sala Civil del Tribunal Superior de Cali, dentro del proceso de Andrés Arcila Tobar contra 

Alimentos Cárnicos S.A.S. El convocante solicitó que declare que Rica Rondo S.A. - hoy 

Alimentos Cárnicos S.A.S.-, es responsable «por el incumplimiento parcial, en lo 

concerniente al componente variable», del contrato entre ellos celebrado, condenarla a 

indemnizarle $305’849.827 por daño emergente, reconocer que incurrió en mora desde el 

31 de diciembre de 2001, que por haber sido de mala fe debe también resarcir el lucro 
cesante por los años 1998, 1999 y 2000, junto con los intereses moratorios sobre dichas 

indemnizaciones y declarar resuelto parcialmente el negocio en lo concerniente al 

«componente variable». El a quo -mediante sentencia anticipada- declaró probada la 
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prescripción extintiva. Esa determinación fue recurrida en apelación por la parte 

demandante y confirmada por el ad quem. Con soporte en las causales primera y segunda 

del artículo 336 del Código General del Proceso se plantearon dos cargos en casación, que, 
en su orden, acusan afrenta indirecta y directa de normas sustanciales:1) se acusa la 

violación indirecta por errores de hecho manifiestos y trascendentes en la apreciación de 

hechos, pretensiones y algunos elementos probatorios. La Sala casa la sentencia anticipada 

impugnada, declara impróspera la excepción de prescripción extintiva y devuelve el 

expediente al juzgado de origen, para que dé continuación al trámite que corresponda. 
 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 
NÚMERO DE PROCESO    :  76001-31-03-004-2013-00011-01 

PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE CALI 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1297-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 06/06/2022 
DECISIÓN    : NO CASA 

 

 

SC1365-2022 

 

CONTRATO DE TRANSACCIÓN-Concesiones recíprocas entre las partes y la intención de 

estas de sortear futuras controversias en el acuerdo de pago. 
 

EXTRACTO-La entidad bancaria redujo el monto de lo adeudado por la sociedad 

demandante, difirió el pago de la obligación insoluta incorporada en el pagaré, en veinte 

instalamentos, pagaderos semestralmente, sobre los cuales no se causarían réditos 

remuneratorios y los deudores renunciaron a incoar cualquier acción judicial o 
extrajudicial en contra del banco. Por vía general, los sacrificios recíprocos de las partes 

apuntan a la bilateralidad de los compromisos asumidos en virtud de la transacción. El 

postulado debe ser exactamente el contrario, esto es, que las partes son libres para 

renunciar a sus reclamos y redefinir el contenido de los derechos patrimoniales en disputa 

como lo consideren pertinente, a fin de arribar a una solución autónoma y definitiva del 

conflicto. Las variables subjetivas y objetivas que confluyen en este caso muestran que la 
voluntad de las partes se orientó a transigir un conflicto que existía y del que eran 

plenamente conscientes, tal como lo describieron en el texto de la estipulación, cuya validez 

no fue puesta en duda por la casacionista en su demanda inicial, ni tampoco en la 

sustentación. Que un derecho esté en disputa (o en litigio) implica que (i) dos personas se 

atribuyan de forma excluyente el mismo derecho -como ocurre cuando ambas dicen ser 
propietarias de la misma cosa-, o que una crea ser acreedora de otra, y esta última no 

acepte su condición de deudora, o controvierta el contenido de las prestaciones a su cargo; 

y (ii) que esa tensión de intereses contrapuestos no haya sido remediada definitivamente, 

como secuela de un acto jurídico o una decisión jurisdiccional. 

 

RECURSO DE CASACIÓN-Inobservancia de reglas técnicas: 1) Violación directa: se criticó 
que no existía proporcionalidad entre los derechos que renunció a litigar y el favorecimiento 

económico que le otorgó el banco. No obstante, en el cargo se obvió ilustrar exactamente 

en qué consistiría esa desproporción, y no se explicó tampoco cuál regla de derecho serviría 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1365-2022-2013-00173-01.pdf
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para establecer la relación de magnitud extrañada por la recurrente, lo que equivale a decir 

que, la acusación es incompleta. 
 

Fuente formal:  

Artículo 336 numeral 1º CGP.  

Artículo 2469 CC.  

Artículo 1501 CC. 

 
Fuente jurisprudencial:  

1) «(...) La violación directa de las normas sustanciales, que como motivo de casación 

contempla la causal primera (...), acontece cuando el sentenciador, al margen de toda 

cuestión probatoria, deja de aplicar al caso controvertido la disposición sustancial a que 

debía someterse y, consecuentemente, hace actuar las que resultan extrañas al litigio, o 
cuando habiendo acertado en la disposición rectora del asunto, yerra en la interpretación 

que de ella hace. [P]or lo mismo, cuando el ataque en casación se funda en la causal que 

se comenta, compete al recurrente centrar sus juicios exclusivamente sobre los textos 

legales que considere inaplicados, indebidamente aplicados o erróneamente interpretados, 

prescindiendo, desde luego, de cualquier consideración que implique discrepancia con las 

apreciaciones fácticas del sentenciador, cuestión esta que solo puede abordarse por la vía 
indirecta»: SC9100-2014 reiterada en SC1819-2019.  

2) En cuanto a los elementos esenciales del contrato de transacción, esta Corporación ha 

precisado que «El artículo 2469 del Código Civil, que se ocupa de la noción de la 

transacción, expresa que “es un contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un 

litigio pendiente o precaven un litigio eventual”. De esta definición, que le ha merecido la 
crítica de ser incompleta, la doctrina de la Corte tiene sentado que son tres los elementos 

estructurales de la transacción, a saber: a) la existencia actual o futura de discrepancia 

entre las partes acerca de un derecho; b) la reciprocidad de concesiones que se hacen las 

partes; y c) su voluntad e intención de ponerle fin a la incertidumbre sin la intervención de 

la justicia del Estado (Casación Civil de 12 de diciembre de 1938, XLVII, 479 y 480; 6 de 

junio de 1939, XLVIII, 268; 22 de marzo de 1949, LXV, 634; 6 de mayo de 1966, CXVI, 97; 
22 de febrero de 1971, CXXXVIlI, 135). Teniendo en cuenta estos elementos, se ha definido 

con mayor exactitud la transacción, expresando que es la convención en que las partes, 

sacrificando parcialmente sus pretensiones, ponen término en forma extrajudicial a un 

litigio pendiente o precaven un litigio eventual»: SC, 29 oct. 1979, G. J. t. CLIX, pp. 301 a 

305.  
3) En contraposición, mientras no se adopte una solución convencional o judicial definitiva 

sobre el conflicto, y subsista -por lo mismo- la incertidumbre propia de la litispendencia, 

los contendores podrán fijar de mutuo acuerdo el alcance de sus derechos renunciables, 

«mediante el sacrificio recíproco del derecho que cada una de las partes cree poseer»: SC, 

12 dic. 1938, G.J. t. XLVII, pág. 478-483. 

 
ASUNTO:  

Servientrega S.A. pidió que se declare que BBVA Colombia S.A. -como absorbente de 

Corfigan- es responsable de los actos negligentes de esta última «en la elaboración del 
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resumen ejecutivo de estudio de debida diligencia sobre el Banco de Caldas S.A. (...) que 

presentó a Fenalco, y que sirvió como base para fijar la estructura, los términos y 
condiciones en que se ejecutaría la compra del Banco de Caldas S.A. por parte de Fenalco, 

y posteriormente de sus afiliados durante el proceso de democratización». También solicitó 

extender esa declaración a Fenalco, «como consecuencia de la implementación del negocio 

propuesto por el Banco Ganadero Colombia, Banco Ganadero Panamá, Corfigan, Corregán 

y Fidugan, para la compra y posterior democratización del Banco de Caldas S.A. (...), porque 

no contó con un due diligence para promover la vinculación de sus afiliados al proyecto 
(...)». Como reparación por el daño que dijo haber sufrido, exigió que se condene a las 

convocadas a pagarle «por concepto de daño emergente», junto con los réditos de mora 

causados «sobre los abonos efectuados por Servientrega S.A. y, o Telegiros Ltda.», 

liquidados a la tasa máxima que establece la ley mercantil. Mediante sentencia anticipada 

el a quo declaró probada la excepción de «transacción» que alegaron todas las personas 

jurídicas convocadas. El tribunal modificó lo decidido, con el fin de desestimar la defensa 
de transacción que elevó Fenalco. En lo demás, lo confirmó. En casación, la convocante 

denunció la infracción directa de los artículos 1506, 2469 y 2483 del Código Civil, 

arguyendo que el tribunal erró al dar alcances de transacción «al acuerdo de pagos que con 

fecha 9 de junio de 1999 concertaron BBVA Colombia y Servientrega S.A.». La Sala no casa 

la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : LUIS ALONSO RICO PUERTA 
NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-03-009-2013-00173-01 

PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1365-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 06/06/2022 
DECISIÓN    : NO CASA 

 

 

SC1641-2022 

 

RECURSO DE CASACIÓN-Inobservancia de reglas técnicas. 

 
EXTRACTO-1) la impugnante incurrió en incompletitud y falta de claridad, así como en 

invocación de un medio nuevo, razones para desechar su estudio, en aplicación del artículo 

346 del CGP. 2) la acusación deviene insuficiente, al dejar incólume múltiples de las 

razones que sirvieron al ad quem para rehusar la pretensión resolutoria, en contravención 

de la exigencia de completitud a que se refiere el artículo 344 del CGP. 3) varios de los 

cuestionamientos desvelan una aceptación del contenido de la decisión de segundo grado, 
lo que desdice sobre su claridad. 4) en la acusación se incluyeron medios nuevos, que deben 

ser rechazados de forma categórica, como son la invocación de un enriquecimiento 

injustificado, por el no reconocimiento de los abonos efectuados al contrato al momento de 

su suscripción, y la aplicación de la carga dinámica de la prueba, para resolver lo relativo 

a la causa de los pagos realizados. Inexistencia e intrascendencia de los errores de 

juzgamiento imputados. 
 

INCONGRUENCIA-Al decidir el recurso de apelación. La materia que fue estudiada por el 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1641-2022-2016-00522-01.pdf


 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                                     Gaceta de Jurisprudencia 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                                      Providencias 2022-6 

46 

colegiado de segundo grado se debía resolver de oficio, por estar vinculada con el 

reconocimiento del derecho pretendido, así como en garantía del derecho de contradicción. 
El sentenciador -al margen del contenido de la apelación- tiene el deber de decidir las 

materias: (I) tocantes a presupuestos del proceso, la acción o la sentencia favorable, (II) que 

tengan conexión necesaria con la decisión de alzada o (III) cuyo pronunciamiento sea 

oficioso. De forma excepcional, debe ir más allá de los argumentos blandidos por el 

apelante, para (I) proteger los derechos de ciertas personas, (II) reconocer situaciones 

sobrevinientes que afectan el derecho controvertido, (III) resolver materias que no fueron 
falladas por el a quo, o (IV) revisar aspectos inescindiblemente conectados con la decisión. 

Doctrina probable procesal: como el juzgador debe circunscribir su análisis a las referencias 

fácticas, jurídicas y argumentativas que aduce el recurrente en contra de la decisión 

censurada, su desconocimiento trasluce falta de consonancia. 

 

Fuente formal:  
Artículo 336 numerales 2º, 3º CGP.  

Artículos 281, 282 CGP.  

Artículo 328 inciso 1º CGP.  

Artículo 344 numeral 2º CGP.  

Artículo 346 numeral 2º CGP.  
Artículo 349 inciso final CGP.  

Artículo 366 numeral 3º CGP. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) [C]umple recordar que la congruencia de la sentencia es principio cardinal del conjunto 

de garantías del debido proceso, que evita el exceso o el defecto de esa decisión respecto del 
marco jurídico de lo que compete resolver, previsto en el artículo 305 del citado estatuto [se 

refiere al Código de Procedimiento Civil, norma equivalente al artículo 281 del C.G.P.], bajo 

cuyo tenor el juez debe sujetar la solución del conflicto a los hechos y las pretensiones de 

la demanda o demás oportunidades autorizadas, así como las defensas frente a esta última, 

sin desmedro de lo que ha de resolverse de oficio. De acuerdo con la jurisprudencia 
consolidada de esta corporación, acatar la congruencia implica que debe haber armonía 

entre lo pedido y lo resistido: SC22036-2017.  

2) [E]l principio de congruencia constituye una garantía de los derechos fundamentales al 

debido proceso y defensa de las partes en el proceso, hoy regulado en los artículos 281 y 

328 de la citada disposición, cuya desatención, se ha dicho, se presenta cuando: i) el 

juzgador decide el caso por fuera de las pretensiones o excepciones probadas en el caso 
(extra petita), o más allá de lo pedido (ultra petita), o cercenando lo que fue objeto de 

alegación y demostración (citra petita); ii) cuando la sentencia no guarda correlación con 

las ‘afirmaciones formuladas por las partes’, puesto que es obvio que el juez no puede hacer 

mérito de un hecho que no haya sido afirmado por ninguna de ellas; y, iii) en los eventos 

en los que se presenta ‘una desviación del tema que fue objeto de la pretensión deducida 
en la sustentación del recurso’: SC4106-2021.  

3) La Corte ha acudido a la incongruencia para invalidar las decisiones judiciales que, al 

desatar la alzada, se desvían «del tema que fue objeto de la pretensión deducida en la 
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sustentación del recurso” (SC5453, 16 dic. 2021, rad. n.° 2014-00085-01): sobre la 

inconsonancia por este mismo aspecto, véase SC14427-2016 y AC1385-2020; significa que 
«la incongruencia… también se patentiza cuando la sentencia no armoniza con lo pedido 

en la sustentación del recurso que, indudablemente, corresponde a una pretensión del 

derecho sustancial controvertido»: SC5142-2020.  

4) Como el juzgador debe circunscribir su análisis a las referencias fácticas, jurídicas y 

argumentativas que aduce el recurrente en contra de la decisión censurada, su 

desconocimiento trasluce falta de consonancia. Entendimiento que constituye la doctrina 
probable vigente sobre la materia, por haber sido acogida en las providencias del 2 de 

noviembre (SC3627, rad. n.° 2014-58023-01), 13 de octubre (SC4174, rad. n.° 2013-11183-

01), 16 de septiembre (SC4106, rad. n.° 2018-02233-00), 30 de junio de 2021 (AC2610, 

rad. n.° 2012-00100-01), 16 de diciembre de 2020 (SC5142, rad. n.° 2010-00197-01).  

5) «La incongruencia no se presenta solo cuando existe una disonancia entre lo invocado 
en las pretensiones de la demanda y lo fallado, sino que también se patentiza cuando la 

sentencia no armoniza con lo pedido en la sustentación del recurso que, indudablemente, 

corresponde a una pretensión del derecho sustancial controvertido»: SC14427-2016; 

reiterada SC3627-2021.  

6) La Sala, refiriéndose al anterior estatuto procesal, en consideraciones que mantienen 

vigencia, doctrinó: «se tiene que, como regla de principio, la decisión del superior está 
restringida a los argumentos expuestos por el apelante, lo que no obsta para que sentencie 

sobre temáticas respecto de las cuales el ordenamiento le impone pronunciarse motu 

proprio, por estar íntimamente relacionadas con el asunto sometido a su conocimiento»: 

SC3918-2021.  

7) «existen puntos íntimamente ligados al tema objeto de la alzada que, aun cuando no 

hayan sido cuestionados, no se encuentran vedados para el ad quem» (SC444, 25 en. 2017, 
rad. n.° 2012-02003-00). Por tanto, si bien es cierto que «los jueces de apelación no pueden 

fallar de oficio sobre ningún asunto que no les haya sido propuesto», también lo es que esta 

regla no tiene cabida frente a tópicos que «estén íntimamente ligados con el objeto de la 

impugnación. De suerte que cuando la apelación ha sido puntual, los demás aspectos de 

la sentencia -esto es los que no fueron objeto de recurso- adquieren la autoridad de la cosa 
juzgada»: SC14427-2016.  

8) De forma concreta, y sin ánimo de exhaustividad, se consideran temáticas 

inescindiblemente vinculadas las relativas a: (I) satisfacción de los presupuestos de la 

acción: SC5473-2017; (II) restituciones mutuas a consecuencia de la extinción retroactiva 

de negocios jurídicos: SC2217-2021; (III) presupuestos procesales, esto es, los requisitos 

exigidos por la ley para la regular formación y el perfecto desarrollo del proceso: SC, 15 
may. 1985, reiterado AC3048-2021; (IV) orden público, como sucede con la nulidad 

absoluta de ciertos actos o declaraciones de voluntad (idem); y (V) satisfacción de los 

requisitos de los títulos ejecutivos para ordenar el cumplimiento coactivo: STC15169-2019.  

9) Uno de estos pronunciamientos oficiosos que debe asumir el juzgador ad-quem lo 

constituye el análisis de los presupuestos del derecho reclamado por el demandante, sin 
que este proceder implique la desatención del principio de la congruencia, porque como lo 

tiene dicho la Corte, ‘[d]esde esa perspectiva si lo que pasa por alto el sentenciador es la 

inexistencia del derecho reclamado, no quiere decir que el fallo sea inconsonante, que sólo 
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se da si no declara de oficio una «excepción» que forzosamente debía reconocer. Esto es, no 

corresponde a un yerro in procedendo’: SC4574-2015, SC3918-2021.  
10) [L]a resolución del derecho reclamado por el solicitante, accediendo o negando, 

previamente al estudio de los mecanismos de defensa propuestos o a los reparos señalados 

por el recurrente por vía de apelación, no comporta la conculcación del principio de 

congruencia, por tratarse del cumplimiento del deber de administrar justicia de que está 

investido todo funcionario judicial, ya de primera instancia ora de segundo grado, en 

desarrollo del derecho a la tutela judicial efectiva: SC5473-2021.  
11) «Cuando los sentenciadores de instancia asumen el estudio de la legitimación y 

determinan su ausencia en relación con alguna de las partes, lo que los lleva a negar la 

pretensión, están, en estricto sentido, resolviendo oficiosamente sobre los presupuestos 

indispensables para desatar de mérito la cuestión litigada»: SC2642-2015.  

12) La doctrina probable de la Sala, frente a la acción resolutoria, tenía dicho que «luego de 
que sea establecida la existencia de un contrato válido que ligue a los contratantes, la labor 

del juzgador deberá estar dirigida a determinar… la legitimación del actor, esto es, a 

escudriñar si su conducta contractual evidencia que puede beneficiarse de la facultad para 

pedir la resolución del contrato o su cumplimiento, con indemnización de perjuicios, porque 

tal derecho le asiste únicamente a quien ha cumplido o se ha allanado a hacerlo»: SC, 16 

jun. 2006, exp. n.° 7786.  
13) [L]a legitimación en causa, esto es, el interés directo, legítimo y actual del “titular de 

una determinada relación o estado jurídicos” (U. Rocco, Tratado de derecho procesal civil, 

T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 1983, pp. 360), 

es cuestión propia del derecho sustancial, atañe a la pretensión y es un presupuesto o 

condición para su prosperidad. Por tal motivo, el juzgador debe verificar la legitimatio ad 
causam con independencia de la actividad de las partes y sujetos procesales al constituir 
una exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, según quien pretende y frente 

a quien se reclama el derecho sea o no su titular…: SC de 1° de jul. de 2008, Rad. 2001-

06291-01, reiterada SC2768-2019, SC4888-2021.  

14) De este modo, sea cual fuere la causal que se aduzca, esto es, independientemente que 

la crítica cuestione vicios de juzgamiento o in procedendo, ese libelo constituye la moldura 

dentro de la cual la Corporación debe discurrir su actividad; de ahí que competa al censor 
atender un mínimo de exigencias en procura de tornar idónea la respectiva sustentación; 

pues es a él a quien corresponde delinear los perfiles dentro de los que ha de discurrir la 

Corte como Tribunal de Casación: AC219-2017.  

15) Recurso de casación. La claridad consiste en que «la persona que acude a este 

mecanismo debe formular sus embates… con la indicación de las razones por las cuales 
considera que el juzgador de instancia se equivocó y cómo tal dislate tiene la virtualidad de 

afectar la totalidad de la decisión. No es posible soportar la acusación en formulas 

abstractas, o elucubraciones sobre cuál debió ser la decisión definitiva»: AC3919-2017.  

16) Recurso de casación. La precisión obliga a «que los embistes [estén] orientados hacia 

los fundamentos reales de la decisión atacada, sin separarse de ellos, so pena que la 

recriminación no pueda ser admitida. En otras palabras, los reproches deben dirigirse con 
acierto hacia el centro de la argumentación de la providencia cuya anulación se pretende»: 

AC5922-2021.  
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17) Recurso de casación. La completitud «impone al promotor que ataque la totalidad de 

las premisas del fallo cuestionado, de suerte que las controvierta en su integridad, sin que 
ninguna de ellas pueda quedar desprovista de cuestionamiento»: AC4921-2021.  

18) Se positivizó la denominada prohibición de «medios nuevos», «o sea, aspectos… que, por 

no haberse planteado ni alegado en ninguna de las instancias del proceso, o por ser 

contrarios a los que allí se debatieron, fueron desconocidos por el sentenciador de 

instancia, y que, por consiguiente, sólo buscan que el litigio se solucione mediante el 

estudio por la Corte Suprema de extremos absolutamente distintos a los que fueron base 
de la demanda y su contestación (SC, 19 ene. 1982)»: SC3604-2021.  

19) ‘[u]na acusación incompleta, esto es, una imputación en casación que deje intacto un 

argumento del Tribunal que por sí mismo preste base suficiente al fallo, es inane porque la 

Corte, dado lo dispositivo del recurso, no puede de oficio enmendar o suplir la omisión o 

falencia en que incurrió el censor’ (SC563, 1° mar. 2021, rad. n.° 2012-00639-01); dicho 
en positivo, ‘los cargos [deben ser] idóneos, en el sentido de que combatan todos los 

fundamentos esgrimidos como soporte de la decisión de instancia, pues de quedar en pie 

alguno de ellos será suficiente para mantener la determinación que pretende anularse’: SC, 

5 ab. 2021, rad. n.° 2006-00215-01, SC4670-2021.  

20) «No es el litigio como cuestión decidendum, sino la sentencia proferida por el tribunal 

de segunda instancia como thema decisum, sentencia ésta que es el objetivo propio del 

Juzgamiento de la Corte en casación, quien, en el ámbito de cualquiera de las causales 
específicas en que puede fundarse tal recurso y dentro de los límites que le trace la 

impugnación, se limita a decidir si ese procedimiento de segundo grado se conforma, sí o 

no, con el derecho»: SC, 22 mar. 1995, exp. n.° 5250.  

21) Solo el error manifiesto, evidente y trascedente es susceptible de apoyar la causal de 

casación que por esta vía daría al traste con el pronunciamiento impugnado. Los yerros 
cuya incidencia determinante no aparezca demostrada, a pesar de su concurrencia, no 

bastan para infirmar la decisión mediante el recurso extraordinario: SC876-2018.  

22) Colofón que encuentra apoyo en «la autonomía que abriga a los jueces de instancia en 

la valoración de los instrumentos persuasivos», razón para admitir que «sus conclusiones 

son intangibles e inmodificables en casación, salvo los casos en que se advierta una 

conclusión contraevidente, ‘porque se aparta groseramente y de manera trascendente de 
las normas que regulan la materia sometida a composición del Estado por intermedio de 

sus jueces, ora en la consideración fáctica, ya en la estimación de los elementos de 

convicción’ (CSJ, SC, 28 nov. 2013, rad. n.° 1999-07559-01)»: SC3346-2020.  

23) [E]l juzgador de instancia, con sujeción a los aspectos objetivos y jurídicos de los medios 

de prueba, tiene la clara atribución de estimarlos conforme a las reglas de la sana crítica y 
arribar a las conclusiones pertinentes que sustenten el correspondiente fallo. Por esta razón 

en principio, tales conclusiones deberán mantenerse, a menos que el sentenciador hubiese 

incurrido en error evidente de hecho o en error de derecho trascendente, para quebrar el 

fallo atacado (CSJ SC de 10 de dic. de 1999, exp. 5277, reiterada SC de 19 de sept. de 

2006, exp. 1999-00633-01) …: SC5142-2020. 

 
Fuente doctrinal:  
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Eduardo J. Couture, Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Depalma, Buenos Aires, 

1958, p. 188 y 189.  
José Gabriel Sarmiento, Casación Civil, Serie Estudios, Caracas, 1998, pp. 37-38. 

 

ASUNTO:  

Reciclaje Excedentes e Incineraciones Industriales REII S.A.S.pidió que se declare la 

resolución del contrato de obra civil a todo costo, de la construcción de la planta de horno 

térmico, celebrado con José Mario Rodríguez Mazo, y que, como consecuencia, se ordene 
«corregir todas las anomalías que presenta la obra ejecutada, por cuenta suya o de un 

tercero». El a quo negó «las pretensiones de la demanda por falta de prueba del 

incumplimiento del demandado». El ad quem confirmó la decisión, con sustento en que la 

demandante no demostró el cumplimiento de sus obligaciones. La convocante formuló dos 

embistes en casación: 1) falta de congruencia entre la sentencia de alzada y los argumentos 

de la apelación, al tener a la demandante como contratante incumplida, en transgresión 
del derecho de defensa. 2) violación indirecta, por no advertir que (I) REII S.A.S. pagó 

$1.641.288.000, (II) éstos se destinaron al contrato n.° 01, (III) la demandante se allanó a 

cumplir, y (IV) no se probaron los gastos administrativos y alteraciones de presupuesto. La 

Sala no casa la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-03-035-2016-00522-01 

PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1641-2022 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 08/06/2022 

DECISIÓN    : NO CASA 

 
 

SC1643-2022 

 

CONTRATO DE SUMINISTRO-Nulidad de órdenes de compra, por incurrir en fraude a la 

ley, al usar la figura societaria «Grupo Alúmina» y las propias empresas, para evadir el pago 

de los bienes, así como la consecuente desestimación de la personalidad jurídica de los 
convocados. 

 

EXTRACTO-Inaplicabilidad del instituto de la desestimación de la personalidad jurídica 

societaria consagrado en el literal d) del numeral 5 del artículo 24 del Código General del 

Proceso, por ser posterior y no gobernar la controversia, pues los hechos de la contienda 

ocurrieron en el año 2011. Los casos prototipo de desestimación de la personalidad jurídica 
están vinculados a la utilización de la sociedad para transgredir una disposición legal, 

causar perjuicios o evadir obligaciones contractuales, por un comportamiento atribuible a 

los socios o a los administradores, entre algunos se cuentan: 1) la instrumentalización de 

una filial por parte del controlador; 2) la administración de la sociedad en transgresión de 

las formalidades legales y estatutarias; 3) la confusión de patrimonios y negocios entre la 
sociedad y todos o algunos de socios; 4) El fraude a socios o acreedores; 5) la 

infracapitalización de la sociedad. Las diversas regulaciones adoptadas en la legislación 

mercantil patria, para instituir el levantamiento del velo corporativo, poseen marcadas 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1643-2022-2016-00158-01.pdf
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diferencias, en materia de legitimación activa y pasiva, requisitos axiológicos, temporalidad, 

entre otros aspectos. Antecedentes legislativos y marco regulatorio vigente. 
 

RECURSO DE CASACIÓN-Inobservancia de reglas técnicas: 1) el embate está ayuno de 

claridad para intentar el empleo de la supuesta sanción de nulidad solicitada con base en 

otra regla o principio de derecho diversa a la invocada en las instancias del litigio. 2) los 

errores de hecho y de derecho probatorio exigen que esas falencias llevaran al juzgador a 

obtener conclusiones probatorias manifiestamente equivocadas; y que como consecuencia 
se vulnerara, como mínimo, una norma sustancial que haya sido, o debido ser, base 

esencial de la providencia recurrida, presupuesto éste que en el sub lite aparece 

incumplido, en tanto que el literal d) del numeral 5 del artículo 24 del Código General del 

Proceso es atemporal al caso y la supuesta conculcación de otros preceptos sustanciales 

no fue desarrollada de manera clara. 3) el cargo yuxtapone diversas modalidades 
levantamiento del velo corporativo, sin siquiera explicar por qué sería viable esa unión, o si 

se trata de la aplicación de una sanción legal o, por el contrario, sea consecuencia 

indemnizatoria fruto del daño o del abuso del derecho. 4) tampoco se argumenta si se está 

acudiendo a la aplicación de principios generales del derecho, tras al desconocimiento de 

reglas de legalidad, máxime cuando a lo largo del litigio se invocó la desestimación de la 

personalidad jurídica erigida en el literal d) del numeral 5 del artículo 24 del Código General 
del Proceso y el artículo 29 de la ley 222 de 1995, al punto que en la sustentación de la 

apelación se reiteró que era aquel precepto el pilar fundamental de sus súplicas. 

 

NORMA SUSTANCIAL-Ostenta este linaje el artículo 24 numeral 5º literal d) del CGP. 

 
Fuente formal:  

Artículo 336 numeral 2º CGP.  

Artículo 24 numeral 5º literal d) CGP.  

Artículos 98 inciso 2º, 99, 252, 871 Ccio.  

Artículos 1603, 2488 CC.  

Artículos 29 inciso 2º, 58, 83 C.P.  
Artículo 29, 71 parágrafo, 148 parágrafo, 207 Ley 222 de 1995.  

Artículos 49 numeral 8º, 61, 82, 126 Ley 1116 de 2006.  

Artículo 42 Ley 1258 de 2008.  

Artículo 349 inciso final CGP.  

Artículo 365 numeral 1º CGP. 
 

Fuente jurisprudencial:  

1) Así las cosas, si las personas jurídicas de riesgo limitado son pilares estructurales para 

el desarrollo del país, no admite discusión alguna que el hecho de asistir al 

desaparecimiento de sus atributos pondría en riesgo la estabilidad y el orden económico 

como fines esenciales del Estado, previstos tanto en el preámbulo como en los artículos 1°, 
25, 39, 150-8, 189-24, 333 y 334 de la Constitución Política.»: Corte Constitucional, 

sentencia C-865 de 2004.  



 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                                     Gaceta de Jurisprudencia 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                                      Providencias 2022-6 

52 

2) Con todo, las indudables ventajas que ostenta esta separación más o menos absoluta de 

los patrimonios de los constituyentes y socios ulteriores frente al de la sociedad constituida, 
y cuyas bondades no hay para qué ponderarlas ahora, es lo cierto que el legislador ha 

establecido excepciones y por tanto, contempla una responsabilidad solidaria en casos 

específicos que alcanzan tanto a socios como a administradores…No obstante, con el 

propósito de defraudar al fisco, a empleados y a terceros, de esa personificación jurídica se 

abusó, fenómeno experimentado en las más diversas latitudes, y cuya consecuencia fue la 

reacción del legislador y la jurisprudencia de numerosos Estados, para prevenir, frenar y 
buscar indemnizar los perjuicios irrogados. Se echó mano de figuras ya decantadas como 

la del abuso del derecho, la simulación, la buena fe, y aún del postulado general del 

neminen laedere, entre nosotros consagrado en el artículo 2341 del Código Civil: SC2837-

2018.  

3) En este orden de ideas, cuando se vulnera el principio de buena fe contractual y se utiliza 

a la sociedad de riesgo limitado no con el propósito de lograr un fin constitucional válido, 
sino con la intención de defraudar los intereses de terceros, entre ellos, los derechos de los 

trabajadores, es que el ordenamiento jurídico puede llegar a hacer responsables a los 

asociados, con fundamento en una causa legal distinta de las relaciones que surgen del 

contrato social. Es entonces en la actuación maliciosa, desleal o deshonesta de los 

accionistas generadora de un daño para con los terceros, en donde se encuentra la fuente 
para desconocer la limitación de la responsabilidad y exigir de los socios la reparación del 

daño acontecido.»: Corte Constitucional, sentencia C-865 de 2004.  

4) «[e]stas herramientas legales se conocen en la doctrina como la teoría del levantamiento 

del velo corporativo o ‘disregard of the legal entity’ o ‘piercing the corporate veil’ cuya 

finalidad es desconocer la limitación de la responsabilidad de los asociados al monto de sus 

aportaciones, en circunstancias excepcionales ligadas a la utilización defraudatoria del 
beneficio de la separación. Al respecto, ha sostenido la doctrina: “El ente hermético se abre 

siempre que surja o se perciba un asomo de mala fe, fraude, abuso del derecho o 

simulación. Así mismo cuando se forma para burlar el ordenamiento jurídico, o si después 

de constituida con arreglo a la ley se desvía de su finalidad, o la persona es utilizada para 

actos o propósitos ilícitos, se configura el ejercicio anormal de un derecho que merece 

correctivos para que no persista el abuso”»: Corte Constitucional, sentencia C-865 de 2004.  
5) Esta Corte por vía jurisprudencial en pretérita oportunidad sentó, fundada en principios 

como la buena fe, la prohibición que pesa sobre toda persona de evitar el abuso de sus 

prerrogativas y aquella máxima según la cual toda consecuencia de un acto fraudulento es 

así mismo falaz, la posibilidad de develar el velo corporativo para castigar actos perversos 

o malignos de los asociados, ejecutados mediante la creación o el uso de un ente moral: 
SC2476-2019.  

6) Tiene sentado la doctrina de esta Corporación que tienen tal connotación de sustancial 

aquellas normas que a una situación fáctica específica dan una consecuencia también 

concreta, esto es, declaran, crean, modifican o extinguen la relación jurídica que media 

entre los intervinientes, al decir «que por normas de derecho sustancial debe entenderse 

las que declaran, crean, modifican o extinguen relaciones jurídicas concretas, es decir, las 
que se ocupan de regular una situación de hecho, respecto de la cual deba seguirse una 

consecuencia jurídica…»: AC de 18 nov. 2010, rad. 2002-00007.  
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7) A tono con la naturaleza extraordinaria del recurso de casación, tiene establecido la 

jurisprudencia vernácula de la Corte que dicho medio de impugnación, no obstante 
habilitarse frente a aquellas sentencias que, como resultado de errores en la apreciación 

probatoria, resultan infringiendo la ley sustancial, no constituye una instancia más en la 

que pueda intentarse una aproximación al litigio, de suerte que, tratándose de la causal 

primera y cuando se acusa al fallador de haber incurrido en ese tipo de yerros, será 

necesario que el recurrente demuestre, si de error de hecho se trata, no sólo que la 

equivocación es manifiesta, abultada o evidente, es decir, que “puede detectarse a simple 
golpe de vista, tanto que para descubrirlo no se exigen mayores esfuerzos o razonamientos, 

bastando el cotejo de las conclusiones de hecho a que llega el sentenciador y lo que las 

pruebas muestren” (cas. civ. de 2001; exp. 6347), sino que también es trascendente, “esto 

es, influyente o determinante de la decisión ilegal o contraria a derecho; lo cual, descarta, 

entonces, según lo tienen entendido jurisprudencia y doctrina, aquellos errores inocuos o 
que no influyen de manera determinante en lo dispositivo de la sentencia, porque su 

reconocimiento ningún efecto práctico produciría” (cas. civ. de octubre 20 de 2000; exp: 

5509), por lo menos frente al cometido de la Corte de proveer a la realización del derecho 

objetivo que, en esa hipótesis, no se vería lesionado: S-158 de 2001, rad. nº 5993.  

8) … las acusaciones imprecisas o las ayunas de claridad -v.gr. las totalmente 

desenfocadas, las alambicadas, farragosas o las etéreas-; los reproches que, por situarse 
en la periferia o, en el mejor de los casos, en el umbral del raciocinio judicial pertinente, no 

permean la almendra de la providencia que emana del fallador; o las glosas que, por 

generales, vagas o panorámicas, no descienden cabal y puntualmente a la médula de la 

decisión del Tribunal o al análisis de la prueba respectiva, no están en consonancia con las 

reglas que, de marras, estereotipan la casación…: SC003, 5 feb. 2001, reiterada en AC6986-
2015.  

9) (…) deja incompleto el ataque, al decir de la Sala, ‘(…) en la medida en que se privaría a 

la Corte, de un elemento necesario para hacer la confrontación con la sentencia acusada, 

no pudiéndose, ex officio, suplir las deficiencias u omisiones en que incurra el casacionista 

en la formulación de los cargos, merced al arraigado carácter dispositivo que estereotipa al 

recurso de casación’. Desde luego, no cualquier precepto califica como sustancial, sino 
únicamente, cual lo tiene decantado esta Corporación, si declara, crea, modifica o extingue 

una relación jurídica concreta, esto es, cuando regula una situación de hecho, seguida de 

una consecuencia jurídica. Carecen de esa connotación, por lo tanto, las normas que 

definen fenómenos jurídicos o describen sus elementos, pues al ser tales, en línea de 

principio, no atribuyen derechos subjetivos; tampoco, por lo mismo, las que regulan 
determinada actividad procesal o probatoria: AC481-2016. 

 

Fuente doctrinal:  

Easterbrook, F.H., & Fischel, D.R. (1985). Limited Liability and the Corporation. The 

University of Chicago Law Reviem, 51(1), 89-117. https: doi.org 10.2307 1599572.  

People’s Pleasure Park Co., Inc., et al . v. Rohleder. June 11, 1908 [61 S. E. 794.]. (1908). 
The Virginia Law Register, 14(7), 548-549. https: doi.org 10.2307 1102494.  
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En el mismo sentido: John Walkovszky, Respondent, v. William Carlton, Appellant, et al., 

Defendants. Court of appeals of New Yirk Argued september 26, 1966; decide november 29, 
1966.  

Walkovszky v Carlton.pdf Federico de Castro y Bravo, La sociedad anónima y la 

deformación del concepto de persona jurídica. En Anuario de derecho civil, Vol. 2, n.° 4, 

1949.  

Carlos Ducci Claro, Derecho Civil, Parte General, Editorial Jurídica de Chile, 2005, p. 398.  

Inglaterra, Court of Appeal, 2, 3 y 4 mar. 1976, D.H.N. LTD. v.  
Tower Hamlets L.B.C. (traducción propia). Estados Unidos de América, Supreme Court, 31 

en. 1887, caso 120.  

Hibernia Ins. Co. v. St. Louis Transportation. Estados Unidos de América, Court of Appeals 

of New York, 29 nov. 1966, caso 414.  

John Walkovszky vs William Carlton (traducción propia). Juan Trujillo Espinel, El abuso 
de la personalidad jurídica de las sociedades mercantiles y su desestimación. En Revista 

Jurídica On Line, 2010, p. 112.  

Vicente Rodolfo Walde Jáuregui, La infracapitalización. En Vox Juris, Vol. 29, n.° 1, 2015. 

 

ASUNTO:  

The Shopping Metal Inc. solicitó, de forma principal, declarar nulas las órdenes de compra 
emitidas en desarrollo del contrato de suministro suscrito por las tres empresas 

demandadas, Aluminio Nacional S.A. «Alúmina S.A.», Empresa Metalmecánica de Aluminio 

S.A. «Emma y Cía. S.A.», Aluminio Reynolds Santodomingo S.A. en liquidación judicial 

«Reynolds S.A.» como contratantes «conjuntas y solidarias», con la convocante, como 

contratista, por incurrir en fraude a la ley al usar la figura societaria «Grupo Alúmina» y las 
propias empresas para evadir el pago de los bienes. Por consecuencia, condenar a tales 

compañías y a Michael Gil Gómez de forma solidaria, como su representante legal -previo 

levantamiento del velo corporativo-, a devolver, a título de restituciones mutuas, las 

mercancías vendidas o, en caso de ser imposible el retorno, pagar U$746.732,48 para el 25 

de agosto de 2011, o su equivalente en pesos colombianos a la fecha del desembolso, más 

los intereses moratorios comerciales. La Coordinación del Grupo de Jurisdicción Societaria 
II de la Superintendencia de Sociedades desestimó las pretensiones. El ad quem confirmó 

la decisión de primera instancia. Al amparo del segundo motivo de casación se endilga la 

violación indirecta, de los artículos 83 de la Constitución Política, 1603, 1746 del Código 

Civil, 871 del Código de Comercio y literal d) del numeral 5 del artículo 24 del Código 

General del Proceso, como consecuencia de errores de hecho y de derecho en la valoración 

del acervo probatorio, estos últimos por desconocimiento de los cánones 96 a 97, 166 a 
167, 192, 205 y 372 numeral 4 del CGP. La Sala no casa la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-99-002-2016-00158-01 
PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1643-2022 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 08/06/2022 
DECISIÓN    : NO CASA  
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SC1644-2022 

 
RENDICIÓN PROVOCADA DE CUENTAS-legitimación en la causa por activa de la sociedad 

demandante. 

 

EXTRACTO-No resulta necesario que el actual administrador de una empresa mercantil 

requiera autorización de su asamblea de accionistas para exigir a un anterior gerente -por 

vía judicial- la rendición de cuentas que este omitió. Excusada está la autorización de la 
asamblea de accionistas o socios al actual administrador, para que este exija a uno anterior 

la rendición de cuentas que difirió, aun cuando fuere por vía judicial, habida cuenta que la 

responsabilidad de aquel abarca reflejar el decurso -pasado y presente- de la empresa a los 

accionistas o socios. Por expreso mandato legal toda rendición de cuentas o informe de 

gestión realizado por el administrador, representante legal o gerente de una compañía 
mercantil, debe constar en las actas correspondientes de la asamblea de accionistas o junta 

de socios, sin que sea admisible otro medio de prueba. Se trata, entonces, de la 

consagración en el ordenamiento jurídico de índole mercantil, de una formalidad ad 
probationem. Se vulneró el ordenamiento sustancial para tener por acreditada la 

legitimación por activa, el exigir el acta de la asamblea general de accionistas que 

concediera, al actual representante legal, la facultad de iniciar el litigio. 

 
RECURSO DE CASACIÓN-1) error fáctico de preterición probatoria respecto a la 

presunción de certeza que pesa sobre el encausado acerca de que la asamblea de 

accionistas autorizó la instauración de esta causa judicial, de rendición provocada de 

cuentas, medio de convicción derivado del incumplimiento al deber instituido en el numeral 

2° del artículo 96 del Código General del Proceso. 2) yerro de iure al exigir que la copia del 
Acta de la asamblea de accionistas, en la cual obra la autorización concedida por ese órgano 

social para la iniciación de esta causa judicial, estuviera acompañada de los poderes 

otorgados por los accionistas a los apoderados que comparecieron en su nombre, y de las 

constancias de convocatoria a que alude el artículo 182 del Código de Comercio; en tanto 

dejó de lado el inciso 2º del artículo 189 de la misma compilación legal. 3) error de derecho: 

La aceptación de uno o varios hechos, realizada por las partes de común acuerdo, en la 
etapa procesal de la fijación del litigio, exonera de la carga de la prueba al extremo procesal 

a quien incumbía acreditar esa circunstancia, de donde la exigencia de demostración 

requerida por el funcionario judicial constituye yerro de iure, que se configura, entre otros 

eventos, cuando exige para la justificación de un hecho o de un acto una prueba especial 

no requerida, ya por disposición legal ora por convenio de las partes, en éste evento siempre 
y cuando se trate de hechos susceptibles de prueba de confesión, esto es, que no exigen 

medio de prueba calificado o formalidad ad probationem. 

 

Fuente formal:  

Artículos 624 y 625 numeral 5º CGP.  

Artículo 336 numeral 2º CGP.  
Artículo 344 parágrafo 2º CGP.  

Artículo 96 numeral 2º CGP.  

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1644-2022-2017-00175-01.pdf
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Artículo 189 inciso 2º, 196 Ccio.  

Artículo 372 numeral 7º inciso 3º CGP.  
Artículos 1494, 2142, 2181 CC.  

Artículos 45, 46, 47 Ley 222 de 1995. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) Los errores de hecho probatorios se relacionan con la constatación material de los medios 

de convicción en el expediente o con la fijación de su contenido objetivo. Se configuran, en 
palabras de la Corte, ‘(…) a) cuando se da por existente en el proceso una prueba que en él 

no existe realmente; b) cuando se omite analizar o apreciar la que en verdad sí existe en los 

autos; y, c) cuando se valora la prueba que sí existe, pero se altera sin embargo su contenido 

atribuyéndole una inteligencia contraria por entero a la real, bien sea por adición o por 

cercenamiento (...)’: SC9680-2015.  
2) La Corte enseñó que se incurre en error de derecho si el juzgador Aprecia pruebas 

aducidas al proceso sin la observancia de los requisitos legalmente necesarios para su 

producción; o cuando, viéndolas en la realidad que ellas demuestran, no las evalúa por 

estimar erradamente que fueron ilegalmente rituadas; o cuando le da valor persuasivo a un 

medio que la ley expresamente prohíbe para el caso; o cuando, requiriéndose por la ley una 

prueba específica para demostrar determinado hecho o acto jurídico, no le atribuye a dicho 
medio el mérito probatorio por ella señalado, o lo da por demostrado con otra prueba 

distinta; o cuando el sentenciador exige para la justificación de un hecho o de un acto una 

prueba especial que la ley no requiere: GJ CXLVII, página 61, citada en SC de 13 abr. 2005, 

rad. nº 1998-0056-02; SC de 24 nov. 2008, rad. nº 1998-00529-01; SC de 15 dic. 2009, 

rad. nº 1999-01651-01.  
3) «[s]on elementos esenciales del mandato: una parte que confiera el encargo y que se llama 

mandante o comitente; otra parte que acepta el encargo y que se llama en general 

mandatario: que el encargo verse sobre negocio o negocios que interesen de algún modo al 

mandante, puedan ser ejecutados legalmente por éste y por el mandatario, sean reales o 

futuros y se relacionen con terceros… El objeto propio del mandato son actos jurídicos que 

deben cumplirse por cuenta del mandante, al contrario de lo que sucede en el 
arrendamiento de servicios cuyo objeto son hechos de orden material. (Planiol. Tratado 

Elemental. T2 número 2232)»: SC de 30 sep. 1947. G.J. LXIII, pág. 39. 

 

ASUNTO:  

Servicios de Dragados y Construcciones S.A.S. solicitó ordenar a Michael David Williams 
Moreno rendir cuentas al máximo órgano social de aquella, por la gestión realizada por él 

como administrador en el periodo comprendido entre los años 2012 a 2015, y en el evento 

de que la omita condenarlo al pago, en un plazo de 5 días, de $3.286’899.255 o la suma 

que resulte a deber. Como soporte fáctico relató, en síntesis, que Michael David Williams 

Moreno fue designado como gerente de Servicios de Dragados y Construcciones Ltda., quien 

además ostenta la condición de socio, nombramiento ratificado con el cambio de razón 
social de la entidad por el de Servicios de Dragados y Construcciones S.A.S. Agregó que, 

pese a la obligación legal y estatutaria del administrador de rendir cuentas a la asamblea 

ordinaria, la omitió durante el periodo comprendido entre los años 2012 a 2015, así como 
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al retirarse de su labor en septiembre de 2015, órgano social que además nunca se reunió 

en los términos previstos por el ordenamiento jurídico. Michael David fue requerido para 
que cumpliera la citada obligación, a lo que replicó no estar forzado legal ni 

estatutariamente, por lo que la asamblea de accionistas de la demandante aprobó la 

instauración del presente juicio. El a quo declaró que «no está legitimado el representante 

legal de dicha entidad para exigir a mutuo propio rendir cuentas al demandado» (sic). El ad 
quem confirmó la decisión apelada. La promotora invocó dos cargos en casación, en los 

cuales aduce la vulneración indirecta de la ley sustancial, el primero por errores de derecho 

y el segundo por yerros de hecho en la estimación del material probatorio. La Sala casa la 
sentencia impugnada y revoca la de primera instancia. 
 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

NÚMERO DE PROCESO    :  08001-31-02-005-2017-00175-01 
PROCEDENCIA     : SALA CIVIL FAMILIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BARANQUILLA 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1644-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 08/06/2022 
DECISIÓN    : CASA Y REVOCA  

 

 

SC1416-2022 

 

CONTRATOS COLIGADOS-Incumplimiento derivado de la falta de provisión de los 
componentes, en proyecto para la importación, construcción, instalación y puesta en 

funcionamiento de la planta de tratamiento de aguas residuales -PTAR- Chía I Delicias Sur, 

que involucra la celebración de tres negocios jurídicos conexos de leasing, 

aprovisionamiento y suministro. 

 
EXTRACTO-La conexidad contractual es de cariz mixto, pues la vinculación que se 

presenta entre los negocios jurídicos mencionados es tanto de orden genético como de tipo 

funcional, dado que el convenio de leasing celebrado por la entidad demandante y el 

municipio que fungió como locatario, incidió directamente en la formación del contrato de 

aprovisionamiento que suscribieron el ente territorial y la empresa demandada, y los dos, 

a su vez, determinaron la convención posteriormente perfeccionada entre el establecimiento 
de crédito y la convocada, la cual, fue de suministro, comprendiéndose en este, una 

compraventa. Los dos últimos son desarrollo de la relación jurídica surgida del pacto de 

leasing, de manera que puede tenérseles como contratos unilateralmente subordinados de 

aquel. Error de hecho en la apreciación probatoria, al considerarse que la entidad bancaria 

estaba obligada a pagar por lo pactado en el contrato de aprovisionamiento o en el de 
suministro- compraventa, un guarismo que, adicionado a la cantidad descrita en la factura 

proforma, conducía a extralimitar la cuantía global señalada. 

 

Fuente formal:  

Artículo 336 numeral 2º CGP.  

Artículos 169, 170, 349 inciso 3º CGP. 
 

Fuente jurisprudencial:  

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1416-2022-2019-00014-00.pdf
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1) Contratos coligados. La vinculación, además, admite las variantes de “genética” o de 

“funcional”. La primera, puntualizó, “es aquella por la cual un contrato ejerce un influjo 
sobre la formación de otro u otros contratos”, en tanto la funcional alude a que un convenio 

“adquiere relevancia si obra sobre el desarrollo de la relación que nace del otro contrato”, 

materializándose como una “subordinación, unilateral o recíproca (bilateral)”, lo que 

determina que las vicisitudes de uno repercutan sobre las relaciones inmersas en el otro, 

“condicionando la validez o la ejecución del mismo”. A ellas se aúna la “mixta”, que reúne 

ambas: SC116-2007, rad. 2000-00528-01.  
2) Contratos coligados. Desde el año 1938 ya había hecho alusión a la unión de acuerdos 

negociales, bajo las modalidades de “externa”, con “recíproca dependencia” y “alternativa”. 

En la primera, sostuvo, los pactos «aparecen unidos externamente sin que haya 

subordinación de los unos respecto de los otros», de ahí que cada convención «sigue las 

pautas legales que le son propias». En la segunda, los contratos «son queridos como un 
todo. Se establece entre ellos, por las partes, una recíproca dependencia en el sentido de 

que el uno o los unos dependan del otro o de los otros» y en la última, «una condición enlaza 

los distintos contratos en forma que, si el suceso positivo no acaece o si acaece el negativo, 

se entienda concluido uno u otro contrato (…). En este supuesto, existe solamente aquel de 

los contratos que, desenvuelta la condición, las partes desearon (…)»: SC 31 may. 1938, G. 

J. XLVI No. 1936, págs. 670 y 671; en sentido similar SC 25 mar. 1941 y SC 12 ago. 1976.  
3) Contratos coligados. En el pronunciamiento CSJ SC 6 oct. 1999, rad. 5224, la Sala 

recurrió a la expresión “contratos coligados”, explicando que «sucede con frecuencia que en 

ejercicio de la llamada autonomía negocial y tras de expresar su voluntad en un único 

documento, las partes le dan vida a diversos contratos que, aun conservando su identidad 

típica y por ende quedando sometidos a la regulación que les es propia, quedan sin embargo 
coligados entre sí, funcionalmente y con relación de recíproca dependencia, hasta el punto 

de que las vicisitudes de uno, en mayor o menor grado, pueden repercutir en los otros, 

casos en los cuales es deber de los jueces establecer con cuidado y con base en las pruebas 

recaudadas si, además de las finalidades de cada uno de los contratos celebrados, existe o 

no un objetivo conjunto y general querido por las partes»: G.J. CCLXI, Vol. I, p. 531. 

4) Contratos coligados. Se cristaliza la conexidad contractual «cuando celebrados varios 
convenios deba entenderse que desde el punto de vista jurídico no pueden ser tratados 

como absolutamente independientes, bien porque su naturaleza y estructura así lo exija, o 

bien porque entonces quedaría sin sentido la disposición de intereses configurada por las 

partes y articulada mediante la combinación instrumental en cuestión»: G.J. CCLXI, Vol. I, 

p. 531.  
5) Contratos coligados. Se ha destacado por esta Corporación que, si el vínculo de 

dependencia se dirige en un solo sentido, esto es, de un contrato hacia los demás, la 

vinculación o subordinación es «unilateral»; en cambio, «cuando es bifronte, es decir, va y 

viene por igual entre los distintos contratos, el lazo es mutuo o recíproco, de 

interdependencia»: SC SC116-2007, rad. 2000-00528-01.  

6) Contratos coligados. La característica esencial de la coligación contractual es, como lo 
adoctrinó esta Corte «la pluralidad negocial, la relación o coligación teleológica, la 

unitariedad y unicidad funcional proyectada en una finalidad común, única, convergente 

u homogénea orientada a un propósito práctico único no susceptible de realización singular 
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por cada uno de los contratos sino en virtud del conjunto y de todos, sin originar un negocio 

nuevo, autónomo o único (…) permaneciendo en todo instante la unión de todos»: SC 1° 
jun. 2009, rad. 2002-00099-01, los cuales, como lo precisó la Sala en tiempos más 

recientes, «están llamados a actuar como un todo, y no aisladamente»: SC18476-2017; en 

el mismo sentido SC5690-2018.  

7) Contratos coligados. En cuanto respecta a la causa, la de cada convenio no puede 

confundirse con la de la operación jurídica, la cual «opera como el faro que, a la distancia, 

guía la ejecución de todos los actos necesarios para la obtención de la meta, de suerte tal 
que la finalidad o propósito general podrá ser otro al de los acuerdos o tipos negociales, en 

concreto, vale decir a los que se agrupan, articulan o se comunican, sin perder por ello su 

autonomía tipológica o sustantiva»: SC SC116-2007, rad. 2000-00528-01, de ahí que 

concurran dos causas, la propia de cada contrato y la comprensiva de toda la operación.  

8) Contratos coligados. Y atinente al débito obligacional que surge de la agrupación de 
acuerdos negociales, unas son las obligaciones aparejadas a cada tipo contractual y otras, 

las que dimanan del plexo formado, pues no se olvide que «aflora una realidad jurídica 

nueva», de la cual surgen «deberes de conducta para todos los intervinientes, que responden 

al imperativo de que ese novo objeto se constituya debidamente, se mantenga y cumpla sus 

fines»: SC18476-2017.  

9) Contratos coligados. Lo anterior sin desdeñar que, tal como se precisó en 
pronunciamiento muy próximo al presente, desde que surge a la vida jurídica la coligación 

convencional «debe quedar claramente establecido cuáles son los distintos acuerdos de 

voluntades que la componen, de modo que si llegaren a presentarse posteriores 

controversias sea factible definir si se refieren a uno de ellos en particular o a varios, y cuál 

sería su impacto o repercusiones en la operación económica que los aglomera»: SC2218-
2021.  

10) Error de hecho. No basta, sin embargo, la presencia de tales dislates en la apreciación 

acometida por el sentenciador, sino que es necesario, además, que ostenten el carácter de 

evidentes o notorios, lo que ocurrirá, como de antaño se ha adverado, cuando «su sólo 

planteamiento haga brotar que el criterio” del juez “está por completo divorciado de la más 

elemental sindéresis; si se quiere, que repugna al buen juicio”, lo que ocurre en aquellos 
casos en que él “está convicto de contraevidencia” (sentencias de 11 de julio de 1990 y de 

24 de enero de 1992), o cuando es “de tal entidad que a primer golpe de vista ponga de 

manifiesto la contraevidencia de la determinación adoptada en el fallo combatido con la 

realidad que fluya del proceso” (sentencia 146 de 17 de octubre de 2006, exp. 06798-01); 

dicho en términos diferentes, significa que la providencia debe aniquilarse cuando aparezca 
claro que “se estrelló violentamente contra la lógica o el buen sentido común, evento en el 

cual no es nada razonable ni conveniente persistir tozudamente en el mantenimiento de la 

decisión so pretexto de aquella autonomía” (G. J., T. CCXXXI, página 644)»: SC 21 feb. 

2012, rad. 2004-00649-01; reiterada en SC131-2018. 

 

Fuente doctrinal:  
Messineo, Francesco. (1952). Doctrina General del Contrato. Tomo I. Traducción: R. O. 

Fontanarrosa, S. Sentis Melendo, M. Volterra. Buenos Aires: Ediciones Jurídicas Europa-

América, p. 402.  
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Larroumet, Christian. Teoría general del contrato, Vol. I, Temis, Bogotá, págs. 375 y 376. 

 
ASUNTO:  

Bancolombia S.A. solicitó que, con citación y audiencia de la sociedad extranjera, Global 

Environment and Health Solutions de Colombia -GEHS-, domiciliada en la ciudad de 

Miami, Estados Unidos de Norteamérica y con actividad comercial permanente en el país a 

través de su sucursal en Colombia, se declare la existencia de un contrato de compraventa 

celebrado entre ellas para la adquisición de una planta de tratamiento de aguas residuales 
para el municipio de Chía, Cundinamarca y que la demandada es responsable por su 

incumplimiento al no despachar las partes completas, no construirla, ni ponerla en 

funcionamiento, en razón del cual reclamó la resolución del convenio, disponiendo las 

restituciones mutuas a que hubiera lugar. El a quo declaró probada la existencia de un 

contrato de suministro. El ad quem confirmó la providencia, tras corroborar el 

incumplimiento de Bancolombia S.A. en el pago del anticipo establecido en la factura 
proforma No. GEHS-KWI-128, adicionando que esa entidad financiera no acreditó haber 

“(…) desplegado las acciones correspondientes para cumplir con sus deberes, ya que una 

vez tuvo conocimiento de la segunda factura y ante el evidente incremento de los costos de 

la adecuación de la planta de tratamiento de aguas residuales contrata[da], no realizó 

gestión alguna ante el locatario para obtener su autorización y realizar el pago 

correspondiente ni mucho menos le puso de presente dicha situación (…)”. La acusación 
en casación se erigió sobre un único cargo, encausado por la vía de la transgresión indirecta 

de la ley sustancial, como consecuencia de tres yerros fácticos puntuales, derivados de la 

indebida apreciación de algunos medios de conocimiento y la preterición de otros. La Sala 

casa la sentencia impugnada y decreta dictamen pericial para determinar la condena. 
 
M. PONENTE    : HILDA GONZÁLEZ NEIRA 
NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-03-035-2019-00014-01 

PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1416-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 23/06/2022 

DECISIÓN    : CASA Y DECRETA PRUEBA  

 
 

SC1834-2022 

 

RECURSO DE CASACIÓN-Inobservancia de reglas técnicas. 

 

EXTRACTO-1) el embate luce desenfocado, es de rigor orientar acertadamente sus críticas, 
lo que implica que debe atacar las razones, sean jurídicas o fácticas, de la sentencia 

cuestionada. Asimetría del cargo. 2) el debate sobre la omisión en colegir que los convocados 

conformaban litisconsorcio necesario, debió plantearse por causal segunda. 3) el cargo por 

vía indirecta, no señala ninguna norma de derecho sustancial, a más de que el recurrente 

invoca preceptos derogados. Luce incompleto. 4) es del resorte del inconforme señalar 
concretamente la norma de ese tipo infringida, demostrar cómo lo fue o de cual manera 

debió ser base esencial de la decisión y explicar la relevancia que tal vulneración tuvo en la 

determinación atacada. 5) el cargo cuarto se muestra contradictorio debido a que, de un 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1834-2022-2010-00246-01.pdf
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lado, el recurrente aduce que las causales de invalidez de las escrituras públicas reguladas 

en el artículo 99 del decreto 960 de 1970 son de carácter formal, no sustanciales, pero a 
renglón seguido argumenta que el vicio detectado por el juzgador genera nulidad relativa, 

es decir, una modalidad de invalidez sustancial por mandato del artículo 1741 del Código 

Civil. 6) el cargo quinto aboga por la falta de legitimación de la demandante para deprecar 

la nulidad declarada en segunda instancia, razonamiento no expuesto en las instancias. 

Medio nuevo en casación. 

 
NORMA SUSTANCIAL-No ostentan este linaje: los artículos 1519, 1521, 1741 del Código 

Civil; 2º, 3º, 12, 99, 102, 103 del decreto 960 de 1970; 58 y 63 de la Constitución Política; 

184,185, 186 del decreto 1301 de 1940; el inciso 2º del artículo 49 del decreto 2148 de 

1983; 83 del decreto 2811 de 1974 y 5º de la ley 9 de 1989. Son de naturaleza sustancial 

los artículos 1742 y 1743 del Código Civil. Los artículos 15 y 23 de la ley 40 de 1932 fueron 
derogados por el artículo 90 del decreto 1250 de 1970 y el 1° del decreto 960 de 1970 

derogado por el artículo 46 del decreto 2163 de 1970. 

 

Fuente formal:  

Artículo 336 numerales 1º, 2º CGP.  

Artículo 344 numeral 2º CGP.  
Artículo 344 parágrafo 1º CGP.  

Artículo 2540 C.C.  

Artículo 9º Ley 791 de 2002. 

 

Fuente jurisprudencial:  
1) «[s]in distinción de la razón invocada, deben proponerse las censuras mediante un relato 

hilvanado y claro, de tal manera que de su lectura emane el sentido de la inconformidad, 

sin que exista cabida para especulaciones o deficiencias que lo hagan incomprensible y 

deriven en deserción, máxime cuando no es labor de la Corte suplir las falencias en que 

incurran los litigantes al plantearlos»: AC7250-2016.  

2) (…) ‘la Corte ha señalado que ‘[d]e manera, pues, que en esas condiciones el reproche 
resulta desenfocado, en la medida en que no guarda una estricta y adecuada consonancia 

con lo esencial de la motivación que se pretende descalificar’ (…) o que ‘resulta desenfocado, 

pues deja de lado la razón toral de la que se valió el ad quem para negar las pretensiones 

(…) Ignorado fue, entonces, el núcleo argumentativo del fallo impugnado, haciendo del 

cargo una embestida carente de precisión, pues apenas comprende algunas de las periferias 

del asunto, lo cual anticipa su ineficacia para propiciar el pronunciamiento de la Corte.’: 
AC 23 nov. 2012, rad. 2006-00061-01.  

3) Los errores de hecho probatorios se relacionan con la constatación material de los medios 

de convicción en el expediente o con la fijación de su contenido objetivo. Se configuran, en 

palabras de la Corte, ‘(…) a) cuando se da por existente en el proceso una prueba que en él 

no existe realmente; b) cuando se omite analizar o apreciar la que en verdad sí existe en los 
autos; y, c) cuando se valora la prueba que sí existe, pero se altera sin embargo su contenido 

atribuyéndole una inteligencia contraria por entero a la real, bien sea por adición o por 

cercenamiento (...)’: SC9680-2015.  
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4) La Corte enseñó que se incurre en esta falencia por error de derecho, si el juzgador 

aprecia pruebas aducidas al proceso sin la observancia de los requisitos legalmente 
necesarios para su producción; o cuando, viéndolas en la realidad que ellas demuestran, 

no las evalúa por estimar erradamente que fueron ilegalmente rituadas; o cuando le da 

valor persuasivo a un medio que la ley expresamente prohíbe para el caso; o cuando, 

requiriéndose por la ley una prueba específica para demostrar determinado hecho o acto 

jurídico, no le atribuye a dicho medio el mérito probatorio por ella señalado, o lo da por 

demostrado con otra prueba distinta; o cuando el sentenciador exige para la justificación 
de un hecho o de un acto una prueba especial que la ley no requiere: GJ CXLVII, página 

61, citada en SC de 13 abr. 2005, rad. nº 1998-0056-02; SC de 24 nov. 2008, rad. nº 1998-

00529-01; SC de 15 dic. 2009, rad. nº 1999-01651-01.  

5) Al acudir en casación invocando la violación directa de la ley sustancial, se debe partir 

de la aceptación íntegra de los hechos tenidos por probados en la sentencia, sin que se 
permita plantear inconformidad alguna relacionada con los medios de convicción 

recaudados, debiéndose limitar la formulación del ataque a establecer la existencia de 

falsos juicios sobre las normas sustanciales que gobiernan el caso, ya sea por falta de 

aplicación, al no haberlas tenido en cuenta; por aplicación indebida, al incurrir en un error 

de selección que deriva en darles efectos respecto de situaciones no contempladas; o 

cuando se acierta en su escogencia pero se le da un alcance que no tienen, presentándose 
una interpretación errónea: SC 24 abr. 2012, rad. nº 2005-00078.  

6) De allí que la Corte tenga dicho que la equivocación del fallador corresponde a la causal 

directa prevista en el numeral 1º del artículo 336 del Código General del Proceso, cuando 

incurre en «(…) falsos juicios sobre las normas sustanciales que gobiernan el caso, ya sea 

por falta de aplicación, al no haberlas tenido en cuenta; por aplicación indebida, al incurrir 
en un error de selección que deriva en darles efectos respecto de situaciones no 

contempladas; o cuando se acierta en su escogencia pero se le da un alcance que no tienen, 

presentándose una interpretación errónea: AC5866-2016.  

7) Al ser necesario que cada cargo guarde correspondencia con la causal escogida, lo que 

desarrolla la autonomía de los motivos de casación, toda vez que son disímiles por su 

naturaleza, lo cual implica que las razones alegadas para cuestionar la sentencia deban 
proponerse al abrigo exclusivo de la correspondiente causal, sin que por ende sea posible 

alegar o considerar en una de ellas situaciones que a otra pertenecen. De este modo, la 

parte que decide impugnar una sentencia en casación no puede lanzarse a invocar 

promiscuamente las diversas causales, sino que ha de saber con exactitud, en primer lugar, 

qué tipo de yerro se cometió, y luego, aducir la que para denunciarlo se tiene previsto: 
AC6487-2016.  

8) Son normas de derecho sustancial las que «en razón de una situación fáctica concreta, 

declaran, crean, modifican o extinguen relaciones jurídicas también concretas entre las 

personas implicadas en tal situación», así como que no tienen esa connotación aquellas que 

«se limitan a definir fenómenos jurídicos, o a precisar los elementos estructurales de los 

mismos, o los puramente enunciativos o enumerativos, o los procesales, entre ellos, los de 
disciplina probatoria»: AC de 18 nov. 2010, rad. 2002-00007-01.  

9) «Por normas de derecho sustancial debe entenderse las que declaran, crean, modifican 

o extinguen relaciones jurídicas concretas, es decir, las que se ocupan de regular una 
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situación de hecho, respecto de la cual deba seguirse una consecuencia jurídica, y no las 

que se limitan a definir fenómenos jurídicos o a describir sus elementos, precisamente 
porque al ser tales, no pueden atribuir derechos subjetivos, tampoco las que regulan, como 

es natural entenderlo, determinada actividad procesal o probatoria. Presupuesto que es de 

vital importancia cumplirlo, porque de omitirse, al decir de la Sala, ‘quedaría incompleta la 

acusación, en la medida en que se privaría a la Corte, de un elemento necesario para hacer 

la confrontación con la sentencia acusada, no pudiéndose, ex officio, suplir las deficiencias 

u omisiones en que incurra el casacionista en la formulación de los cargos, merced al 
arraigado carácter dispositivo que estereotipa al recurso de casación.»: AC de 18 nov. 2010, 

rad. 2002-00007-01.  

10) De allí que las enunciaciones vagas o imprecisas, expuestas con el propósito de atinar 

en alguna norma de este resorte, configuran defecto técnico, que impide el estudio del 

embate, No se trata, pues, simplemente de citar siquiera una norma de naturaleza 
sustancial, o de elegir un elenco de ellas, sino también de apuntar el quebranto de las que 

verdaderamente importan para el caso, pues esa es la única manera como se puede en 

verdad verificar la legalidad del fallo impugnado, en el sentido lato que a tal concepto cabe 

darle: SC, 26 jul. 2005, exp. n° 00106, reiterada en SC2068-2016.  

11) El artículo 1519 del código civil se limita a enumerar «los casos en que existe objeto 

ilícito, no consagra o extingue derechos materiales, por lo que tampoco puede calificarse 
como disposición de derecho sustancial»: AC4858-2017, en igual sentido A-120 de 1996, 

rad. 5904; el artículo 1521 del código civil «relacionó los elementos que debe reunir toda 

declaración de voluntad para que produzca efectos»: AC4858-2017 y AC2111-2021; el 

artículo 1741 ibídem «no reviste el apuntalado carácter más que en su último inciso, que 

no es precisamente al que alude el censor»: AC4858-2017 y AC91 de 12 ag. 1988), a más 
de que el párrafo final no fue invocado o desarrollado en la alegación, pues esta restringió 

la temática debatida a la nulidad absoluta.  

12) En cuanto al artículo 99 del decreto 960 de 1970, esta Sala tiene sentado que hace 

«enunciaciones genéricas o listados de casos, sin crear, modificar o extinguir situaciones 

jurídicas concretas. Precisamente, los preceptos sobre (…) causales de invalidez de las 

escrituras públicas, (…) se circunscriben a relacionar los supuestos de aplicación de ciertas 
instituciones jurídicas, describiendo sus elementos, sin atribuir derechos subjetivos o 

regular derechos, obligaciones, cargas o deberes originados en vínculos materiales.»: 

AC4858-2017 y AC2455-2018. Y respecto de las normas 102 y 103 del referido Estatuto 

del Notariado, aquel «tampoco tendría, en principio, tal carácter, pues se limita a indicar el 

procedimiento de corrección de las escrituras públicas»: A-202 de 2004, rad. 1995-07373, 
al paso que este es «…eminentemente instrumental»: AC7238-2015, máxime si no sirvió de 

soporte en la decisión del Tribunal.  

13) Igual sucede con el artículo 58 de la Carta Política, de un lado, porque las disposiciones 

constitucionales, «dado su carácter general, ellas en sí mismas no son susceptibles de ser 

consideradas en el terreno casacional (…) como normas sustanciales infringidas por el fallo 

censurado»: AC, 20 may. 2011, rad. n° 2003-14142-01, tales mandatos «no dan base por 
sí solos, a lo menos en principio, para fundar un ataque en casación por la causal primera, 

no porque carezcan de rango sustancial, sino porque son normas cuyo molde jurídico está 

generalmente desarrollado por la ley»: AC217, 16 ag. 1995, rad. 5532. Y de otro, en razón 
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a que ese precepto consagra el derecho «a la propiedad privada y expropiación por motivo 

de utilidad pública o interés social, (por ende) carece de alcance sustancial porque, como 
se recordó en: AC1241-2019, ‘no consagran derechos ni obligaciones concretas a las partes, 

ligadas por un vínculo especial»: AC3725 de 2021.  

14) Desde luego, no cualquier precepto califica como sustancial, sino únicamente, cual lo 

tiene decantado esta Corporación, si declara, crea, modifica o extingue una relación jurídica 

concreta, esto es, cuando regula una situación de hecho, seguida de una consecuencia 

jurídica. Carecen de esa connotación, por lo tanto, las normas que definen fenómenos 
jurídicos o describen sus elementos, pues al ser tales, en línea de principio, no atribuyen 

derechos subjetivos; tampoco, por lo mismo, las que regulan determinada actividad 

procesal o probatoria: AC481-2016.  

15) (…) En la misma providencia, se añadió que ‘…para cumplir con la exigencia de 

suficiente sustentación de la que se viene hablando, el recurrente tiene que atacar 
idóneamente todos los elementos que fundan el proveimiento, explicando con vista en este 

último y no en otro distinto, en qué ha consistido la infracción a la ley que se le atribuye, 

cuál su influencia en lo dispositivo y cómo este aspecto debe variar en orden al 

restablecimiento de la normatividad sustancial vulnerada, lo que impone entre otras cosas 

de no menor importancia por cierto, que la crítica a las conclusiones decisorias de la 

sentencia sea completa’. Ello significa que el censor tiene la ineludible carga de combatir 
todas las apreciaciones de fondo que conforman la base jurídica esencial del fallo 

impugnado, sin que sea posible desatender y separarse de la línea argumental contenida 

en aquel proveído…: AC7629-2016.  

16) Sobre el artículo 12 del decreto 960 de 1970 esta Corporación doctrinó que es 

«eminentemente instrumental (porque) trata (…) sobre los títulos, actos y documentos 
sujetos a registro»: AC7238-2015.  

17) … las acusaciones imprecisas o las ayunas de claridad -v.gr. las totalmente 

desenfocadas, las alambicadas, farragosas o las etéreas-; los reproches que, por situarse 

en la periferia o, en el mejor de los casos, en el umbral del raciocinio judicial pertinente, no 

permean la almendra de la providencia que emana del fallador; o las glosas que, por 

generales, vagas o panorámicas, no descienden cabal y puntualmente a la médula de la 
decisión del Tribunal o al análisis de la prueba respectiva, no están en consonancia con las 

reglas que, de marras, estereotipan la casación…: SC003, 5 feb. 2001, reiterada en AC6986-

2015.  

18) Ahora, por cuanto el censor, adelantándose a que la Corporación diera por estructurado 

tal fenómeno, adujo no estar incurriendo en el antitecnicismo de plantear medios nuevos 
tanto por los motivos discernidos en la acusación como porque las normas procesales son 

de orden público y de obligatorio cumplimiento, ha de señalar la Corte que si bien es cierto, 

en relación con el sistema ecléctico que en este punto impera en el ordenamiento positivo, 

los fundamentos puramente jurídicos y los medios de orden público en puridad de verdad 

no constituyen hechos nuevos en el recurso extraordinario, no lo es menos que las razones 

en que se afincan los yerros achacados al sentenciador no atañen, con estrictez, a esos 
conceptos, pues en este sentido la jurisprudencia ha sostenido que el cargo planteado con 

base en defectos rituales que se le imputan a la prueba, que antes no fueron discutidos, 

‘implica un medio nuevo, que no puede ser atendido por la Corte, cuya doctrina rechaza, 
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como medio de esta especie, el hecho de que una sentencia haya tomado en consideración 

elementos probatorios que como tales no tuvieron tacha alguna en trámites anteriores, 
acusación que al ser admitida resultaría violatoria del derecho de defensa de los litigantes 

y reñida con la índole y esencia del recurso extraordinario’: G.J. XCV, pag.497, posición 

que ha sido reiterada, entre otras, en sentencias de 16 de agosto de 1973(G.J. t. CXLVII, 

pag.26), 23 de enero de 1981 y número 082 de 21 de septiembre de 1998 atrás citadas, SC 

de 27 sep. 2004 rad. 7479, reiterada en SC de 23 jun. 2011, rad. 2003-00388-01 y SC7978-

2015.  
19) Ciertamente, nada dijo el censor cuando el documento cuestionado se aportó junto con 

el escrito de formulación de la excepción previa, así como también calló de cara a los autos 

de 14 de junio de 2001 y 30 de enero de 2002, por los cuales el juez del conocimiento 

decidió tener tal elemento como prueba, actitud pasiva esta que, además, observó en las 

restantes ocasiones que tuvo a disposición, en las que, como se dijo, no expuso ninguna 
objeción formal acerca del medio. En el punto, insistentemente se ha precisado que “toda 

alegación conducente a demostrar que el sentenciador de segundo grado incurrió en 

errónea apreciación de alguna prueba por razones de hecho o de derecho que no fueron 

planteadas ni discutidas en las instancias, constituye medio nuevo, no invocable en el 

recurso extraordinario de casación.”: SC-041 de 2005, rad. 2001-00198-01. 

 
Fuente doctrinal:  

Jorge Nieva Fenoll. El recurso de casación ante el Tribunal de Justicia de la Comunidades 

Europeas, J.M. Bosh, Barcelona, 1998. 

 

ASUNTO:  
Recurso de casación interpuesto por Jorge Enrique Cortés Rojas frente a la sentencia 

proferida por la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, en el proceso verbal promovido 

por el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público de Bogotá, 

«DADEP», contra el recurrente y Álvaro Rojas Barbosa, sucedido por Diana Inés Gómez 

Young y Jorge Enrique Espinosa Reyes, trámite en que la Empresa de Acueducto, 

Alcantarillado y Aseo de Bogotá S.A. ESP «EAB» interviene de forma adhesiva. Se solicitó 
declarar: 1) la nulidad absoluta de la escritura pública por medio de la cual Álvaro aclaró 

los linderos del inmueble denominado La Providencia; y ordenar la cancelación de su 

inscripción, así como de su protocolo, «al haber omitido el cumplimiento de los requisitos o 

formalidades que las leyes prescriben para el valor de ciertos actos o contratos en 

consideración a la naturaleza de ellos». 2) la nulidad absoluta por objeto ilícito de la 
«escritura pública», contentiva del contrato de compraventa que realizó Álvaro en favor de 

Jorge Enrique, que tuvo por objeto el humedal Jaboque; así como ordenar la cancelación 

de su inscripción y su protocolo. El a quo declaró probada la excepción meritoria de 

«identidad plena y clara del predio La Providencia, diferente de cualquier otro predio» y 

desestimó las pretensiones. El ad quem revocó tal decisión, en su lugar declaró imprósperas 

las excepciones formuladas, accedió a la «nulidad absoluta de las escrituras públicas». El 

recurrente en casación invocó cinco cargos; en el primero, tercero, cuarto y quinto, la 
vulneración directa de la ley sustancial, y en el restante la conculcación por la vía indirecta. 

La Sala no casa la sentencia impugnada. 
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M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-03-035-2010-00246-01 

PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1834-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 23/06/2022 
DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC1962-2022 

 

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS-Carencia de legitimación del consorcio 
demandante para validar la terminación unilateral del contrato, así como para reclamar los 

perjuicios, por ser quien transgredió primero, y de forma esencial, el vínculo jurídico al no 

haberle proporcionado a la contratista demandada la información necesaria, para que esta 

pudiera realizar los estudios técnicos que había acordado. 

 

EXTRACTO-En el ámbito indemnizatorio, el impulsor debe justificar que atendió sus 
deberes o estuvo dispuesto a satisfacerlos como fue pactado, ya que solo la parte 

cumplidora de sus débitos contractuales puede reclamar perjuicios. Si las obligaciones 

recíprocas debían ser satisfechas de forma sucesiva, solo podrá reclamar perjuicios aquella 

parte a quien le incumplieron delanteramente, porque tal desatención la liberó de atender 

sus débitos; en cambio, si tenían que ser realizadas de manera simultánea o coetánea, la 
facultad de reclamar resarcimiento la tendrá únicamente quien fue cumplidora o se allanó 

a atender lo suyo, según lo convenido, toda vez que el infractor no tiene acción 

indemnizatoria. Ninguna razón legal, y menos de orden lógico, justifica subordinar la acción 

resarcitoria a la de resolución o de cumplimiento contractual. La responsabilidad civil 

contractual exige demostrar los siguientes elementos: (i). La existencia de un contrato 

valido; (ii); El incumplimiento -doloso o culposo- de la otra parte; (iii). El perjuicio; (iv). El 
nexo causal, en una relación de causa y efecto, entre el proceder de la convocada y las 

consecuencias que ello le produjo en el plano patrimonial o inmaterial; y (v). La mora, 

supuesto que variará, en cada evento, dependiendo de la clase de prestación insoluta. 

 

DOCTRINA PROBABLE CIVIL-La indemnización de perjuicios derivada de la inejecución -
total o parcial- de prestaciones asumidas por una de las partes en un contrato bilateral, 

así como de su cumplimiento imperfecto o tardío, puede ser solicitada de forma directa, 

autónoma e independiente al no estar subordinada a la acción resolutoria o de 

cumplimiento que de forma alternativa prevén los artículos 1546 del Código Civil y 870 del 

Código de Comercio. 

 
RECURSO DE CASACIÓN-Inobservancia de reglas técnicas: 1) la acusación incurre en 

desenfoque y no demuestra los errores alegados al interpretar la demanda. No hay 

concordancia entre el fundamento de la acusación y el razonamiento de la sentencia 

combatida, por lo que la arremetida resulta inidónea para socavar la presunción de 

legalidad y acierto de que está revestida tal determinación judicial. 2) para que un cargo se 
abra paso en casación por error en la interpretación de la demanda, no basta con demostrar 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1962-2022-2017-00478-01.pdf
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que el entendimiento del Tribunal es extraño al que debía obtener de la demanda, sino que 

debe evidenciarse que este último era el único posible, ya que si el de aquel también era 
factible ningún yerro habrá o no será ostensible y deberá respetarse, entonces, la discreta 

autonomía del juzgador de instancia en lo atinente a la comprensión que haya hecho del 

litigio. 

 

NORMA SUSTANCIAL-No ostenta este linaje el 1621 del Código Civil. 

 
Fuente formal:  

Artículo 336 numeral 2º CGP.  

Artículo 870, 1546, 1595, 1602, 1609, 1610 CC.  

Artículo 4 Ley 169 de 1896.  

Artículo 925 Ccio. 
 

Fuente jurisprudencial:  

1) Interpretación de la demanda. Porque no es suficiente hacer un examen más profundo o 

sutil, para que se pueda lograr la modificación de las apreciaciones que el ad quem haya 

hecho en su sentencia” (CCXVI, p. 520) y “cuando uno de los hechos afirmados en la 

demanda incoativa del proceso, ya sea que se le considere aisladamente o ya en conjunto 
con otro u otros para su definición jurídica, ofrece dos o más interpretaciones lógicas, 

ninguna de las cuales desborda el objetivo de dicho libelo, puede el sentenciador elegir una 

u otra, sin que su conducta implique error de hecho manifiesto porque tal proceder no 

entraña arbitrariedad, ni contradice la evidencia que ese escrito ostenta” (CLII, 205), 

prevaleciendo “el amplio poder de interpretación que en este ámbito el ordenamiento 

positivo les reconoce a los juzgadores (...), no solamente para que desentrañen la verdadera 
intención del demandante en guarda del principio según el cual es la efectividad de los 

derechos subjetivos el fin que a través de aquél escrito [demanda] se busca, sino también 

para que libremente determinen y declaren las normas aplicables a los hechos integrantes 

del objeto demandado cuya certeza de antemano ha sido verificada en el fallo”: GJ CCXXXI, 

p. 704 y SC 27 ago. 2008, rad: 1997-14171-01. Ver SC de 14 de oct. de 1993, exp. 3794, 
SC de 19 de sept. de 2009, Rad. 2003-00318-01 y SC1905-2019.  

2) Todos los cargos que se propongan en casación, con respaldo en la primera de las 

causales que sirven a dicho recurso extraordinario [actualmente, con fundamento en los 

dos motivos iniciales previstos en el artículo 336 del Código General de Proceso, se aclara 

por la Sala], deben ser una crítica simétrica al fallo que controvierten, de modo que, con su 

formulación, es necesario que resulten desvirtuados en su totalidad los genuinos 
fundamentos en los que ellos se respaldan: SC del 26 de marzo de 1999, rad. n.° 5149 y 

SC18563- 2016.  

3) (…) la terminación unilateral por cláusula resolutoria expresa, está reservada 

estrictamente a la parte cumplida o presta a cumplir, pues repugna a claros dictados éticos 

que, la incumplida o renuente al cumplimiento, pretenda favorecerse con su propio 
incumplimiento. De igual manera, su ejercicio presupone un incumplimiento cierto, 

ostensible, evidente e incontestable de las obligaciones individualizadas, no de otras, y de 

tal gravedad, magnitud, relevancia, significación o importancia, por cuanto no cualquier 
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inobservancia de los deberes de conducta justifica la resolución: SC 30 ago. 2011, rad. 

1999-01957-01.  
4) La indemnización de perjuicios derivada de la inejecución -total o parcial- de prestaciones 

asumidas por una de las partes en un contrato bilateral, así como de su cumplimiento 

imperfecto o tardío: 26 de enero de 1994, no publicada, transcrita en G.J. CCLV, 653 y 

reiterada en CSJ SC 7 nov. 2003, rad. 7386, puede ser solicitada de forma directa, 

autónoma e independiente al no estar subordinada a la acción resolutoria o de 

cumplimiento que de forma alternativa prevén los artículos 1546 del Código Civil y 870 del 
Código de Comercio, conforme lo expuso la Corporación en: SC 3 nov. 1977, G.J. Tomo CLV 

n° 2396, pág.320 a 339, SC 28 mar. 1979, SC 26 nov. 1986, G.J. Tomo CLXXXIV n.° 2423, 

SC 14 mar. 1996, rad. 4738, SC 4 sept. 2000, rad. 5420, SC 9 mar. 2001, rad. 5659, SC 7 

nov. 2003, rad. 7386, SC 19 oct. 2009, rad. 2001-00263-01 y SC 31 may. 2010, rad. 2005-

05178-01.  
5) El contrato legalmente celebrado vincula a las partes y las obliga a ejecutar las 

prestaciones convenidas, de modo que si una de ellas incumple las obligaciones que se 

impuso, faculta a la otra para demandar bien que se le cumpla, que se le resuelva el 

contrato o al pago de los perjuicios que se le hayan causado por el incumplimiento, 

pretendiendo éstos últimos ya de manera principal (arts. 1610 y 1612 del C.C.) o ya de 

manera accesoria o consecuencial (arts. 1546 y 1818 del C.C.), los que se encaminan a 
propor¬cionar a la parte cumplida una satisfacción pecuniaria de los daños ocasionados”: 

SC14 de marzo de 1996, exp. No. 4738, G.J. CCXL, pág. 407, SC 9 mar. 2001, rad. 5659.  

6) Se justificó la autonomía de la acción indemnizatoria derivada de contratos bilaterales, 

con soporte en que (…) el daño brota de la inobservancia del deber de conducta 

prestacional, su génesis es su lesión, o sea, el incumplimiento total o parcial, del cual 
dimana, originando una prestación indemnizatoria, consistente en reparar el quebranto 

inmotivado de los derechos e intereses conculcados que puede exigirse con la prestación 

originaria o subrogada o de manera independiente. Incluso, en veces el incumplimiento no 

es de tal magnitud, trascendencia o gravedad para justificar la resolución, ocasionando, 

empero perjuicios, a cuyo resarcimiento tiene derecho el acreedor y aún éste puede aceptar 

el cumplimiento, perseverando en la reparación de los daños causados y también, ejecutado 
el contrato, podrán presentarse reclamaciones a propósito de la idoneidad funcional de los 

bienes o servicios, tal como acontece, ad exemplum, en la compraventa, con los vicios o 

defectos ocultos de la cosa entregada: SC 19 oct. 2009, rad. 2001-00263-01.  

7) La responsabilidad civil contractual se asienta sobre la existencia y validez de un pacto 

ajustado entre dos o más sujetos de derecho, la desatención -total o parcial- de los 

compromisos adquiridos por uno de ellos o su ejecución defectuosa o tardía, así como la 
presencia de un detrimento, y el nexo causal entre tal omisión y su resultado. Así sucede 

porque tales acuerdos son ley para las partes, quienes, desde el momento de su perfección, 

deben honrar sus deberes y de no hacerlo tienen que salir a resarcir los daños que de su 

infracción unilateral deriven para quien sí los cumplió o, cuando menos, se acercó a 

atenderlos en la forma y términos pactados: SC5141-2020.  
8) Se destacó que «(…) si el acreedor no ha cumplido por su parte la obligación que le 

incumbe, su demandado no está en mora de ·cumplir lo pactado, y no estando en mora, su 
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prestación no es exigible. Sería jurídicamente irregular la condena al pago de una 

obligación, sin exigibilidad»: SC 23 mar. 1943, G.J. Tomo LV, pág. 67-72.  
9) Se insistió en que frente a este tipo de yerros «la labor del impugnante ‘no puede reducirse 

a una simple exposición de puntos de vista antagónicos, fruto de razonamientos o 

lucubraciones meticulosas y detalladas, porque en tal evento el error dejaría de ser evidente 

o manifiesto conforme lo exige la ley’»: SC 15 jul. 2008, rad. 2000-00257-01 y SC 20 Mar. 

2013, rad. 1995-00037-01, SC2501-2021.  

10) El error por preterición supone, entonces, que el - sentenciador ha ignorado la presencia 
de prueba en el proceso, a consecuencia de lo cual ha encontrado acreditado un hecho 

diverso al que demuestran los medios que no vio, o a dejar de admitir los hechos probados 

que lo llevaron de contragolpe a violar normas de derecho sustancial, por falta de aplicación 

o por aplicación indebida. Por consiguiente, no puede presentarse este yerro de apreciación 

si las pruebas que se dice no estimadas, no las pasó por alto el fallador que, al contrario, 
las vio y las consideró, así la conclusión a que haya llegado sea diversa, porque se basó en 

otras pruebas que obraban en la actuación: SC 12 dic. 1989, rad. 478-1989.  

11) El simple hecho de omitir referirse explícitamente a algunas pruebas no significa que 

hayan sido omitidas por el fallador, sino que fueron valoradas de forma implícita, tal como 

lo ha dicho esta Corporación, , cuando recordó: (…) la omisión en la cita de las pruebas -

aun cuando ello no es lo ideal o aconsejable, hay que resaltarlo-, no implica, de por sí, la 
configuración de un arquetípico error de hecho por preterición, como ha tenido oportunidad 

de precisarlo la Sala, al expresar que “…la mera circunstancia de que en un fallo no se cite 

determinada prueba o parte del contrato de la misma, no implica error manifiesto de hecho, 

a menos que de haber apreciado el ad-quem tal medio de convicción, la conclusión del 

pronunciamiento ciertamente hubiere tenido que ser distinta a la adoptada por el fallador”: 
SC 11 de marzo de 1991; Vid CXXIV, 448; cas. civ. 6 de abril de 1999 exp. 4931 y cas. civ 

de 17 de mayo de 2001 exp. 5704, SC 31 mar. 2003, rad. 7141.  

12) (…) los errores en el campo de los hechos se estructuran en los casos en que el 

sentenciador de manera ostensible aprecia equivocadamente la demanda u omite, adiciona, 

cercena o tergiversa el contenido material de las pruebas, y no cuando se aparta de la 

posición subjetiva que, al margen de su objetividad, tenga la parte recurrente acerca de los 
distintos medios de convicción (…) Por esto, en ese preciso ámbito, al decir de la Corte, un 

yerro es de recibo cuando es “tan grave y notorio que a simple vista se imponga a la mente, 

sin mayor esfuerzo ni raciocinio, o en otros términos, de tal magnitud, que resulte contrario 

a la evidencia del proceso. No es, por lo tanto, error de hecho aquél a cuya demostración 

sólo se llega mediante un esforzado razonamiento” (Sentencia 006 de 12 de febrero de 1998, 
expediente 4730, reiterando doctrina anterior), o el que surge de “ensayar un discurrir que 

se juzgue con mejor perfil dialéctico o con mayor rigor lógico”: SC 073 de 20 de abril de 

2001, expediente 6014, citando casación civil de 22 de octubre de 1998, SC 4127-2021, al 

citar SC2805-2016, SC9788-2015 y SC5854-2014.  

13) Establecido como quedó con el correspondiente recorrido cronológico jurisprudencial, 

que en el ordenamiento jurídico patrio es de recibo, al día de hoy, la figura iuris de la simple 
resolución contractual en situación de recíproco incumplimiento de las partes, resta por 

precisar algo más y que es trascendental a la hora de evaluar cualquier caso con 

pretensiones de encuadrar en el criterio doctrinal vigente de la Corte; esto es, que no basta 
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un incumplimiento en cada uno de los extremos contractuales para propiciar una 

resolución, sino que se requiere que ese desconocimiento de las obligaciones sea recíproco 
y simultáneo, porque si contractualmente los interesados establecieron un orden 

prestacional, no hay manera de predicar un incumplimiento mutuo, ya que la infracción 

contractual del primero en el tiempo justifica la renuencia del segundo a cumplir, y permite 

que este último ejercite las acciones alternativas previstas en el artículo 1546 del Código 

Civil: ejecutar o resolver, con indemnización de perjuicios: SC3666-2021, SC1662-2019 y 

SC4801-2020. 
 

ASUNTO:  

Las promotoras -en calidad de integrantes del Consorcio OHL Río Magdalena- pidieron 

declarar que Géminis Consultores Ambientales S.A.S. incumplió el contrato de prestación 

de servicios celebrado con OHL Colombia S.A.S., posteriormente cedido al Consorcio OHL 
y que, por tanto, la terminación unilateral que este efectuó el 29 de enero de 2016 fue valida 

(pretensiones 1ª y 2ª). Se expuso que Géminis Consultores Ambientales S.A.S. se obligó a 

producir un conjunto de documentos técnicos necesarios para la tramitación de las 

licencias y permisos requeridos por el Estado en la construcción del proyecto Autopista Río 

Magdalena, a cambio de $3.312’787.392 pagaderos por hitos, en la medida que entregara 

satisfactoriamente los estudios y soporte de su radicación ante la Agencia Nacional de 
Licencias Ambientales (ANLA). El a quo desestimó las aspiraciones planteadas respecto de 

Géminis Consultores Ambientales S.A.S. El ad quem confirmó esa decisión con estribo en 

que estas carecen de legitimación para ejercer la «pretensión resarcitoria derivada de la 

responsabilidad contractual», porque el consorcio no tiene la calidad de contratantes 

cumplido. Las impulsoras plantearon cinco cargos en casación, en AC5808-2021 la Sala 

inadmitió el primero y el segundo. Los tres cargos restantes se planearon así: 3) infracción 
indirecta por yerros de hecho en la apreciación de la demanda. 4) infracción indirecta a 

causa de error de hecho, al valorar las pruebas. 5) quebranto directo de los artículos 1621, 

1546 y 1609 del Código Civil, toda vez que el fallador sostuvo que la facultad de resolver el 

contrato solo la tiene la parte que cumplió o se allanó a honrar sus débitos, a pesar que 

ello ha sido revaluado por la jurisprudencia (SC1662-2019), en los casos de incumplimiento 

recíproco. La Sala no casa la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 
NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-03-023-2017-00478-01 

PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1962-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 28/06/2022 
DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC1963-2022 

 

ACCIÓN REIVINDICATORIA PRO INDIVISO-Inaplicación de las reglas que establecen los 
artículos 946 y 949 del Código Civil, cuando la gestora no busca vindicar su derecho de 

cuota, sino un porcentaje específico y discriminado de su derecho en la comunidad. 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1963-2022-2011-00513-01.pdf
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EXTRACTO-El comunero puede reivindicar todo el bien o solo su cuota cuando aquel o 
esta se halle en poder de un extraño o de un copartícipe: si es toda la cosa, al amparo del 

artículo 946 del Código Civil y para la comunidad de la que él hace parte; en cambio, si es 

solo su cuota lo que reclama, podrá accionar para sí, y con base en el artículo 949 del 

código civil. Aunque la reivindicación de la alícuota es posible según el artículo 949 del 

Código Civil, ello no significa que se pueda recobrar un porcentaje discriminado o específico 

de ella, pues, al tratarse de un bien en común y proindiviso, ello riñe con la lógica de la 
comunidad. La regla frente a bienes comunes es, en esencia: si el objeto está en poder de 

todos los codueños, nada habrá que vindicar; empero, si es detentado por un extraño, o 

uno o más comuneros con exclusión de los demás, resulta viable su reivindicación, solo 

que el impulsor deberá precisar si ansía recuperar todo el bien o solo la cuota que le 

corresponde, distinción que demarcará, por tanto, el ámbito de su reclamo, pues, en el 
primer evento, deberá obrar para la comunidad, mientras que en el segundo lo hará para 

sí en procura de salvaguardar su alícuota y de mantenerla vigente, para luego sí poder 

instar la división. Por fuera de esos supuestos, la reivindicación de un bien común carece 

de asidero. 

 

Fuente formal:  
Artículo 58 CPo.  

Artículos 762, 946, 949 CC.  

Artículo 281 CGP. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) Para que la actio reivindicatio tenga éxito se deben acreditar sus presupuestos 
axiológicos, a saber: a). Derecho de dominio en el demandante; b). Posesión material en el 

demandado; c). Cosa singular reivindicable o cuota determinada de cosa singular; y d). 

Identidad entre lo que se pretende y lo que detenta el demandado: SC 28 feb. 2011, rad: 

1994-09601-01, reiterada entre otras en: SC 13 oct. 2011, rad: 2002-00530-01, SC 3493-

2014.  

2) (…) ejercida la actio reivindicatio por el dueño de la cosa, sobre éste gravita la carga 
probatoria de su derecho de propiedad con los títulos adquisitivos correspondientes 

debidamente inscritos en el folio de registro inmobiliario (artículos 43 y 54 del D. 1250 de 

1970; cas. civ. sentencias de 30 de julio de 2001, exp. 5672 y 6 de octubre de 2005, exp. 

7895) y también debe acreditar con elementos probatorios suficientes la identidad del bien 

reivindicado en forma tal que no exista duda respecto de aquél cuyo dominio invoca y de 
cuya posesión está privado con el poseído por el demandado: SC 28 feb. 2011, rad. 1994-

09601-01.  

3) Como el artículo 762 in fine del código civil, contiene una presunción legal según la cual 

«[e]l poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifique serlo», el verus 
dominus debe exhibir el título que certifique su derecho y prevalezca frente a la posesión 

que ejerce su contradictor, es decir, que sea anterior a los actos de señorío del detentor o, 

en su defecto, constituir una cadena no indefinida, pero sí previa al origen de ese poderío 
para así hacer notar la supremacía de su dominio y derruir la aludida presunción iuris 



 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                                     Gaceta de Jurisprudencia 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                                      Providencias 2022-6 

72 

tantum: SC 27 de mayo de 1936 (GJ XLIII, p. 595), 2 de abril de 1941, 12 de agosto de 

1942, 24 de marzo de 1943, (GJ LV, p. 245), 9 de junio de 1952 (GJ LXXII, p. 554), 31 de 
agosto de 1954 (GJ LXXVIII), 1° de junio de 1955 (GJ LXXX, p. 389), 22 de febrero de 1956 

(GJ 2163-2164, p. 88), 2 de junio de 1958 (GJ LXXXVIII, p. 65), 30 de abril de 1963, 16 de 

abril de 1969 (GJ 2310-2312, p. 43), 2 de diciembre de 1970, 28 de abril de 1977, 11 de 

abril de 1978, 23 de septiembre de 1982 (SC622), 19 de septiembre de 2000 (exp. n.° 5405) 

y 10 de febrero de 2003 (exp. n.° 6788).  

4) Y es que la Corte, con el objeto de compatibilizar la vindicación con el inciso segundo del 
artículo 762 del Código Civil, el cual consagra que «[e]l poseedor es reputado dueño, 

mientras otra persona no justifique serlo», impuso una exigencia adicional a la mera 

demostración de la titularidad del demandante, consistente en que el dominio emane de 

una cadena de tradiciones con antigüedad superior al arranque de la posesión: SC3540-

2021.  
5) La determinación y singularidad de la cosa delimita el contorno de la acción dominical, 

al punto que, si aquella no se individualizó en correcta forma, se torna frustránea la 

aspiración del propietario: SC4046-2019; SC4649-2020; SC811-2021.  

6) Esa exigencia cobra especial relevancia al estar entroncada con la calidad del cuerpo 

cierto pretendido o de la alícuota de cosa singular, pues, en ambos casos, permite 

identificar plenamente la res y descartar que se trate de algo diverso a lo que pertenece al 
verus dominus, requerimiento que se satisface con singularizar o individualizar 

objetivamente el bien: SC 1 nov. 2005, rad. 1994-00556-01; CSJ SC4649-2020, 26 nov., 

rad. 2001-00529-01.  

7) (…) la singularidad de la cosa, “hace relación a que se trate de una especie o cuerpo 

cierto, por tanto, inconfundible con otro; por consiguiente, no están al alcance de la 
reivindicación las universalidades jurídicas, como el patrimonio y la herencia, o aquellos 

predios que no estén debidamente individualizados o determinados”: SC, 25 nov. 2002, 

Rad. 7698, reiterada en SC, 13 oct. 2011, rad. 2002-00530-01, SC2354-2021.  

8) El condómino puede reivindicar el bien común cuando sea detentado por un tercero, o, 

incluso, por un copropietario con exclusión de los demás, pero deberá hacerlo con sustento 

en el artículo 946 ibidem y en pro de la comunidad, mas no para sí, tal como se dijo, al 
explicar que «[c]omo es bien sabido, el comunero posee el bien común en su nombre y 

también en el de los condueños y por lo mismo la acción de dominio que le corresponde 

debe ejercitarla para la comunidad»: SC 16 sept. 1959, GJ. XCI, núm. 2114-2116, pág. 

526-529.  

9) Es, pues, indispensable que el título de dominio invocado por ·el actor incorpore a su 
esfera la integridad de lo que reivindica, de donde resulta que si lo reivindicado es cosa 

singular, el título debe abarcar la totalidad de la misma cosa; que si apenas se trata de una 

cuota proindiviso en cosa singular, el título ha de comprender la plenitud de la misma 

cuota; y que si la cosa singular reivindicable está en comunidad, la acción ha de intentarse, 

no en favor de uno o más de los condóminos aislada o autonómicamente considerados, sino 

en pro del conjunto de los mismos o, como se dice de ordinario, para la comunidad: SC 30 
abr. 1963. G.J. CII, núm. 2267, pág. 18-24.  

10) (…) la prosperidad de la acción reivindicatoria se encuentra supeditada, entre otras 

condiciones, a que el demandante demuestre a cabalidad que es propietario de lo que 
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reivindica, por manera que si se trata de “… cosa singular, el título debe abarcar la totalidad 

de la misma cosa; que si apenas se trata de una cuota proindiviso en cosa singular, el título 
ha de comprender la plenitud de la misma cuota; y que si la cosa singular reivindicable 

está en comunidad, la acción ha de intentarse, no a favor de uno o más de los condóminos 

aislada o autonómicamente considerados, sino en pro del conjunto de los mismos o, como 

se dice de ordinario, para la comunidad”: G. J. CII, Pág. 22, SC-125 de 27 sept. 2004, rad. 

7166.  

11) Como se sabe la comunidad, en tanto es reconocida como un derecho real -derecho de 
propiedad sui generis- nace a la vida jurídica a través de un modo. También su defensa es 

asegurada a través de las herramientas naturales de los derechos reales -como la acción 

reivindicatoria-. Empero, dado su carácter especial o sui generis, la reivindicación de la 

copropiedad impone cualquiera de estas alternativas: (i) que el comunero desposeído en 

nombre propio interpele a sus pares la reivindicación exclusiva de su cuota parte (ii) que el 
comunero desposeído, en su calidad de condueño, actúe en nombre de la comunidad de la 

que forma parte, para recuperar la totalidad de la cosa (iii.) que todos los comuneros ejerzan 

la acción buscando esa restitución global, integrando un litisconsorcio facultativo: SC4746-

2021.  

12) Cuando el artículo 949 del Código Civil permite reivindicar una cuota determinada de 

una cosa singular, titulariza al comunero para perseguir la efectividad de su derecho contra 
toda persona que en concreto lo disfrute con el carácter de poseedor, como copropietario si 

lo fuera, o como extraño que pueda pretender mejor derecho. En esa suerte de 

reivindicaciones de cuota de comunero contra comunero se discute primera y 

principalmente la calidad de copropietario y el alcance de su derecho, por modo que el 

pronunciamiento procura el ejercicio de la acción divisoria para liquidar la comunidad.: SC 
7 jul. 1959, G.J XCI No. 2214-2216, pág.13-17.  

13) No puede olvidarse, al respecto, que así como es dable reivindicar la cosa singular de 

que se es dueño, conforme lo señala paladinamente la regla contenida en el artículo 946 

del Código Civil, es igualmente posible reclamar en acción de dominio “una cuota 

determinada proindiviso de una cosa singular”, cual lo prevé el artículo 949 ejusdem; 

empero, es palmario que a quien es solamente titular de un derecho de cuota proindiviso 
no le es dado reivindicar, en los términos del precepto primeramente aludido, la totalidad 

del predio o parte específica del mismo, como si se tratase de cuerpo cierto; por supuesto 

que, como de antaño lo tiene definido esta Corporación, “no siendo el actor dueño de todo 

el predio sino de una parte indivisa, su acción no podía ser la consagrada en el artículo 946 

del Código Civil sino la establecida en el 949 de la misma obra, ya que el comunero no 
puede reivindicar para sí sino la cuota de que no está en posesión, y al hacerlo debe 

determinarla y singularizar el bien sobre el cual está radicado.”: G. J. XCI. Pág. 528, SC 27 

sept. 2004, rad. 7166.  

14) La restitución se hará en abstracto, al relievar que el éxito de la acción reivindicatoria 

de cuota proindiviso «(…) se traduce en la entrega de la coposesión al comunero hasta 

concurrencia de su cuota para que pueda ejercer sus derechos de coposeedor en la cosa 
común usurpados por otro (…)»: SC 12 feb. 1963 G.J. Tomo CI, Pág. 94-105.  

15) (…) así como es dable reivindicar la cosa singular de que se es dueño, conforme lo 

señala paladinamente la regla contenida en el artículo 946 del Código Civil, es igualmente 
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posible reclamar en acción de dominio “una cuota determinada proindiviso de una cosa 

singular”, cual lo prevé el artículo 949 ejusdem; empero, es palmario que a quien es 
solamente titular de un derecho de cuota proindiviso no le es dado reivindicar, en los 

términos del precepto primeramente aludido, la totalidad del predio o parte específica del 

mismo, como si se tratase de cuerpo cierto; por supuesto que, como de antaño lo tiene 

definido esta Corporación, “no siendo el actor dueño de todo el predio sino de una parte 

indivisa, su acción no podía ser la consagrada en el artículo 946 del Código Civil sino la 

establecida en el 949 de la misma obra, ya que el comunero no puede reivindicar para sí 
sino la cuota de que no está en posesión, y al hacerlo debe determinarla y singularizar el 

bien sobre el cual está radicado.”: G. J. XCI. Pág. 528, SC 21 abr. 2008 rad. 1997-00055-

01.  

16) Desde el punto de vista jurídico, la cuota constituye la expresión del derecho de dominio 

adscrito al respectivo copartícipe. En cuanto tal, se la puede examinar en dos posiciones: 
Una, atinente a la cuota en sí misma. Con relación a este punto es necesario observar que 

a pesar de que se ha dicho que la cuota sólo es contemplable en un plano abstracto o ideal, 

o sea, como "el símbolo de la participación en un derecho", no es preterible que su titular 

la pueda enajenar, gravar o reivindicar; es decir, ejercer sobre ella ciertos actos 

característicos del dominio, como si fuera el objeto exclusivo de éste. Mas esta exclusividad 

es apenas aparente, o por lo menos parcial, porque tampoco se puede silenciar que no cabe 
desligar la cuota del objeto común del derecho. De todas maneras, lo que ahora interesa 

subrayar es que cada cuota, en sí misma considerada, es individual, lo que, recta vía, 

conduce a decir que es diferente a las demás. Pero, y esto es lo más importante, entre ella 

y la unidad del derecho no es posible establecer una comparación destinada a saber si es 

menor que ésta, porque la unidad quedó aniquilada cuando se fragmentó la titularidad del 
derecho y se formó la comunidad: SC 30 jun. 1989, G.J. No. 2435. 

 

Fuente doctrinal:  

Messineo, F. Manual de Derecho Civil y Comercial. Ediciones Jurídicas Europa-América. 

Tomo II, Buenos Aires, 1954, pág. 31.  

Henry, León y Jean Mazeaud. Lecciones de derecho civil. Parte segunda. Volumen IV. 
Derechos reales principales: El Derecho de propiedad y sus desmembraciones. Ediciones 

jurídicas Europa-América, Buenos Aires, 1960, pág. 37-38. 

 

ASUNTO:  

Los promotores pidieron declarar que adquirieron -por prescripción extraordinaria- el lote 
de terreno ubicado en Bogotá, que tiene 792,33 m2 y hace parte de otro de mayor extensión, 

distinguido con matrícula inmobiliaria e inscribir la sentencia. Expusieron que detentan 

ese inmueble por decreto de posesión efectiva de la herencia en la sucesión de Alfonso 

Torres Pardo, la cual cursó ante el Juzgado Quinto de Familia de Bogotá, poderío que 

comprende el que en vida desplegó aquél durante más de veinte años continuos. Aunque 

les correspondió todo el fundo, es decir, 1.184,64 m2, solo poseen 792,33 m2, toda vez que 
Luceiby González detenta los restantes 392,31 m2, ya que figura como copropietaria, junto 

con Peterson y Edwin Giovanny Martínez Torres, así como Marina y María del Pilar Torres 

Pardo, a pesar de que estos cuatro últimos nunca han tenido el bien. El a quo declaró la 
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nulidad de lo actuado en la acción de pertenencia y, como no fueron subsanadas las 

falencias que pidió enmendar, la rechazó; luego, el pleito continuó solo por la 

contrademanda reivindicatoria. El a quo desestimó las defensas de los reconvenidos y les 
ordenó reivindicarle a Luceiby González 297,0228 m2, pagarle $307’119.098 por frutos 

civiles, más los que se causen hasta la entrega, negó las mejoras. El ad quem revocó esa 

decisión y, en su lugar, negó las súplicas. La reivindicante recurrió en casación y planteó 

dos cargos: 1) violación directa de los artículos 946, 947, 949, 950, 952, 964 y 969 del 

Código Civil, por falta de aplicación. 2) violación indirecta como consecuencia de errores de 

hecho en la valoración de las pruebas porque desestimó la reivindicación con sustento en 
que no se demostró la singularidad de la cuota proindiviso. La Sala no casa la sentencia 

impugnada. 
 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 

NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-03-023-2011-00513-01 
PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1963-2022 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 29/06/2022 

DECISIÓN    : NO CASA  

 
 

SC1304-2022 
 

CONTRATO DE MANDATO COMERCIAL-Relación entre la inversionista y el ordenante 

respecto a la administración y custodia de valores por operaciones en bolsa. 

 

EXTRACTO-La infracción a las normas que regulan el mandato, en especial el artículo 

1263 del Código de Comercio, no se configura, en tanto que los límites del mandato general 
se amplían al giro del acto encargado. Dada la complejidad de las relaciones jurídicas que 

se establecen en el mercado bursátil, es necesario contar con personas expertas en la 

gestión de estos asuntos. Es allí donde este negocio jurídico se erige como una alternativa 

para la realización de actos mercantiles -a través de otro y siempre por cuenta del 

mandante-. El silencio de la comitente en no marcar con una equis si el ordenante tenía o 
no la libre disposición de los recursos del cliente no pueda entenderse un límite, máxime 

cuando las estipulaciones del mismo documento revelan las amplias facultades concedidas 

al ordenante. La Corporación ha puesto el acento en la precisión lingüística de las 

estipulaciones, para determinar el contenido prestacional por el cual el mandatario está 

vinculado con su mandante. Deber de información y operaciones de reporto. 

 
RECURSO DE CASACIÓN-Reglas técnicas: 1) Si del texto convencional se descubren varios 

sentidos razonables, incluso con la aplicación de las reglas hermenéuticas, la elección que 

de uno de ellos se haga ha de ser respetada y mantenida por la Corte. 2) en cuanto a la 

responsabilidad de la comisionista de bolsa su estudio resulta intrascendente. En tanto no 

hubo una indebida aplicación de las normas del mandato, ni la aludida extralimitación del 
mandatario. 3) El cuarto cargo deviene intrascendente, en la medida en que es 

consecuencial a la prosperidad de los embates estudiados en precedencia. Las 

estipulaciones contractuales cuya interpretación es censurada descansan en la 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1304-2022-2015-00297-01.pdf
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exoneración de responsabilidad del comisionista por actos del ordenante. Discutir sobre 

eficacia de las cláusulas tachadas de abusivas cuando no se demostró la extralimitación 
del ordenante resulta inane. 

 

Fuente formal:  

Artículo 336 numerales 1º, 2º CGP.  

Artículos 1262, 1263 Ccio.  

Artículos 1501, 2157, 2158, 2190 CC. 
 

Fuente jurisprudencial:  

1) “los jueces tienen la facultad para interpretar los contratos oscuros, pero no pueden 

olvidar que dicha atribución no los autoriza, so pretexto de interpretación, a distorsionar 

ni a desnaturalizar pactos cuyo sentido sea claro y terminante, ni mucho menos para 
quitarles o reducirles efectos legales”: SC 14 de agosto de 2000, Exp. 5577.  

2) “[e]s principio de derecho que en las obligaciones contractuales rige, casi soberanamente, 

el querer libre de las partes, o sea el principio de la libertad jurídica”: SC 20 de noviembre 

de 1906, G.J. XVIII, p. 70.  

3) En términos concretos se ha recibido una presunción: esta subregla -según la doctrina-

, no fue ignorada por Andrés Bello. Se observa afincada en uno de sus números “proyectos 
inéditos del Código Civil.” La fórmula era la siguiente: “[e]n los contratos, es de regla 

atenerse a la letra en lo que no pugna manifiestamente con la conocida intención de las 

partes,” de la regla principal-: es posible descubrir “la presunta voluntad de las partes”: 

G.J. XVIII, p. 70, sentencia del 20 de noviembre de 1906. En efecto, si el convenio consagra 

cláusulas claras, lo allí pactado se presume como la intención común de los contratantes. 
Esto es, “la intención de las partes al celebrar los contratos puede desentrañarse tomando 

en consideración la naturaleza del contrato y las cláusulas claras y admitidas del mismo”: 

G.J. LX, p. 661, sentencia del 3 de junio de 1946). Es decir, “[n]o hay necesidad de rastrear 

por sus antecedentes la verdadera intención de los contratantes, cuando ella aparece 

declarada expresamente en las cláusulas del instrumento que otorgan”: G.J. XXIV, p. 121, 

sentencia del 30 de mayo de 1914).  
4) “el contrato a los ojos de la ley y del Juez no es ni puede ser otro que el que resulta de 

los hechos, aunque los interesados por ignorancia o fines especiales quieran revestirlo de 

una calidad que no tiene»: G.J. VII, p. 92, sentencia del 18 de febrero de 1892.  

5) Desde luego, en el Código Civil -con carácter enunciativo y supletivo- se consagran varias 

“pautas”: SC 19 de diciembre de 2008, rad. n.°. 2000-00075-01 o reglas auxiliares de 
interpretación -arts. 1619 a 1624 del C.C. -Estas reglas interpretativas y decimonónicas 

han sido ya explicadas por esta Corporación: SC del 5 de julio de 1983, SC139-2002 de ag. 

1° 2002, rad. n.° 6907; SC127-2008 de dic 19 2008, rad. n.° 2000-00075-01; SC038-2015.  

6)Ha de memorarse que de vieja data esta Sala ha venido señalando, en cuanto a la 

interpretación del contrato, que en «el derecho positivo colombiano impera el principio 

según el cual las leyes que regulan los contratos son normas supletorias de la voluntad de 
los contratantes, cuando estos, al celebrar sus convenciones jurídicas, acatan todas las 

prescripciones legales requeridas para su formación y respetan el orden público y las 

buenas costumbres. El postulado de la normatividad de los actos jurídicos (art 1602, C.C) 
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se traduce esencialmente, entonces, en que legalmente ajustado un contrato se convierte 

en ley para las partes, quienes por consiguiente quedan obligados a cumplir las 
prestaciones acordadas en él»: SC GJ CLXXVI. 2415, pp. 249-a 257.  

7) Esto es, “[s]olo cuando no es posible determinar con claridad la intención de los 

contratantes es cuando el fallador debe a acudir, con vista de las circunstancias de cada 

caso, las normas que estime conducentes de entre las establecidas en los arts. 1619 a 1624 

del C.C.”: SC 14 de marzo de 1946, G.J.LX, p. 112.  

8) Por manera que la demostración del cargo ha de conducir al convencimiento de la 
contraevidencia, inconcebible cuando el resultado que se censura es producto de sopesar 

distintas posibilidades, que termina con la escogencia de la más probable, “sin que ninguna 

de ellas esté plenamente contradicha por las otras pruebas del proceso” SC 30 de noviembre 

de 1962, XCVIII, 21; 4 mayo de 1968, aún no publicada; 20 de mayo de 1970, CXXXIV, 

146 y 147)”: SC del 6 de agosto de 1985.  
9) «Si nadie discute que el ordenante de la actora, Edward Jonathan Martínez Rodríguez, 

había sido facultado para actuar en su nombre; y si, además, mediaban «carta[s] de 

compromiso para la celebración de operaciones de venta con pacto de recompra sobre 

acciones»; no resultaba caprichoso dejar sentadas, para el efecto, la existencia de las 

autorizaciones, al margen de ciertos matices, como los alegados espacios en blanco. Con 

mayor razón cuando los citados documentos, no solo se encuentran dirigidos a la 
interpelada, sino también firmados por el ordenante de la precursora, y la representante 

legal de ésta, de donde, en línea de principio, esto es, mientras no aparezca prueba distinta, 

al punto que en el contexto de la acusación nada al respecto se esboza, debe seguirse que 

la autoría de las cartas de compromiso y de los espacios en blanco, no sería atribuible a la 

comisionista de bolsa»: AC3672-2019.  
10) «cuando la voluntad del mandante está expresada en forma clara y precisa, aquel habrá 

de ajustarse a dichas normas si aspira a interpretar fielmente la voluntad de su 

representado y, sobre todo, a vincular la responsabilidad civil de aquel para el cumplimiento 

de las prestaciones contraídas a su nombre»: sentencia, 22 de abril, 1938 G J XLVI pág 

312. De manera que la amplitud con que se confeccione el objeto del acto jurídico determina 

el espectro de actuación del mandatario. Y esto tiene que ser necesariamente así, porque el 
contrato de mandato defiere al mandatario «libertad e independencia para realizar el 

negocio o gestión que se le ha confiado»: SC 17 de junio de 1964. libertad o independencia 

que, naturalmente, no son ni libérrimas ni absolutas. Por supuesto, los actos del 

mandatario se verán acotados por la especialidad de las potestades.  

11) «Como consecuencia de la previsión legal mencionada, el mandatario debe ejecutar el 
encargo procurando en todo momento favorecer los intereses del mandante, lograr el mayor 

provecho con el menor costo, razón por la que debe disponer todas las providencias que 

habría adoptado aquel, de haberse encargado directa y personalmente de ejecutar la 

gestión»: SC 24 de agosto de 1998. G.J. CCLV.  

12) Ahora bien, «determinar las facultades el mandatario es una operación de mera 

interpretación del poder, de modo que, si no se trata de cláusula cuyo efecto o alcance esté 
prefijado por la ley, la inteligencia que el fallador se haya formado del mandato, en orden a 

calificar si incluye o no ciertas atribuciones, es una cuestión de hecho en cuya apreciación 
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él es autónomo, en tanto que ésta no adolezca de error evidente, único caso en que podría 

ser desconocida en casación»: SC del 28 de abril de 1961.  
13) Como lo ha especificado esta Sala, al observar las actividades relacionadas con el 

contrato de comisión, «las sociedades de intermediación en el mercado de valores 

desempeñan diversas labores accesorias al contrato de comisión, como son las 

compraventas con pacto de recompra sobre valores y la administración de éstos, que deben 

ser analizadas por sus particularidades sin que ello quiera decir que se tengan como 

vínculos autónomos y se ignore su conexidad, con la advertencia de que las regulaciones 
de la Superintendencia Financiera y la Bolsa de Valores sobre la materia se entienden 

incorporadas al pacto en virtud del interés social que conlleva tal actividad»: SC22062-

2017.  

14) Sin embargo, en el caso en concreto, el formulario de apertura de cuenta -documento 

en el cual se otorgó el mandato- y la carta de compromiso para efectuar operaciones repo 
fueron suscritos el mismo día, tal como se observa. Esto es, no se podría afincar la relatada 

revocatoria tácita de la sentencia SC2556-2018.  

15) De manera que, si bien existe dicho precedente, no era susceptible resolver el que en 

esta oportunidad ocupa la atención de esta Corte bajo los parámetros de la aludida 

decisión. Ello pues las circunstancias particulares del juicio y la forma en la que el cargo 

fue elevado son distintas al de marras. Amén que, los espacios en blanco de la carta de 
autorización son un matiz que debe ser apreciado en el contexto del asunto, como dejó 

sentado la providencia de Sala de esta corporación: AC3672-2019.  

16) Además de evidenciarse el cumplimiento de la obligación de información y de las 

actividades repo, también se expone cierta incuria. Sobre el particular, se cita el Nemo 
auditur propriam turpitudinem allegans. “Nadie puede mejorar su posición por un propio 

delito”. En una palabra, “[n]o puede oírse la alegación de la propia falta como algo que apoye 
o favorezca a quien la invoca.”: SC, 23 nov. 1936, G.J. 1918, pág. 484.  

17) En igual sentido: SC, 4 oct. 1982, CLXV, P. 215. Como se sabe, “algunos textos legales 

contienen aplicaciones particulares del mismo, en primer término, el artículo 1744 del 

Código Civil advierte que sí de parte del incapaz ha habido dolo para inducir el acto o 

contrato, ni él ni sus herederos posesionarios podrán alegar nulidad. En segundo término, 

el artículo 1525 precisa que no podrá pedirse o repartirse lo que sea dado o pagado por un 
objeto o causa ilícita a sabiendas.”: SC 23 de junio de 1958. En esta providencia también 

se aclara que “[e]stas aplicaciones no deben considerarse como casos aislados, sino como 

derivaciones de una regla más general vigente en nuestro derecho cuál es la de que a nadie 

se le permite beneficiarse de su propio dolo.” Se trata, desde luego, de un principio con “un 

gran contenido ético, fundado en el principio clásico que impide sacar provecho o repetición 
de la propia torpeza o conducta culpable.”: SC4654-2019. Es decir, “[a]uscultado una vez 

más el punto de esta regla moral en las obligaciones, conocida desde los romanos, cabe 

puntualizar que la justicia debe denegar la protección cuando quien la exhorta ha actuado 

de una manera irregular, bien sea por simple descuido o culpa, o por dolo (nemo creditur 
turpitudinem suam allegans).” SC4654-2019.  

18) «la encargada de recibir y estudiar las «papeletas de los repos», en algunos casos, las 

«desdeñara», o «no entendiera la información allí consignada y no hubiera pedido 
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explicación al respecto (…) de forma oportuna», debe seguirse que lo así decidido no resulta 

arbitrario»: AC3672-2019. 
 

Fuente doctrinal:  

Fenet. Travaux préparatoires du Code Civil. T.VI. Ducessois. París, 1877, p.33.  

El Digesto de Justiniano: 32, 25. T. II. D’ors, Hernández, Fuenteseca, García y Burillo. 

Aranzadi, Pamplona, 1972, pág. 488.  

Ospina Fernández, Guillermo y Ospina Acosta, Eduardo. Teoría general del contrato y del 
negocio jurídico. 2005, pp. 398-400. O mejor aún, estos artículos le prescriben al juez la 

investigación de la voluntad de los contratantes. Claro Solar, Luis. Explicaciones de derecho 

civil y comparado. Editorial jurídica de Chile., tomo XII, 1992, p. 16.  

Gonçalves, Carlos Roberto. Direito civil brasileiro. 2010, vol. 1, p. 338.  

Larenz, Karl. Derecho de obligaciones. Tomo II. Madrid, 1959, pág. 346.  
Ihering, Rudolf von. El espíritu del derecho romano. Vol. III., Oxford, 2001, pág. 650.  

Fernando Vélez. Estudio sobre el Derecho Civil colombiano, París América. Tomo VIII. El 

Digesto de Justiniano: 50, 17, 134.  

T.III. D’ors, Hernández, Fuenteseca, García y Burillo. Aranzadi, Pamplona, 1972, pág. 878. 

 

ASUNTO:  
Recurso de casación interpuesto por la demandante LINA MARÍA BARGUIL MANRIQUE 

contra la sentencia proferida por la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, en el proceso 

que instauró frente a ASESORÍAS E INVERSIONES S.A.- hoy VALORALTA S.A. 

COMISIONISTA DE BOLSA. Se pidió que se declare que entre la convocante y la demandada 

se suscribieron los contratos denominados «Contrato para la Administración y Custodia de 
Valores», y «Apertura de Cuenta Persona Natural». Instó a que se declare que la pasiva 

incumplió el denominado contrato para la administración y custodia de valores. 

Consecuencialmente, solicitó que se condene al pago de los perjuicios causados a Lina 

María. El a quo desestimó las pretensiones. El ad quem confirmó la decisión de primera 

instancia. Se formularon cuatro cargos en casación: 1) violación directa de las normas 

sustanciales, en torno al contrato de mandato mercantil en el contexto de los negocios 
bursátiles. 2) violación indirecta de las normas sustanciales por errores de hecho evidentes 

y trascendentes en la apreciación de las pruebas; 3) violación indirecta de las normas 

sustanciales, respecto al deber de información a la luz de los artículos 871, 1308 y 1268 

del Código de Comercio, 1603 del Código Civil, la jurisprudencia de la Alta Corporación y 

doctrina nacional, la Ley 1328 del 2009 y el Decreto 2555 de 2010; 4) violación indirecta 

de la valoración efectuada de la cláusula establecida en el numeral 10 del documento 
apertura de cuenta de persona natural. La Sala no casa la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 

NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-03-020-2015-00297-01 
PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1304-2022 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 30/06/2022 
DECISIÓN    : NO CASA  
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SC1303-2022 

 
RECURSO DE CASACIÓN-Inobservancia de reglas técnicas: 1) pese a enumerarse varias 

normas que se dijeron fueron vulneradas por falta de aplicación o aplicación indebida, en 

la exposición del cargo, únicamente, se alude a los artículos 864 y 824 del Código de 

Comercio y 16 y 1602 del Código Civil. Sin embargo, ninguna de estas normas tiene el 

carácter de sustanciales. 2) en cuanto a los argumentos esgrimidos en torno a la falta de 

aplicación o aplicación indebida de los artículos 5, 6, 10, 14, 15 y 22 de la Ley 527 de 1999, 
se advierte su desenfoque. En el escrito se alega que se incurrió en una violación directa de 

la normativa que regula la formación del contrato por medios electrónicos. Sin embargo, el 

ad quem en ningún momento aseveró que el correo electrónico no fuera idóneo para 

entender perfeccionado o forma un contrato por su naturaleza de mensaje de datos. El 

reparo frente a dicho correo electrónico no se circunscribió al formato en que se hallaba la 

comunicación, sino a la falta de los requisitos para la configuración de la aceptación. 3) 
pese a haber sido planteado el cargo por la vía directa, la queja trasiega en varias 

oportunidades frente a la valoración efectuada por el ad quem. 

 

NORMA SUSTANCIAL-No ostentan este linaje los artículos 864 y 824 del Código de 

Comercio y 16 y 1602 del Código Civil. 

 
INCONGRUENCIA-Doctrina probable procesal: en torno a la apelación, existe 

incongruencia cuando no se advierte armonía entre los argumentos propuestos al apelar y 

la sentencia del ad quem. El cargo se constriñe al último aspecto, pues se cuestiona la 

ausencia de pronunciamiento frente a las pretensiones subsidiarias. Sin embargo, se 

observa su improsperidad pues, las facultades del superior únicamente se circunscriben al 

contenido de los reparos concretos señalados en la fase de interposición de la alzada. 
Extender o ampliar sus límites y actuar por fuera del marco elaborado por el apelante 

implicaría contradecir el principio de congruencia que impera respecto de toda decisión, así 

lo establecen los artículos 281 y 328 del CGP. Tampoco es posible predicar que el caso en 

concreto se configurara una de aquellas ocasiones en que el ordenamiento le impusiera 

pronunciarse motu proprio. La facultad oficiosa del juez de segundo grado atiende a los 
casos expresamente consagrados en la ley. 

 

INTERPRETACIÓN CONTRACTUAL-En el caso, las negociaciones descansaron en varias 

declaraciones de voluntad. A partir de la interpretación de estas declaraciones de voluntad 

no es un desafuero concluir que, desde el comienzo de la negociación, se establecieron 

reservas formales para la contratación y que la omisión de estas formalidades ad 
solemnitatem, impuestas y asumidas por los declarantes, condujo a la inexistencia de la 
pretendida convención. Los criterios de interpretación del contrato han que ser extendidos, 

con las diferencias del caso, a las plurales declaraciones de voluntad de toda la negociación. 

En relación con la regla principal e imperativa de interpretación: ha de retenerse la 

intención de los declarantes. Al lado de esta regla principal e imperativa, se abre paso la 

siguiente subregla de interpretación -en realidad una presunción de la regla principal-: “Las 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1303-2022-2011-00840-01.pdf
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reglas que da el Código Civil en materia de convenciones interpretan la presunta voluntad 

de las partes”. 
 

APRECIACIÓN PROBATORIA-En el ámbito del recurso de casación, si del texto se 

descubren varios sentidos razonables, la elección que de uno de ellos haga el Tribunal ha 

de ser respetada y mantenida por la Corte. Esto, a menos que otras pruebas desmientan 

ese sentido escogido, para lo cual ha de empeñarse el impugnante en hacerlo ver mediante 

la denuncia de yerros probatorios trascendentes, presentes en la sentencia que combate. 
El Colegiado de segundo grado desestimó las manifestaciones que se alejaban del contenido 

material de otros medios de prueba -correos electrónicos, testimonios, los hechos de la 

demanda- y de su examen en conjunto. Se evidencia la valoración conjunta de los medios 

probatorios que efectuó el ad quem en contraposición con la lectura aislada sobre algunos 

medios probatorios que plantea el censor. No se advierte que se hubiera cumplido con la 

exigencia de completitud a la que alude el artículo 344 del Código General del Proceso. El 
hecho de que se hubiese optado por un grupo de pruebas -por sobre otros-, no obsta para 

inferir per se un yerro grave en la labor argumentativa y probatoria. 

 

Fuente formal:  

Artículo 336 numerales 1º, 2º, 3º CGP.  
Artículo 281 inciso 1º CGP.  

Artículo 328 CGP.  

Artículos 320,322 CGP.  

Artículos 845, 855 Ccio.  

Artículo 1618 CC.  

Artículo 344 CGP. 
 

Fuente jurisprudencial:  

1) Incongruencia. «(e)ste motivo de impugnación, en principio, es ajeno a los fallos 

completamente adversos a quien provoca el conflicto, en la medida que brindan una 

solución íntegra frente a lo requerido y sus alcances totalizadores no dejan campo para la 
duda o la ambivalencia. En otras palabras, se niega lo que se pide y, por ende, no puede 

decirse que exista una contradicción por el sólo hecho de que el reclamante insista en un 

propósito y el funcionario no encuentre soporte al mismo»: SC de 18 dic. 2013, rad. 2000-

01098-01.  

2) «la incongruencia no se presenta solo cuando existe una disonancia entre lo invocado en 

las pretensiones de la demanda y lo fallado, sino que también se patentiza cuando la 
sentencia no armoniza con lo pedido en la sustentación del recurso (pretensión 

impugnaticia), que indudablemente corresponde a una invocación del derecho sustancial 

controvertido»: SC4415-2016 citada en SC3918-2021.  

3) Incongruencia. Así mismo, «igual yerro comete el funcionario judicial si tiene por 

probadas defensas no esgrimidas en tiempo y que eran del resorte exclusivo de una de las 
partes, como la prescripción, la nulidad relativa y la compensación»: SC3918-2021 y 

cuando existe exceso o deficiencia del funcionario judicial de segunda instancia al decidir 

el recurso de apelación.  
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4) Sobre la deficiencia de la sentencia como causal de incongruencia, ha sostenido esta 

Sala que: «(...) la falta de consonancia (...) ‘ostenta naturaleza objetiva, al margen de las 
consideraciones normativas, la valoración probatoria o eventuales yerros de juzgamiento, 

y no se estructura por simple divergencia o disentimiento con la decisión’. A este propósito, 

tiene dicho la Sala que, ‘la trasgresión de esa pauta de procedimiento no puede edificarse 

sobre la base de controvertirse el juzgamiento del caso, porque el error se estructura, 

únicamente, tratándose de la incongruencia objetiva, cuando se peca por exceso o por 

defecto (ultra, extra o mínima petita)’ (...). Del mismo modo ‘...nunca la disonancia podrá´ 
hacerse consistir en que el tribunal sentenciador haya considerado la cuestión sub-judice 

de manera diferente a como la aprecia alguna de las partes litigantes, o que se haya 

abstenido de decidir con los puntos de vista expuestos por alguna de estas...’ (...), ‘la 

carencia de armonía entre lo pedido y lo decidido, referida como es al contenido de la 

sentencia, ha de buscarse, en línea de principio, en la parte resolutiva de la misma, ‘pues 
la causal no autoriza ni puede autorizar a entrar en el examen de las consideraciones que 

han servido al juzgador como motivos determinantes de su fallo»: SC, 10051-2014.  

5) «la incongruencia no se presenta solo cuando existe una disonancia entre lo invocado en 

las pretensiones de la demanda y lo fallado, sino que también se patentiza cuando la 

sentencia no armoniza con lo pedido en la sustentación del recurso que, indudablemente, 

corresponde a una pretensión del derecho sustancial controvertido»: SC5142-2020. Postura 
que ha sido adoptada como doctrina probable, tal como se clarificó en SC5453-2021.  

6) «Además de los supuestos enunciados, por doctrina jurisprudencial se consideró que 

existe incongruencia cuando hay disarmonía entre los argumentos propuestos al apelar y 

las determinaciones adoptadas por el sentenciador de segunda instancia. (…).SC3627-

2021. Precedente repetido por la Corporación, como consta en las decisiones de 12 
diciembre 2007 (rad. n.° 1982-24646-01), 1° de noviembre de 2013 (rad. n.° 1999-00355-

01), 13 de abril de 2016 (rad. n.° 2012-02126-00) y 31 de mayo de 2018 (rad. n.° 2005-

00346-01), de allí que constituya una doctrina probable de la Corporación».  

7) «[P]ronunciarse sobre puntos o extremos del litigio que no fueron materia de la apelación 

-ni están íntimamente conectados con ella-… [es] un asunto que atañe al derecho 

sustancial que tiene el recurrente para que la resolución de su impugnación no toque 
puntos que no quiso llevar al debate de la segunda instancia… [por tanto], si el fundamento 

de la acusación obedece a una desviación del tema que fue objeto de la pretensión deducida 

en la sustentación del recurso, el ataque deberá dirigirse por la senda de la causal segunda 

de casación, por vicio de incongruencia entre lo pedido por el impugnante y lo resuelto por 

el ad quem: SC14427-2016.  

8) [«Cumple recordar que la congruencia de la sentencia es principio cardinal del conjunto 
de garantías del debido proceso, que evita el exceso o el defecto de esa decisión respecto del 

marco jurídico de lo que compete resolver, previsto en el artículo 305 del citado estatuto, 

bajo cuyo tenor el juez debe sujetar la solución del conflicto a los hechos y las pretensiones 

de la demanda o demás oportunidades autorizadas, así como las defensas frente a esta 

última, sin desmedro de lo que ha de resolverse de oficio, de acuerdo con la jurisprudencia 
consolidada de esta corporación, acatar la congruencia implica que debe haber armonía 

entre lo pedido y lo resistido»: SC22036-2017, citada en SC4257-2020.  
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9) Al respecto, debe precisarse, además, que esos reproches delimitaron la órbita de acción 

del ad quem, en tanto que de conformidad con el artículo 357 del Código de Procedimiento 

Civil, ‘el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del 
recurso’ (…)dado que el ad quem no tiene más poderes que los que le ha asignado el 

recurrente, pues no está autorizado para modificar las decisiones tomadas en la sentencia 

que no han sido impugnadas por la alzada, puesto que se trata de puntos que escapan a lo 

que es materia del ataque, a no ser ‘que en razón de la reforma fuere indispensable hacer 

modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados con aquélla’: SC del 12 de febrero 

de 2002, Rad. n.° 6762; SC 294-2021, SC3148-2021.  
10) «Lo primero que la Corte observa es que el sentenciador no pasó por alto el tema, sino 

que determinó que no le era dable referirse a tales súplicas eventuales en la medida que en 

primera instancia no fueron abordadas y que la recurrente no reparó pidiendo adición o 

modificación del fallo.” Sin que le falte razón en este último aserto, pues en verdad que 

ninguna solicitud puntual hizo la parte actora al interponer la impugnación como tampoco 
al sustentarla ante el Tribunal, sin que el esquema del recurso permita la genérica 

inconformidad que indica la casacionista, pues el inciso segundo del numeral 3º del artículo 

322 ibidem es claro en exigir, al proponerla, «precisar, de manera breve, los reparos 

concretos, que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación que hará ante 

el superior», mandato que no admite inteligencia distinta a que la censura se debe exponer 

de manera exacta, completa, rigurosa, detallada y bien delimitada»: SC5252-2021.  
11) Le está vedado al Colegiado pronunciarse sobre cuestiones que no fueron objeto de 

reparo concreto ante el a quo en su recurso: ” dado que el ad quem no tiene más poderes 

que los que le ha asignado el recurrente, pues no está autorizado para modificar las 

decisiones tomadas en la sentencia que no han sido impugnadas por la alzada, puesto que 

se trata de puntos que escapan a lo que es materia del ataque, a no ser ‘que en razón de la 

reforma fuere indispensable hacer modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados 
con aquélla’: SC del 12 de febrero de 2002, Rad. n.° 6762; SC 294-2021, citado en SC3148-

2021.  

12) La facultad oficiosa del juez de segundo grado atiende a los casos expresamente 

consagrados en la ley. Como ocurre, por ejemplo, con el artículo 282 del Código General 

del Proceso o el 1742 del Código Civil, o cuando verse sobre aspectos íntimamente 
«relacionadas con el asunto sometido a su conocimiento, verbi gratia, las restituciones 

mutuas derivadas de distintas modalidades de decaimiento de un acuerdo de voluntades 

(CSJ SC 020 de 2003, rad. 6610; SC10097 de 2015, rad. 2009-00241); el deber de 

reexaminar en juicios coactivos el título ejecutivo aportado a efectos de determinar la cabal 

concurrencia de sus requisitos (CSJ STC15169 de 2019, rad. 2019-01721; CSJ STC13428 

de 2019, rad. 2019-01460); entre otros eventos»: SC3918-2021.  
13) Sobre dichas normas sustanciales, esta Sala las ha definido como aquellas que, «frente 

a la situación fáctica que ella contempla, declara, crea, modifica o extingue derechos 

subjetivos, o impone obligaciones a las personas». S.C. de 30 oct. 1970, G.J. CXXXVI, pág. 

68. Así mismo, señaló que no tienen tal calidad aquellas que «sin embargo de encontrarse 

en los códigos sustantivos, se limitan a definir fenómenos jurídicos, o a describir los 
elementos integrantes de estos, o a hacer enumeraciones o enunciaciones, como tampoco 
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la tienen las disposiciones ordinativas o reguladoras de la actividad in procedendo». 

Sentencia del 24 de octubre de 1.975, G.J. Tomo CLI, página 254.  
14) (…) no puede predicarse la condición de sustancial de las normas «que se limitan a 

definir conceptos, enumerar elementos, regular procedimientos, fijar pautas probatorias, 

consagrar principios generales, o relacionar las hipótesis que encajan dentro de una 

institución jurídica, con independencia del estatuto en que se encuentren consagradas» 

(AC4529-2017), como precisamente acontece con los cánones 1602 y 1603 del estatuto 

civil, los cuales consagran las máximas del pacta sunt servanda y buena fe, en su orden. 
Así lo entendió la Corporación en reciente auto inadmisorio, cuando sostuvo que: «El 

artículo 824 id., se limita a indicar la forma en que los comerciantes pueden expresar su 

voluntad y, por ende, está referido al principio de consensualidad en materia mercantil, 

como se explicó en AC 18 nov. 2010, rad. 2002-00007-01, AC877-2019.  

15) Sobre el particular, se precisó que (…) el ataque casacional tuvo por norte la violación 
directa de los artículos 4, 835, 864 y 871 del Código de Comercio y 1620, 1621 y 1624 del 

Código Civil, por inaplicación; sin embargo, ninguna de tales disposiciones tienen el 

carácter de norma sustancial, toda vez que una se limita a la definición del contrato (864), 

otras dos desarrollan el postulado de la presunción de buena fe y la obligación de que los 

contratos se celebren y ejecuten conforme al mismo (835, 871), y los restantes hacen 

referencia a reglas de interpretación de los referidos negocios jurídicos, tanto en materia 
civil como mercantil (4, 1620,1621 y 1624); es claro que no se indica en el libelo, en modo 

alguno, la norma sustancial trasgredida como consecuencia de la inaplicación de la 

normativa en cita»: AC2117-2020, AC8508-2017.  

16) «El fenómeno del desatino de la acusación ocurre “cuando la argumentación del 

recurrente se enfoca hacia aspectos que no fueron desarrollados por el fallador, es decir 
cuando van por caminos disímiles”, por lo que las razones del casacionista “carecen de la 

virtualidad necesaria para enervar el soporte de la sentencia impugnada, siendo inane la 

censura formulada. Precisamente a este defecto, que supone que el recurrente dirija su 

labor impugnaticia hacia fundamentos diferentes de los tenidos en cuenta por el fallador y 

no frente al soporte real de la decisión, de antiguo, en la esfera casacional se le conoce como 

desenfoque o desatino del cargo, que, por la misma razón anotada, le resta todo mérito de 
prosperidad a la censura.”: SC 18 de octubre de 2000, exp. 5638.  

17) En el común de las veces, el desenfoque de la impugnación se establece al momento del 

estudio de fondo de la cuestión litigiosa, esto es, en el fallo propiamente dicho, siempre y 

cuando el sentenciador de casación haya verificado que la acusación se orientó en sentido 

muy diverso de los fundamentos tenidos en cuenta por el Tribunal»: AC323-2000, del 15 
de diciembre de 2000, rad. 1996-8690-02.  

18) Cuando se esgrime la violación directa de la norma sustancial, contemplada como 

causal de casación en el numeral primero del artículo 336 del Código General del Proceso, 

la discusión se ceñirá a «la cuestión jurídica sin comprender ni extenderse a la materia 

probatoria, por lo que debe estructurarse en forma adecuada cómo se produjo la 

vulneración ya por tomar en cuenta normas completamente ajenas al caso, pasar por alto 
las que lo regían o, a pesar de acertarse en la selección, terminar reconociéndoles 

implicaciones que no tienen»: AC3599-2018.  



 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                                     Gaceta de Jurisprudencia 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                                      Providencias 2022-6 

85 

19) «Si la violación de disposiciones sustanciales se encausa por la vía directa, los 

argumentos de la impugnación deben limitarse al campo jurídico sin referirse a la 
plataforma fáctica ni la valoración de los medios de convicción. Expresado de otra manera, 

será defectuoso el embiste que, pese a fincarse en la vulneración inmediata de la ley 

sustancial que gobernó el litigio, critica los asertos suasorios y fácticos elaborados en el 

fallo de última instancia, pues el mismo debe limitarse a demostrar que el Tribunal dejó de 

aplicar, hizo actuar indebidamente o interpretó de forma equivocada un precepto 

sustancial»: AC2708-2020.  
20) «El postulado de la normatividad de los actos jurídicos (art 1602, C.C) se traduce 

esencialmente, entonces, en que legalmente ajustado un contrato se convierte en ley para 

las partes, quienes por consiguiente quedan obligados a cumplir las prestaciones acordadas 

en él»: Sala Civil, Tomo CLXXVI. 2415, pp. 249-a 257.  

21) «(…) aquel acto jurídico unilateral -la oferta- ostenta unas características que la 
distinguen de tratativas, acuerdos prenegociales, invitaciones a negociar, etc. que forman 

parte de la etapa precontractual; y aún de la propaganda, la publicidad, las promociones 

dirigidas a personas indeterminadas, etc. en las que, con todo, en protección del 

consumidor, la ley torna vinculantes (artículo 29 de la ley 1480 de 2011 o Estatuto del 

Consumidor). En términos de la Corte, la oferta “[p]ara su eficacia jurídica ha de ser firme, 

inequívoca, precisa, completa, acto voluntario del oferente, y estar dirigida al destinatario 
o destinatarios y llegar a su conocimiento -se resalta-. Ello significa, entonces, que para 

que exista oferta se requiere voluntad firme y decidida para celebrar un contrato, lo que la 

distingue de los simples tratos preliminares, en los que de ordinario esa voluntad con tales 

características todavía está ausente; y, al propio tiempo, ha de ser tan definida la voluntad 

de contratar por quien lo hace, de manera tal que no ha de aparecer duda de ninguna 
índole de que allí se encuentra plasmado un proyecto de contrato revestido de tal seriedad 

que no pueda menos que tenerse la certeza de que podrá perfeccionarse como contrato, con 

el lleno de todos los requisitos legales, si ella es aceptada por aquel o aquellos a quienes va 

dirigida, lo que necesariamente supone que en ella han de estar contenidos, cuando menos, 

los elementos esenciales del contrato propuesto y que, además, ha de ser dirigida al 

destinatario o destinatarios y llegar a su conocimiento” (CSJ SC 029-1995 del 8 de marzo 
de 1995, rad.4473)»: SC11815-2016.  

22) La aceptación se recibe como el asentimiento inequívoco -expreso o tácito-, 

incondicional y oportuno de la oferta. Sobre tal definición, es imperativo destacar dichas 

características pues «en caso de ser extemporánea o estar acompañada de reparos 

constituye un nuevo intento ajeno al anterior que debe ser considerado por los demás 
intervinientes, ya que como se dijo en CSJ SC 8 mar. 1995, rad. 4473, “la oferta inicial 

queda en el vacío y surge entonces una "nueva propuesta", en la cual ahora el antiguo 

destinatario asume la calidad de oferente y el primer ofertante se convierte en 

destinatario”»: SC2775-2018.  

23) (…) Sólo en el evento de que la intentio de los participantes sea positiva y coincidente 

respecto de las bases por ellos proyectadas, se estará en presencia de un acuerdo de 
voluntades que, en el caso de los contratos consensuales, determinará su celebración o, 

tratándose de los contratos solemnes, exigirá para su cabal perfeccionamiento, la 

satisfacción de las correspondientes formalidades legales. Si la voluntad de los interesados, 



 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                                     Gaceta de Jurisprudencia 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                                      Providencias 2022-6 

86 

o de alguno de ellos, es negativa, o disímil en algún punto -determinante- materia del 

negocio, no tendrá lugar el surgimiento o floración plena del contrato en el cosmos jurídico: 
SC, 19 dic. 2006, Rad. 1998-10363-01.  

24) «En virtud de la aceptación que se exprese sin condicionamientos, tanto el oferente 

como el aceptante quedan vinculados, y si el contrato no es de aquéllos que están sujetos 

al cumplimiento de alguna solemnidad para su perfeccionamiento pues es meramente 

consensual, surge de inmediato a la vida jurídica, por lo que está destinado a producir, a 

plenitud, los efectos que le son propios»: SC054-2015.  
25) A guisa de ejemplo, generalmente, a la oferta «le preceden y aún queda sustituida por 

otras actitudes, comportamientos o comunicaciones, llámense cartas de intención, 

declaraciones previas, due diligence, etc., que la práctica comercial -en aplicación de estilos 

de contratación foráneos- ha ido aclimatando en este medio. En el mismo sentido, se 

constata que, sin que las partes hayan llegado aún al perfeccionamiento del convenio, van 
suscribiendo o dejando por escrito los avances o puntos en los que han llegado a acuerdos, 

en memorandos o documentos con similar propósito que, en ocasiones, tan solo los 

compromete a seguir en la discusión del trato o a respetar el estado de lo ya pactado, en 

caso de arribar a un arreglo pleno»: SC11815-2016.  

26) «[a]hora bien, ese camino -o iter- negocial puede estar circunscrito a simples tratos 

preliminares o ‘tratativas’, mediante los cuales los intervinientes, de ordinario, básicamente 
exploran recíprocamente sus posiciones e intereses en relación con el potencial contrato. 

Esos contactos o acercamientos, si bien -incluso- pueden conducir al logro de acuerdos 

respecto de ciertos y específicos puntos, no suponen, inexorablemente -o in toto-, la 

celebración del contrato propiamente dicho, el que es corolario de un acuerdo más definido 

alrededor de sus elementos esenciales y, por contera, vinculante, merced al establecimiento 
de aspectos neurálgicos en la respectiva esfera negocial»: SC 19 de diciembre de 2006, 

expediente No. 1998-10363-01.  

27) En la negociación se afincó una verdadera formalidad ad solemnitatem, «que es 

precisamente lo mismo que ocurre cuando el contrato es solemne por disposición directa 

de la ley; sólo que en la hipótesis lo que es por voluntad de las partes, quienes han querido 

que el contrato “no produzca ningún efecto civil” sin la observancia de la formalidad especial 
de otorgarse el instrumento»: GJ CLXVI p. 183.  

28) «Ciertamente, como lo admite el impugnante, un contrato consensual puede 

transformarse en solemne por manifestación inequívoca de las partes, siempre y cuando se 

dejen a salvo el orden público y las buenas costumbres, como con mayor razón ocurre en 

el presente caso, si se tiene en cuenta lo previsto por el artículo 1858 del Código Civil, 
porque la ejecución de la obra a él aplicable, debidamente especificada, corría por cuenta 

del contratista, quien entre otras cosas debía suministrar los materiales y demás, por el 

sistema de precios fijos, recibiendo en dinero la debida contraprestación, evento en el cual, 

según voces del artículo 2053, ibídem, el contrato ofrecido se entendía como de 

compraventa»: 12 de agosto de 2002. Exp 6151.  

29) La jurisprudencia ha estimado que «a la aceptación habrá de seguir la promesa de 
contrato con el lleno de los requisitos legales, si así lo quieren las partes, o, si lo prefieren, 

la celebración directa del contrato a que se refiere la oferta»: SC 8 mar. 1995, rad. 4473, 

citado en SC2775-2018.  
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30) “Cuando un contrato está sujeto a la observancia de ciertas formalidades especiales, es 

solemne, de manera que sin ellas no produce ningún efecto civil.” CSJ. G.J. 1920, pág. 756, 
sentencia del 11 de dic. de 1936.  

31) «la validez de la estipulación resulta incontrovertible porque es del resorte los 

contratantes y revestir de formalidad los negocios jurídicos que por ley carecen de ellas, 

puesto que atendiendo motivaciones de seguridad o certeza pueden condicionar la 

existencia de tales actos a la presencia de solemnidades que acuerden. Y en este orden de 

ideas, mientras no se cumpla con la formalidad acordada no se puede decir que el contrato 
exista»: SC 17 de noviembre de 1993, S-173, exp. 3885.  

32) «Ciertamente, como lo admite el impugnante, un contrato consensual puede 

transformarse en solemne por manifestación inequívoca de las partes, siempre y cuando se 

dejen a salvo el orden público y las buenas costumbres, como con mayor razón ocurre en 

el presente caso, si se tiene en cuenta lo previsto por el artículo 1858 del Código Civil, 
porque la ejecución de la obra a él aplicable, debidamente especificada, corría por cuenta 

del contratista, quien entre otras cosas debía suministrar los materiales y demás, por el 

sistema de precios fijos, recibiendo en dinero la debida contraprestación, evento en el cual, 

según voces del artículo 2053, ibídem, el contrato ofrecido se entendía como de 

compraventa»: SC12 de agosto de 2002. Exp 6151.  

33) «Ahora bien, el criterio basilar en esta materia -más no el único, útil es memorarlo- es, 
pues, el señalado en el artículo 1618 del Código Civil, según el cual, “conocida claramente 

la intención de los contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras”, en 

cuya puesta en práctica sirve de fundamento, entre otras pautas o reglas, la prevista en el 

inciso final del artículo 1622 ib., a cuyo tenor las cláusulas de un contrato se interpretarán 

“por la aplicación práctica que hayan hecho ambas partes, o una de las partes con 
aprobación de la otra». Esa búsqueda -o rastreo ex post- de la intención común, por lo 

demás, no debe ser erradicada por el hecho de que las palabras usadas por los contratantes 

reflejen, prima facie, claridad y precisión, pues no hay que olvidar que si la voluntad común 

de las partes es diferente y se conoce, a ella hay que plegarse más que al tenor literal, el 

que, in radice, en precisas circunstancias, puede llegar a eclipsar y, por ende, desfigurar, 

la verdadera voluntad de los convencionistas, ratio medular del laborío hermenéutico. No 
en vano, como bien lo señala la antigua máxima, “la letra mata, y el espíritu vivifica»: SC 

28 de febrero de 2005, Exp 7504.  

34) “[e]s principio de derecho que en las obligaciones contractuales rige, casi 

soberanamente, el querer libre de las partes, o sea el principio de la libertad jurídica”: SC 

20 de noviembre de 1906, G.J. XVIII, p. 70.  
35) «El sentido legal del recurso está determinado inexorablemente por la sentencia misma 

lo que implica el deber del recurrente de echar a pique en su integridad los pilares en que 

se fundamenta para lo cual debe asumir la tarea de desvirtuar la totalidad de las pruebas 

con que el ad quem tuvo por acreditado los hechos relevantes del asunto litigioso resuelto 

pues alguna de ellas no es atacada y por sí mismo presta base sólida a dicha resolución 

esta quedará en pie y el fallo no puede quebrarse en sede de casación resultando en 
consecuencia completamente intrascendente si se logra o no demostrar los errores que el 

impugnante señala en la apreciación de otras pruebas»: SC Sentencia de 5 de noviembre 

de 1973, G.J. CXLVII.  
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36) «‘[l]a selección de un grupo de pruebas respecto de otro, tampoco constituye per se un 

error de derecho por ausencia de apreciación conjunta’, en la medida que tal ‘escogencia 
es, en línea de principio, fruto de la apreciación, análisis y confrontación integral de los 

elementos probatorios, lo cual excluye la conculcación del artículo 187 del Código de 

Procedimiento Civil» SC 2 de diciembre de 2011, Rad. 2005-00050-01)»: SC del 19 de 

diciembre de 2012, Rad. n.° 2008-00444-01.  

37) «Cuando se está frente a dos grupos de pruebas, el juzgador de instancia no incurre en 

error evidente de hecho al dar prevalencia y apoyar su decisión en uno de ellos con 
desestimación del restante, pues en tal caso su decisión no estaría alejada de la realidad 

del proceso»: SC del 18 septiembre de 1998, Rad. 5058. 

 

Fuente doctrinal:  

Hernando Morales Molina. Curso de Derecho Procesal Civil. Parte General, Novena Edición. 
(Editorial ABC, 1985), Bogotá. Pg. 480.  

Mendoza, A. Temis, Bogotá, 2020, pág. 153. Deshayes, Olivier; Genicon, Thomas y Laithier, 

Yves. Reforme du droit de contrat. LexisNexis, París, 2018, pág. 117.  

Goode, Roy. Commercial law. Penguin, Nueva York, 2004, pág. 89.  

Diez-Picasso, L. Fundamentos del derecho patrimonial. T. I, pág. 331.  

Terré, F., Simler, Ph. y Lequette, Y. Les Obligations. Dalloz. París, 2002, pág. 117.  
Larroumet, Christina y Bros, Sarah. Les Obligations. Le contrat. Económica. París, 2016, 

pág. 206. Bufnoir, C. Propriété et contrat. Rousseau, París, 1924, pág. 464.  

Igualmente, a: Barros, Enrique. Tratado de responsabilidad extracontractual, Editorial 

Jurídica de Chile, Santiago, 2007 págs. 1001-1041.  

Anzola, N. Lecciones de derecho civil. Curso Tercero. Bogotá, pág. 5.  
Hinestrosa, Fernando. Tratado de las obligaciones. Externado, Bogotá, 2015, pág. 411.  

Vélez, F. Estudio sobre el derecho colombiano. T.VII. París-América, pág. 167.  

Flour, J., Aubert, J. y Savaux, É. Droit civil. Les Obligations. T.1. Sirey. París, 2012, pág. 

113.  

Ihering, Rudolf. El espíritu del derecho romano. T. III, Oxford Unversity Press, México, pág. 

599.  
Flume, Werner. El negocio jurídico. Fundación Cultural del Notario. Madrid, 1998, pág. 

298.  

Larenz, Karl. Derecho de obligaciones. Revista de Derecho, Madrid, 1958, pág. 66.  

Domat, Jean. Les Loix Civiles dans leur Ordre Naturel. Cluzier. París, 1967, pp. 69 y 73.  

Consultado en: gallica.bnf.fr (se conserva la ortografía del título). Pothier, R.J. Tratado de 
las obligaciones. Atalaya, Buenos Aires, 1947, pág. 60.  

El Digesto de Justiniano: 50, 16, 219. T.III. D’ors, Hernández, Fuenteseca, García y Burillo. 

Aranzadi, Pamplona, 1972, pág. 865.  

Barrientos, Javier. El Código Civil. Su Jurisprudencia e Historia. Thomson Reuters-La Ley. 

Santiago, 2016, pág. 574.  

Kelsen, Hans. Problemas Capitales de la Teoría Jurídica del Estado. Porrúa, México, 1987, 
pág. 134.  

Scott, Robert y Kraus, Jody. Contract Law and Theory. Carolina Academic Press. Durham, 

2017, pp. 542 y ss. 
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ASUNTO:  
La sociedad promotora elevó tres grupos de pretensiones, una principal y dos subsidiarias. 

Las primeras se circunscribieron a que se declare que entre las partes existió una relación 

contractual que fue terminada -unilateral e injustificadamente por la demandada-. Y, en 

consecuencia, debía ser condenada por los perjuicios ocasionados. Las primeras 

subsidiarias pretendían que se declare que entre una y otra existió una relación 

contractual. Y que la demandada incumplió injustificadamente sus obligaciones derivadas 
del contrato. Por lo tanto, se solicitaron los correspondientes perjuicios. Por último, las 

segundas pretensiones subsidiarias instaron a que se declare que entre Puerto Brisa S.A. 

y PHB Waserhütte S.A. se llevaron a cabo negociaciones y tratativas precontractuales, 

encaminadas a ejecutar el desarrollo del proyecto Puerto Brisa. Que la demandada 

quebrantó las tratativas precontractuales. Y, por ende, se le solicitó la indemnización de 

tales perjuicios. El a quo desestimó las pretensiones. Para el efecto de la apelación, el 
impugnante enunció como reparos: i) la falta de análisis de las pruebas que ratifican el 

hecho de que existió un contrato entre las partes; ii) la ausencia de valoración de la 

vinculación de los testigos con la parte demandada; iii) inconformidad sobre la forma de 

perfeccionamiento del contrato. Todo lo anterior, como consecuencia de la ausencia de 

valoración conjunta de las pruebas. Se formularon cuatro cargos en casación: 1) no estar 
en consonancia con las pretensiones subsidiarias de la demanda sobre responsabilidad 

precontractual alegada. Aseguró que la falta de reparos por el apelante ante la ausencia de 

pronunciamiento sobre dichos pedimentos secundarios no es óbice para omitir el análisis 

que se extraña en primera instancia. 2) violación directa de los artículos 16, 1494, 1495, 

1496, 1501, 1602, 1603, 1604, 1613, 1614, 1615 y 1617 del Código Civil, por falta de 

aplicación o aplicación errónea; así como de los artículos 822, 824, 845, 864 y 870 del 
Código de Comercio, también por falta de aplicación o aplicación errónea, y la Ley 527 de 

1999 en sus artículos 5, 6, 10, 14, 15 y 22 por falta de aplicación o aplicación errónea. 3) 

violación indirecta, como consecuencia de errores de hecho en la valoración probatoria.4) 

violación indirecta como consecuencia de errores de derecho derivados del desconocimiento 

de normas probatorias, artículos 164 y 176 del Código General del Proceso y artículo 11 de 
la Ley 527 de 1999. La Sala no casa la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 

NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-03-004-2011-00840-01 

PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1303-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 30/06/2022 
DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC1947-2022 

 

IMPUGNACIÓN DE PATERNIDAD EXTRAMATRIMONIAL-Acumulada a la investigación 
de paternidad, que formula la defensora de familia del Instituto de Bienestar Familiar -en 

nombre de menor de edad- frente al padre biológico como al padre de crianza, esposo de la 

madre. 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1947-2022-2015-00843-01-1.pdf
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EXTRACTO-No es dable que se privilegie la paternidad socio afectiva, cimentada en el 
desconocimiento injustificado de los derechos del niño y del padre biológico, quien ha 

propendido por estar cerca de su hijo brindándole amor y ayuda económica, acorde con su 

situación económica. Proceso de reintegración, después de largos años en que la madre los 

alejó, dirigido y asistido por equipos interdisciplinarios con el propósito de que dicho 

proceso se surta de la mejor manera, en beneficio exclusivo del infante. Las limitaciones 

personales o económicas que pueda tener alguno de los padres de un menor no puede, en 
modo alguno, ser factor determinante para limitar o anular sus derechos. En los procesos 

de impugnación de la paternidad se ha amparado el derecho a la filiación real, dándole 

alcance total al resultado de la prueba científica, pero el interés superior del menor debe 

ser una permanente guía para asegurar el acierto de la decisión. Breve explicación de la 

paternidad biológica vs. la paternidad socioafectiva en la doctrina y la jurisprudencia 
extranjera, concretamente la de la Corte Europea de Derechos Humanos y el Tribunal 

Constitucional de Alemania y en la jurisprudencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia patria, en las sentencias STC1976-2019, STC8697-2021, de casación de 4 de mayo 

de 2005 y de 20 de febrero de 2018. 

 

Fuente formal:  
Artículo 336 numeral 1º CGP.  

Artículos 13, 42 y 44 C Po.  

Artículos 8º, 22, 25 Ley 1098 de 2006.  

Artículos 7º, 8º de la Convención sobre Derechos del Niño.  

Artículos 213, 217 Código Civil.  
Artículo 386 CGP. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha destacado la importancia de la 

paternidad biológica, cuando en el marco del análisis de los procesos de impugnación de la 

paternidad señaló, que en este tipo de causas, “se busca que las decisiones judiciales sean 
justificadas en la medida en que el juez obra en el marco del Estado de Derecho, lo cual 

exige que la interpretación de las normas debe inclinarse tanto a proteger la confianza 

legítima del menor que ha construido relaciones con su padre, como a no desconocer la 

realidad contundente y definitiva de la ausencia de vínculo biológico, lo cual resulta 

irrefutable ante la prueba de ADN”: Corte Constitucional Sentencia T-207-17.  
2) Para dicha Corporación, el conocimiento de una filiación real, esto es, sentada en lo 

biológico, se constituye, por lo menos en principio, en un derecho, pues, en su sentir, 

«dentro de límites razonables y en la medida de lo posible, toda persona tiene derecho a 

acudir a los tribunales con el fin de establecer una filiación legal y jurídica que corresponda 

a su filiación real. Las personas tienen entonces, dentro del derecho constitucional 

colombiano, un verdadero ‘derecho a reclamar su verdadera filiación’, como acertadamente 
lo denominó, durante la vigencia de la anterior Constitución, la Corte Suprema de Justicia. 

Por consiguiente, si una persona sabe que es hijo extramatrimonial de otra, sería contrario 
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a la Constitución que se le obligara jurídicamente a identificarse como hijo legítimo de un 

tercero»: Corte Constitucional Sentencia C-109-95.  
3) La Sala de Casación Civil también ha invocado la verdad biológica en sede de un proceso 

de filiación, para decir que de acuerdo con el principio de la «verdad biológica» o «derecho a 

conocer los orígenes» «es lícita y, por consiguiente, procedente la investigación sobre el 

origen de las personas, considerado, incluso, por algunos como un derecho inalienable del 

ser humano de conocer su verdadero estatus jurídico, así como la identidad de sus 

padres…»: SC 28 de febrero de 2013, Rad. 2006-00537-01.  
4) En STC1976-2019, se hizo una relación sucinta de algunas providencias en las cuales 

esta Corporación trajo a colación -principalmente al estudiar la caducidad de las acciones 

de filiación-, la preeminencia de la “afectividad” como «generador del vínculo filial»: SC de 2 

de junio de 2006, rad. 2001-13082-01; STC14680-2015; SC12907-2017; STC16969-2017 

y STC6009-2018.  
5) «Si la accionante se encuentra integrada a una familia, en la cual encuentra el apoyo 

necesario para desarrollar a plenitud sus prerrogativas superiores, aun si ésta no se halla 

compuesta por los dos progenitores biológicos, sino por uno de ellos y su padre afectivo, es 

la solidificación de los vínculos emocionales allí compartidos, la que genera la consolidación 

del estado civil que le figura en su registro de nacimiento, y de allí deriva su derecho de no 

aceptar la paternidad del demandante y de permanecer en el seno de su grupo familiar, el 
cual debe recibir la protección del Estado como institución base de la sociedad, a fin de que 

pueda asumir plenamente sus responsabilidades, siendo improcedente cualquier injerencia 

que la perturbe»: STC1976-2019.  

6) la sentencia de amparo constitucional STC8697-2021, también contempla un escenario 

en el que progenitor biológico y el «material» o de «crianza» -según los términos utilizados 
en tal fallo-, confrontan para no ser separados de quien cada uno de ellos considera su 

hija.  

7) «En orden a adecuar la realidad surgida de este proceso, es de esperarse que por el juez 

de primer grado se tomen una serie de medidas tendientes a procurar que, de la manera 

menos perturbadora posible para la salud física y mental de la menor, ésta paulatinamente 

vaya asumiendo los efectos propios de la decisión judicial; con otras palabras, mientras la 
misma logra adaptarse a tales efectos, el a-quo deberá buscar, a través de todos los 

instrumentos legales de que dispone, como por medio de la asistencia social a su cargo, la 

eficaz colaboración en la orientación sicológica y social de la niña y de sus familiares, que 

le permitan a aquella asumir, con el mínimo de desconcierto, la transición sobreviniente de 

la sentencia, por supuesto que este pronunciamiento no implica por sí mismo desconocer 
abruptamente las circunstancias en las cuales ella actualmente se desenvuelve, ni el 

entorno afectivo que en el momento ostenta, todo con el propósito fundamental de 

contribuir a su desarrollo armónico e integral, tal y como lo prevén los artículos 44 y 45 de 

la Constitución Política»: SC20 de febrero de 2018, Rad. 2010-00947-01.  

8) «La familia, en consecuencia, no debe definirse exclusivamente por el cientificismo, 

porque doblega en repetidos casos, el derecho, la libertad y la autonomía de la voluntad. 
La familia es ante todo una institución cultural, mediada por lazos sociales, donde lo 

científico puede ser desplazado. De allí que en tiempos más próximos el campo de aplicación 

de la familia de hecho se ensanchara, para reconocer que podía emanar de lazos parentales 
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o colaterales producidos por la crianza, esto es, de la acogida de una persona en un núcleo 

familiar que, por fuerza de la convivencia, permite la formación de relaciones de afecto, 
respeto, solidaridad, comprensión y protección, dando, incluso, origen a una nueva fuente 

del vínculo filial no derivada del nexo biológico, pero no extraña al ordenamiento jurídico, 

como en antaño se admitió en materia de adopción. En consecuencia, en una sociedad 

multicultural y pluriétnica la filiación es una institución cultural, social y jurídica, no 

sometida irremediablemente a los fríos y pétreos mandatos de la ciencia. Dicho de otra 

forma, las relaciones de crianza se generan por la asunción de la calidad de padre, hijo, 
hermano y sobrino, sin tener vínculo consanguíneo o adoptivo, las cuales nacen de la 

incorporación de un nuevo integrante a la comunidad doméstica»: SC1171-2022.  

9) La filiación constituye un vínculo jurídico establecido entre un individuo y su madre 

(filiación materna) o su padre (filiación paterna), siendo, además, un elemento esencial del 

estado civil de la persona, que guarda relación con aquellos de quienes desciende una 
persona o con sus descendientes: SC4856-2021.  

10) Desde el plano constitucional, adicionalmente, por establecido se tiene que la filiación 

es un derecho fundamental innominado, indisolublemente ligado al «nombre y al 

reconocimiento de la personalidad jurídica», protegidos juntamente con «la dignidad 

humana y el acceso a la administración de justicia»: Corte Constitucional T-071 de 2016, 

y que incorpora otras garantías como «la relación de patria potestad, orden sucesoral, 
obligaciones alimentarias y nacionalidad»: Corte Constitucional T-207 de 2017.  

11) Uno y otro proceso, teniendo en cuenta que tratan sobre el derecho fundamental a la 

filiación, están debidamente reglados por el legislador, con la intención de que las 

decisiones que en ellos se adopten guarden correspondencia con el ordenamiento 

sustancial, «lo cual exige que la interpretación de las normas debe inclinarse tanto a 
proteger la confianza legítima del menor que ha construido relaciones con su padre, como 

a no desconocer la realidad contundente y definitiva de la ausencia de vínculo biológico, lo 

cual resulta irrefutable frente a la prueba de ADN”: Corte Constitucional T-207-17.  

12) «El derecho a tener una familia implica la protección de derechos fundamentales como 

la integridad física, la salud, a crecer en un ambiente de afecto y solidaridad, a una 

alimentación equilibrada, a la educación, a la recreación y a la cultura. Un niño en 
situación de abandono no solo es incapaz de satisfacer sus necesidades básicas, sino que 

está en una circunstancia especial de riesgo respecto de fenómenos como la violencia física 

o moral. En síntesis, el derecho a formar parte de un núcleo familiar, además de ser un 

derecho fundamental que goza de especial protección, constituye una garantía esencial 

para asegurar la realización de otros derechos fundamentales de la misma entidad. Por esta 
razón, la violación del mismo implica una degradación del ser humano de tal magnitud que 

resulta incompatible con el principio de dignidad consagrado en la Carta. Cualquier 

separación abrupta, intempestiva e injustificada de un niño y su familia hace que se 

desconozca su pertenencia a una institución necesaria para su desarrollo integral lo que lo 

priva de un factor determinante de su más íntima individualidad»: Corte Constitucional SU 

696 de 2015.  
13) «(i) el principio del interés superior de los niños, las niñas y adolescentes se realiza en 

el estudio de cada caso en particular y tiene por fin asegurar su desarrollo integral; (ii) este 

principio, además, persigue la realización efectiva de sus derechos fundamentales como 
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resguardarlos de los riesgos prohibidos que amenacen su desarrollo armónico. Estos 

riesgos no se agotan en los que enuncia la ley, sino que también deben analizarse en el 
estudio de cada caso particular; (iii) debe propenderse por encontrar un equilibrio entre los 

derechos de los padres o sus representantes legales y los de los niños, las niñas y 

adolescentes. Sin embargo, cuando dicha armonización no sea posible, deberán prevalecer 

las garantías superiores de los menores de dieciocho años. En otras palabras, siempre que 

prevalezcan los derechos de los padres, es porque se ha entendido que ésta es la mejor 

manera de darle aplicación al principio del interés superior de los menores de edad»: Corte 
Constitucional T-502 de 2011 y C-258 de 2015. 

 

Fuente doctrinal:  

VARSI ROSPIGLIOSI, Enrique et CHAVES, Mariana, Paternidad Socioafectiva: La evolución 

de las relaciones paternofiliales del imperio del biologismo a la consagración del afecto. 
Actualidad Jurídica No. 200, pág. 59, 2010.  

MONTAGNA, Plinio, Parentalidad socioafectiva y las familias actuales. Derecho PUCP 77, 

págs. 219-236.  

DÍAS, María Berenice, Filiación Socioafectiva: nuevo paradigma de los vínculos parentales. 

Revista Jurídica UCES, págs. 83 a 90.  

CHAVES Marianna y VARSI ROSPIGLIOSI, Enrique, Paternidad Socioafectiva, disponible 
en: https: jus.com.br artigos 18916.  

BESSON, Samantha, Enforcing the child’s right to know her origins. International Journal 

of Law, Policy and the Family, 21, 2007, págs. 137 a 159. 

 

ASUNTO:  
El Defensor de Familia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en defensa de los 

intereses del menor Joshua David, pidió se declare que el infante no es hijo biológico de 

Guillermo Fabiam, siendo tal del codemandado Henry Yecid, de acuerdo con la prueba de 

ADN aportada con la demanda; corregir el registro civil de nacimiento. El a quo resolvió 

estimar las pretensiones acumuladas, al:(i) declarar que Joshua David no es hijo de 

Guillermo Fabiam; (ii) declarar que Henry Yecid es el padre biológico del menor; (iii) inscribir 
la decisión en el registro civil del niño; (iv) determinar que los derechos de patria potestad 

sean ejercidos por ambos progenitores; (v) decretar que la custodia y cuidado personal está 

en cabeza de la madre; (vi) fijar cuota de alimentos y entrega de vestuario en favor del niño 

y a cargo del padre; (vii) reglamentar las visitas del progenitor al menor; (viii) ordenar al 

equipo interdisciplinario de la Defensoría de Familia que realice «seguimiento y 

acercamiento terapéutico donde se involucre a ambos demandados y la progenitora». 
Apelada la decisión por Ingry Patricia y Guillermo Fabiám, el ad quem dispuso confirmar y 

adicionar la decisión apelada. Como cargo único en casación se denuncia la violación 

directa de los artículos 42 y 44 de la Constitución Política y los artículos 22 y 25 del Código 

de la Infancia y Adolescencia, por aplicación indebida. Adicionalmente por la «infracción de 

la doctrina constitucional imperante sobre los derechos de los niños, niñas y adolescentes 

respecto de la filiación y la protección de la familia». La Sala no casa la sentencia 
impugnada. 
 
M. PONENTE    : HILDA GONZÁLEZ NEIRA 
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NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-10-015-2015-00843-01 
PROCEDENCIA     : SALA DE FAMILIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1947-2022 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 30/06/2022 

DECISIÓN    : NO CASA  
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